ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede, condena. Caso muerte de joven campesino por explosión de granada / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR LESIÓN Y MUERTE A CIVILES / DAÑO ANTIJURÍDICO - A población civil en conflicto armado: Artefacto explosivo

NOTA DE RELATORÍA: Síntesis del caso. El 18 de julio de 2006, unos ciudadanos dedicados a labores agrícolas, en el corregimiento de San José de Apartadó en el municipio de Apartó (Antioquia), encontraron un artefacto –granada-, un joven intentó abrirla con un machete por lo que la granada estalló. Esta zona era reconocida por sufrir afectación del conflicto armado y tener presencia del grupo guerrillero de las FARC así como de integrantes del Ejército Nacional.

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR DAÑO ANTIJURÍDICO EN EL MARCO DEL CONFLICTO ARMADO - Condena / RIESGO EXCEPCIONAL - Configuración. Uso de objeto o artefacto peligroso: Granada explosiva / RIESGO EXCEPCIONAL - Daño a la población civil en el marco del conflicto armado / ROMPIMIENTO DE CARGAS PÚBLICAS / CONFLICTO ARMADO - Riesgo / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA - Declara probada. Actuación negligente de la víctima fue determinante en la producción del daño antijurídico / CONCURRENCIA DE CULPAS - Reducción de la condena a un 70%
Se encuentra debidamente acreditado el daño invocado en el libelo introductorio, consistente en la muerte del señor (…), la cual ocurrió el 18 de julio de 2006 -en la demanda erradamente se aseveró que dicha defunción tuvo lugar el 17 de julio de 2006- a raíz de la explosión de una granada de fragmentación de 40 milímetros que aquél encontró y manipuló en la finca (…), ubicada en la vereda La Linda, corregimiento de San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia (…) el que no se pudiera determinar si la granada que causó la muerte del señor (…) tenía alguna relación con el ente demandado, en nada influye en cuanto a su calificación como daño antijurídico, puesto que ello se encuentra verificado por el simple hecho de que [la victima] no se encontraba en la obligación jurídica de perder su vida (…) Teniendo en cuenta todo lo expuesto y contrario a lo señalado por el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, la muerte del señor (…) se configuró en un daño antijurídico o un menoscabo que no tenía el deber de soportar, conclusión para la cual no resultaba necesario contemplar elemento adicional alguno. (…) [Sin embargo,] la Sala no puede desconocer que en el caso concreto, el [afectado] fue sumamente negligente al confiar que podía evitar el detrimento que sufrió (…) la Sala considera que el anterior marco situacional permite invocar la configuración de una concausalidad entre el hecho del Estado y el hecho de la víctima en el origen del daño demandado, puesto que se reitera, de una parte, la entidad demandada, a pesar de cumplir con las funciones que le son propias, le generó a los habitantes de las veredas del corregimiento de San José de Apartadó un riesgo con los combates que trabó en la zona, el cual le era previsible que se concretara incluso después de finalizado dichos enfrentamientos y, de otro lado, ese riesgo aumentó y terminó por realizarse en el señor (…), debido a su comportamiento sumamente descuidado en la manipulación del artefacto explosivo que encontró, punto en el que si bien no se le podría haber exigido que supiera como se detonan ese tipo de elementos, si le era demandable que se alejara del mismo y pidiera la intervención de las autoridades (…) si bien es posible imputar el daño objeto de la demanda a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, puesto que dicha entidad sometió al señor (…) a un riesgo que no estaba obligado a soportar y que se materializó en su fallecimiento, lo cierto es que fue la propia conducta de la víctima la que mayoritariamente incidió en la producción del menoscabo que padeció y por consiguiente, la Sala declarará su responsabilidad patrimonial, pero reducirá la indemnización que se procederá a determinar en un 70%, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2357 del C.C. referido. NOTA DE RELATORÍA: Con salvamento y aclaración de voto de la consejera Stella Conto Díaz del Castillo. A la fecha, en esta Relatoría no se cuenta con el medio magnético ni físico.
FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 2357

RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MORALES POR MUERTE DE CIVIL - Aplicación de criterios de unificación jurisprudencial / CONCURRENCIA DE CULPAS - Reducción de la condena
[C]omoquiera que se encuentra demostrada la causación de un daño moral a los integrantes de la parte demandante, el cual se deriva de la defunción del señor (…), se condenará a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional a indemnizarlos en el equivalente al 20% del máximo jurisprudencial sugerido para dichos casos -muerte de un ser querido- , teniendo en cuenta la deducción que corresponde al hecho concurrente de la víctima que se dilucidó 

RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE - Actualización de renta / LUCRO CESANTE - Se acreditó

[L]a Sala puede concluir que para el instante de su muerte, el señor [victima] le colaboraba con su trabajo y económicamente a sus padres y, teniendo en cuenta (i) su calidad de trabajador arduo; (ii) que todavía le ayudaba a sus progenitores pese a haber cumplido la edad de 25 años, especialmente porque vivía con ellos, y (iii) que ya entraban en una edad avanzada y vivían del campo, es posible colegir que dicha ayuda se habría extendido en el tiempo, de manera que se encuentra demostrada la causación del lucro cesante demandado (…) se recuerda que por la intervención de la propia víctima en el daño que soportó, las anteriores cifras deber ser reducidas en un 70%, de manera que, por concepto de lucro cesante, al señor (…) sólo se le reconocerá la suma de $4 505 362,75, mientras que a la señora (…) únicamente se le indemnizará con la suma de $6 311 085,08 

INDEMNIZACIÓN POR DAÑO A LA SALUD - Aplicación de criterio jurisprudencial / DAÑO A LA SALUD - Reconocimiento / DAÑO A LA SALUD - Indemnización de acuerdo a la gravedad de la lesión / DAÑO A LA SALUD - Condena. Encuentra probada afectación psicológica

[E]n el caso concreto no se acreditó que los demandantes hubiesen padecido una pérdida de capacidad laboral, no escapa a la Sala que sí se demostró que la defunción del [familiar] contribuyó a que los accionantes (…), debido a sus vivencias como personas, desarrollaran sendos trastornos adaptativos mixtos de angustia y de estado de ánimo depresivo, los que en el dictamen pericial analizado se adujo que requerían de tratamientos psicoterapéuticos para su superación, de manera que es evidente que a ellos se les ocasionó sendos daños a la salud que les deben ser reparados por la parte demandada (…) la Sala considera adecuado establecer que el daño a la salud soportado por los accionantes en comento es equiparable a aquellas lesiones que producen un porcentaje de pérdida de capacidad laboral entre un 1% y un 10%.
PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL O RESTITUTIUM IN INTEGRUM - Caso muerte de joven campesino por explosión de granada / MEDIDA DE REPARACIÓN NO PECUNIARIA - Decreta / MEDIDA DE PROGRAMAS DE DESMINADO - Ordena adopción de protocolos y medidas para el desarrollo de programas de descontaminación de elementos peligrosos / PROGRAMA DE LIMPIEZA DE ARTEFACTO PELIGROSO / DESMINADO HUMANITARIO / ZONA DE CONFLICTO ARMADO

Adopte los protocolos y las medidas que sean necesarias para implementar o acelerar la implementación de los programas de descontaminación de los elementos peligrosos señalados, especialmente en zonas en los que el conflicto armado interno en Colombia hubiese sido exacerbado, claro está, dentro del marco normativo pertinente.

PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL O RESTITUTIUM IN INTEGRUM - Caso muerte de joven campesino por explosión de granada / MEDIDA DE REPARACIÓN NO PECUNIARIA - Decreta / MEDIDA DE CAMPAÑAS DE INFORMACIÓN SOBRE RIESGOS EN MANIPULACIÓN DE ARTEFACTOS EXPLOSIVOS

Realice campañas de información mediante las cuales difunda un conocimiento apropiado en cuanto al riesgo de los artefactos señalados, y el comportamiento que deben asumir frente a los mismos los integrantes de la población civil.
PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL O RESTITUTIUM IN INTEGRUM - Caso muerte de joven campesino por explosión de granada / MEDIDA DE REPARACIÓN NO PECUNIARIA - Decreta / MEDIDA DE PUBLICACIÓN DE SENTENCIA

Publique la presente sentencia en la página web de la entidad, en su segmento relacionado con el respeto a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario.
PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL O RESTITUTIUM IN INTEGRUM - Caso muerte de joven campesino por explosión de granada / MEDIDA DE REPARACIÓN NO PECUNIARIA - Decreta / MEDIDA DE REMISIÓN A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN - Verificación de adopción de medidas ordenadas / MEDIDA DE INFORME DE CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA

Remitir copia de esta providencia a la Procuraduría General de la Nación, a la cual le corresponderá hacer el seguimiento de lo ordenado en el párrafo precedente y verificar la efectividad de las medidas tomadas por la parte demandada y los organismos competentes para tal efecto.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 115 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 176 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 177

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION B

Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURTH

Bogotá, D.C., ocho (8) de junio de dos mil diecisiete (2017)
Radicación número: 05001-23-31-000-2007-02596-01(50352)
Actor:
 CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO Y OTROS
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-EJÉRCITO NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 24 de julio de 2013, por medio de la cual, el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia denegó las pretensiones elevadas en la demanda. La sentencia recurrida será revocada con fundamento en los siguientes antecedentes y consideraciones.

SÍNTESIS DEL CASO

El 18 de julio de 2006, los señores Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda y Deimar Alberto Ariza, se desplazaron a la finca El Danubio localizada en la vereda La Linda, corregimiento de San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia. Mientras desarrollaban dicha labor, el señor Sepúlveda Sepúlveda encontró en el suelo del predio un artefacto con forma cilíndrica cuyo uno de sus extremos tenía figura semiesférica, el cual le enseñó al señor Ariza, quien le dijo que dejara dicho objeto dónde lo halló y no lo molestara, en tanto podía ser peligroso o tratarse de una granada, consejo que aquél no siguió, puesto que se lo guardó en el bolsillo y continuó trabajando. Un tiempo después, el señor Sepúlveda Sepúlveda se separó del señor Ariza e ingresó a una pequeña vivienda construida en el predio, lugar en el que puso dicho objeto sobre una mesa y trató de abrirlo con un machete, lo que produjo la explosión del artefacto, causándole múltiples lesiones y a la postre, su muerte. Si bien a partir de un dictamen técnico se pudo determinar que dicho elemento se trataba de una granada de fragmentación, los restos de ella no permitieron establecer su procedencia u origen. Durante esa época, en la vereda aludida hacían presencia diferentes agentes del conflicto, en específico, el Ejército Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia -FARC-. 

ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1   El 30 de julio de 2007, los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio, Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, Luis Alfredo Sepúlveda Sepúlveda, Marta Cecilia Sepúlveda Sepúlveda, Mary Luz Sepúlveda Sepúlveda, Edilma Sepúlveda Sepúlveda, Nelson Alfonso Sepúlveda Sepúlveda, Flor Elena Sepúlveda Sepúlveda y Hermina del Socorro Sepúlveda Sepúlveda, presentaron demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, contra la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, con el fin de que se le declarara extracontractual y patrimonialmente responsable por la muerte de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, derivada de la explosión de un artefacto explosivo abandonado de su propiedad. Al respecto, formularon las siguientes pretensiones:
1. Declárese que la NACIÓN COLOMBIANA (Ministerio de Defensa-Ejército Nacional), son administrativa y solidariamente responsables (sic) de la totalidad de los daños y perjuicios ocasionados a los demandantes (…) por la muerte de su hijo y hermano CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, en hechos ocurridos el 17 de julio de 2006, en la vereda La Linda del corregimiento de San José de Apartadó-municipio de Apartadó, departamento de Antioquia, cuando manipuló un artefacto explosivo-granada, que estaba abandonado en la finca el Danubio perteneciente a la Brigada XVII del Ejército Nacional, que meses antes había estado acantonada en ese lugar. 

2. Condénese a la NACIÓN COLOMBIANA (Ministerio de Defensa-Ejército Nacional), a indemnizar solidariamente (sic) a los demandantes, estos perjuicios: 

2.1. Morales:

2.1.1. Sufridos por CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO, ANA AMINTA SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, MARTA CECILIA SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, MARY LUZ SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, EDILMA SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, NELSON ALFONSO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, FLOR ELENA SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, LUIS ALFREDO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA Y HERMINIA DEL SOCORRO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA. 

2.1.2. Causados por el dolor, la angustia, la congoja y la pena que sufren como consecuencia de la violenta y prematura muerte de su hijo y hermano CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA.

2.1.3. Estimados en SEISCIENTOS (600) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES para cada uno de los perjudicados, que hoy tienen un valor de $433.700 que al precio actual equivalen a $260.220.000, reconocimiento que se hará de acuerdo al valor que tenga el salario mínimo legal mensual a la fecha de ejecutoria de la sentencia o del auto que apruebe la conciliación y se actualizará según la variación del índice de precios al consumidor suministrado por el DANE, entre la fecha de expedición del decreto que fije el salario mínimo y la época del fallo o del auto aprobatorio de la conciliación, acorde con el fallo del Consejo de Estado de septiembre 6 de 2001 (o lo que esté reconociendo la jurisprudencia en el momento del fallo por concepto de perjuicios morales y su actualización.

3. Materiales de LUCRO CESANTE:

3.1.1. Sufridos por CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO y ANA AMINTA SEPÚLVEDA DE SEPÚLVEDA.

3.1.2. Causados por la ausencia de la ayuda económica que el occiso CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, brindaba a sus padres CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, Y ANA AMINTA SEPÚLVEDA DE SEPÚLVEDA.

3.1.3. Estimados (sic) $57.5262895,8, suma que deberá actualizarse según la variación del índice de precios al consumidor, suministrado por el DANE entre la ocurrencia de los hechos y la ejecutoria de la sentencia o del auto que apruebe la conciliación (o lo que esté reconociendo la jurisprudencia en el momento del fallo – perjuicios materiales y actualizados de éstos)

4. Fisiológicos o daños a la vida de relación:

4.1.1. Sufridos por CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO, ANA AMINTA SEPÚLVEDA DE SEPÚLVEDA, MARTA CECILIA SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, MARY LUZ SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, EDILMA SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, NELSON ALFONSO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, FLOR ELENA SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, LUIS ALFREDO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA Y HERMINIA DEL SOCORRO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA.

4.1.2. Causados por el dolor, la angustia, la congoja y la pena que sufren como consecuencia de la violenta y prematura muerte de su hijo y hermano CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, que los ha hecho cambiar su manera de relacionarse en su entorno social y familiar.

4.1.3. Estimados en doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales, que al precio de hoy valen $86.740.000, reconocimiento que se hará de acuerdo (…).

(…) 

A) En cuanto a las pretensiones de lucro cesante quedarán así:

3.1.1. Sufridos por CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO y ANA MINTA SEPÚLVEDA DE SEPÚLVEDA.

3.1.2 Causados por la ausencia de ayuda económica que el occiso CALOR ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, brindaba a sus padres CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO y ANA MINTA SEPÚLVEDA DE SEPÚLVEDA.

3.1.3. Por lucro cesante consolidado

Estimados en ($19.704.728.87), suma que deberá fijarse (…) teniendo como paramentos la fecha de los hechos y la fecha probable de la sentencia.

2.2.4 (sic) Por lucro cesante futuro.

Estimados en ($29.506.099.78), para la madre y ($16.730.331.39), para el padre, simas que deberán fijarse (…) teniendo como parámetros la fecha de los hechos y el límite de supervivencia de los señores CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO y ANA MINTA SPÚLVEDA DE SEPÚLVEDA.

-En cuanto a los perjuicios o daños a la vida de relación, quedará así:

4.1.4. Estimados en cuatrocientos (400) salarios mínimos legales mensuales, que al precio de hoy valen $173.480.000.oo, reconocimiento que se hará (…) entre la fecha de expedición del decreto que fije la conciliación y la época de ejecutoria del fallo o del auto aprobatorio de la conciliación (…).

-Se incluye una nueva pretensión de pérdida de capacidad laboral de los padres del occiso CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA.

5. Pérdida de capacidad laboral de carácter permanente, que en la actualidad padecen los padres, señores CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO y ANA MINTA SEPÚLVEDA DE SEPÚLVEDA, como consecuencia directa de la muerte violenta de su hijo CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA.

5.1.1. Causados por el estrés postraumático que los aqueja, en virtud de la desaparición violenta de su joven hijo, lo que les ha imposibilitado reemprender sus labores habituales de la misma forma en que lo hacían y, por consiguiente, llevar una vida normal por la falta de concentración, desgano, depresión constante, pensamientos negativos, en fin, del intenso trauma emocional que padecen y padecerán el resto de sus días.

5.1.2. Estimados en la suma de ($51.069.407.01) para el padre y para la madre ($72.870.779.80), cantidades que deberán fijarse de manera definitiva al momento de proferirse el fallo de acuerdo a la actualización del salario mínimo legal mensual (…) teniendo en cuenta como parámetros desde la fecha de la muerte del joven CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, y la vida probable de cada uno de los padres (…) (f. 2-4, 109-107, c. 1)
.

1.1 Como fundamento de las anteriores peticiones, los demandantes señalaron que desde el año 1997, la comunidad campesina del corregimiento de San José de Apartadó, ubicado en el municipio de Apartadó, Antioquia, se convirtió en objeto de las más graves tragedias humanitarias, en consideración a que los diferentes actores armados en Colombia, dentro de los cuales se encuentran los miembros de la Fuerza Pública, comenzaron a desplegar sus operaciones bélicas en su territorio.

1.2 Debido a lo anterior, resaltaron que en el año en comento, varios campesinos conformaron la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, como una reacción civil en contra de los ultrajes que soportaban a partir la guerra interna, con el fin de que se respetaran sus derechos. Igualmente, resaltaron que en el mismo año, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos dictó medidas cautelares a favor de la referida comunidad de paz, la cuales fueron incumplidas por el Estado colombiano y por el contrario, se incrementó el exterminio de sus miembros, medidas que fueron requeridas o ampliadas por dicho organismo internacional en el años 2000 y que posteriormente, fueron reiteradas y complementadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el año 2002. 

1.3 Teniendo en cuenta lo expuesto, manifestaron que el 17 de julio de 2006, en el corregimiento aludido, al interior de la finca conocida como el Danubio, los señores Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda y Deimar Alberto Ariza Guaca se encontraban recogiendo maíz chócolo en desarrollo de sus labores de agricultura, y alrededor de las 11:45 a.m., el primero de los reseñados encontró un artefacto redondo de diferentes colores, el cual le mostró a su compañero y luego se lo guardó en el bolsillo. Adujeron que alrededor de 20 minutos después, los señalados trabajadores se separaron, pocos momentos luego de lo cual el señor Ariza Guaca escuchó una explosión, de modo que acudió al lugar de donde provino el sonido y halló al señor Sepúlveda Sepúlveda “tirado en el piso, destrozado”, con múltiples lesiones las cuales le causaron su muerte, por lo que infirió que el objeto que aquél encontró se trataba de una granada, e inmediatamente se fue en busca de ayuda.

1.4 En este punto, resaltaron que en días anteriores, en la zona en la que la víctima estuvo trabajando se acantonaron miembros de la Decimoséptima del Ejército Nacional, por lo que “cabe suponer fundadamente que estos hicieron uso de ese artefacto bélico dejándolo a la posibilidad de que lo encuentren y manipulen campesinos inocentes, que no saben el resigo que dichos artefactos representan”, de modo que resultaba evidente la responsabilidad de la entidad demandada bajo cualquiera de los títulos de imputación desarrollados por la jurisprudencia de esta jurisdicción, a saber, la falla del servicio en que la entidad demandada debió incurrir en la manipulación de su armamento, o el riesgo excepcional o el daño especial que se desprendió de la existencia y la explosión de la granada aludida. 

1.5 De esta manera, reiteraron que la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional se encontraba en la obligación de repararles los perjuicios que se les causaron a partir de la defunción de su ser querido, para lo que como fundamento jurídico invocaron normas de la Constitución Política, disposiciones del Derecho Internacional Humanitario, y jurisprudencia de esta Corporación (f. 1-56, c. 1).

II. Trámite procesal

2   La Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional contestó oportunamente la demanda, y se opuso a la totalidad de las pretensiones elevadas por los accionantes.

2.1 En este sentido, aseveró que no era cierto que el Estado colombiano hubiese incumplido las medidas ordenadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la protección de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó y, por el contrario, destacó que adoptó diferentes mecanismos para garantizar los derechos de los miembros de dicha comunidad, y para beneficiar a la generalidad de la población del corregimiento en mención. 

2.2 Respecto del caso concreto, adujo que los demandantes no acreditaron que la granada que lesionó y produjo la muerte del señor Sepúlveda Sepúlveda fuese de su propiedad, de tal forma que incumplieron su carga probatoria para que se declarara su responsabilidad patrimonial con ocasión de los hechos referidos en la demanda y en consecuencia, las pretensiones formuladas en ese escrito debían ser denegadas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 177 del C.P.C., y la jurisprudencia del Consejo de Estado frente a casos similares al del sub judice. 

2.3 Adicionalmente, refirió que en la medida en que el elemento que produjo el daño no era suyo, por lo que se podía inferir que era de grupos armados ilegales, se imponía considerar configurado el hecho de un tercero (f. 96-101, c. 1). 

3  Mediante sentencia del 24 de julio de 2013, el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia denegó las pretensiones de la demanda, toda vez que consideró que los accionantes no acreditaron que la granada que ocasionó el daño fuese de propiedad de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional y, en consecuencia, no se podía comprometer su responsabilidad patrimonial en el presente asunto.
3.1 Al respecto, el Tribunal a quo comenzó por señalar que en los casos en que un daño es producido por un elemento que se aduce del Estado, al extremo demandante le corresponde acreditar que el mismo verdaderamente es de dotación oficial o de propiedad estatal para que se pueda declarar su responsabilidad -sin importar el título de imputación que se pretenda utilizar-, puesto que ello permite conectar el daño que se causa con la prestación del servicio público y por ende, posibilita generar el deber del Estado de reparar a las víctimas. 

3.2 En efecto, señaló que en los títulos de imputación de carácter objetivo como el riesgo excepcional o el daño especial, si se arguye que el daño se desprendió de la peligrosidad o el riesgo que implicaba un objeto, es evidente que los actores deben demostrar que ese objeto le pertenece o se encontraba bajo la custodia del órgano estatal que demandan, puesto que en dichos fundamentos jurídicos de imputación, la obligación de reparar se fundamentaría exclusivamente en aquél objeto y su vínculo con el demandado. De otro lado, en cuanto al título de imputación subjetivo de falla en la prestación del servicio, aclaró que además de la conexión reseñada, la parte demandante debe acreditar que el extremo pasivo de la litis incurrió en un incumplimiento de sus cargas obligacionales, el cual necesariamente debió ser determinante para la producción del menoscabo objeto del escrito inicial.
3.3 Una vez precisado lo anterior, adujo que si bien los demandantes probaron que en el sub lite se causó el daño consistente en la defunción del señor Sepúlveda Sepúlveda, no demostraron su antijuridicidad ni la posibilidad de su imputación al ente demandado, comoquiera que no probaron que la granada que produjo dicho menoscabo era de propiedad de éste, o que estuvo bajo su poder antes de causar el detrimento mencionado.

3.4 En este sentido, de una parte indicó que la prueba técnica que se practicó al respecto no pudo dilucidar la procedencia de la granada. De otro lado, manifestó que no obstante en varios testimonios se señaló que en la vereda en la que se ubicaba la finca hacía presencia el Ejército Nacional, no se podía perder de vista que en esos mismos medios probatorios también se indicó que esa zona también era concurrida por integrantes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia -FARC-, de modo que era imposible establecer el origen del artefacto explosivo que generó el daño objeto de la demanda.

3.5 Asimismo, adujo que sólo un testigo afirmó que en meses pasados se presentó una contienda entre el Ejército Nacional y las FARC en la vereda La Cristalina del corregimiento de San José de Apartadó, lo que en realidad tampoco permitía identificar que la verdadera fuente de dicho armamento fuese el Estado, medio probatorio que en cualquier caso no generaba mayor certeza, puesto que (i) se extrañaba el informe por parte de la entidad demandada que corroborara ese combate, y (ii) ese deponente no refirió que la contienda hubiese tenido lugar en la finca en que el occiso encontró el explosivo.

3.6 De otro lado, el Tribunal a quo también echó de menos los informes de novedades en los que se dejara constancia de la pérdida de una granada luego de que transitara por la vereda en donde ocurrió el daño, más aún cuando se pudo establecer que el explosivo que lo originó se trató de una granada de fragmentación, lo que hacía fácil establecer si dicho objeto en realidad tenía una conexión con el Ejército Nacional.

3.7 De esta manera, ante la falta de contundencia de los medios probatorios señalados, y la carencia de otros elementos de convicción que disiparan las dudas sobre la procedencia del objeto que generó el menoscabo demandado, concluyó que los demandantes incumplieron su carga probatoria de acreditar el nexo causal entre ese daño y el comportamiento del Estado, de tal forma que aseveró que no se podía establecer que la falta de diligencia de la entidad demandada en la custodia de la granada que estaba bajo su poder, la peligrosidad de dicho elemento, o su uso en desequilibrio de las cargas públicas, causó la muerte del señor Sepúlveda Sepúlveda y, mucho menos, que éste fuese un daño especial, razones por las cuales se imponía denegar las pretensiones del libelo introductorio según lo dispuesto en el artículo 177 del C.P.C. (f. 644-664, c. ppl.).
4  El 2 de septiembre de 2013, los demandantes interpusieron y sustentaron oportunamente recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, con el objeto de que se revocara y, en su lugar, se accediera a las pretensiones de la demanda.

4.1 Al respecto, destacaron que a partir de la Constitución Política, de las normas que se expidieron en su desarrollo, y de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, el Estado detenta un monopolio armamentístico que lo hace propietario de todas las armas que existan al interior del territorio estatal, de manera que los particulares sólo pueden portarlas bajo una concesión especial expedida por parte del mismo Estado, más no les es factible adquirir su propiedad. 
4.2 Teniendo en cuenta lo anterior, señalaron que en la medida en que el aparato estatal tiene el dominio de todo el armamento introducido o manufacturado en Colombia, y que quienes no hacen parte del Estado -como los subversivos- sólo pueden portar elementos bélicos a través de un permiso estatal -lo que supone que exista un inventario sobre las armamentos cuya tenencia se otorga-, al Tribunal de primera instancia no le era dable señalar que era imposible determinar si la granada que explotó era de la entidad demandada, puesto que (i) ello desconoce la aducida propiedad estatal de todas las armas, la cual fue establecida a nivel constitucional y legal, y (ii) en caso de que el explosivo que causó el daño hubiese estado en poder de las FARC, el órgano integrante de la parte pasiva tenía la carga de acreditar dicha circunstancia para exonerarse de responsabilidad, habida cuenta de que para conceder autorizaciones de uso y porte de armas estaba en la obligación de tener una relación de las mismas, carga probatoria que incumplió y que imponía que el fallo le fuese desfavorable.
4.3 Sobre el último punto, aseveraron que en el sub lite se debió dar aplicación a la carga dinámica de la prueba, máxime cuando solo el ente estatal demandado estaba en la posibilidad de acreditar quién tenía la tutela del artefacto explosivo cuya detonación originó el daño por el cual demandaron, sin perder de vista que en cualquier caso, un grupo ilegal como las FARC no podía poseer ningún tipo de armamento, lo que de suyo develaba la falla del servicio del Estado en cuanto mantener su monopolio armamentístico, falla del servicio que pusieron de presente que evidentemente tuvo plena incidencia en la producción del menoscabo referido. 
4.4 Finalmente, resaltaron que en el plenario existían los suficientes indicios para tener por acreditado que el Ejército Nacional tuvo control sobre la granada aducida, motivo por el cual se le debía declarar patrimonialmente responsable y en consecuencia, estaba en la obligación de resarcir los perjuicios ocasionados, deprecados en la demanda y en su adición (f. 666-677, c. ppl.). 
5  Durante el término para alegar de conclusión, las partes guardaron silencio. Por su parte, el Ministerio Público rindió concepto especial por medio del cual solicitó que se revocara la sentencia de primera instancia, y se accediera parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

5.1 En ese sentido, la Procuraduría Quinta Delegada ante esta Corporación acudió a un argumento similar al esbozado por los demandantes, en el sentido de que dado que el Estado tiene el monopolio de las armas, se debía presumir que la granada que explotó y que ocasionó el daño era de propiedad del Ejército Nacional, presunción que dicha entidad no desvirtuó, de tal forma que se debía comprometer su responsabilidad en el presente asunto. 

5.2 Al respecto, señaló que en casos de menoscabos causados por armas explosivas, a pesar de que la jurisprudencia en un principio exigió que la parte demandante acreditara la relación de la entidad demandada con esa clase de objetos riesgosos, para lo que no era suficiente que por la zona en la que éstos se encontraran hubiesen hecho presencia miembros de la Fuerza Pública, resaltó que ulteriormente se han proferido providencias que ante la falta de certeza sobre la existencia de ese vínculo, para dilucidarlo y declarar la responsabilidad del Estado, tienen en cuenta (i) el aducido monopolio de la fuerza, y (ii) que la investigación sobre el uso de armas privativas del Estado no se le puede endilgar a las víctimas, análisis que comparte y que considera que tiene plena aplicación en el presente asunto para condenar a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional por la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda.

5.3 Sin perjuicio de lo anterior, consideró que en el origen de dicha muerte se configuró una concausa entre el comportamiento del Estado y el hecho de la víctima, puesto que ésta, a pesar de que se trataba de una persona con la suficiente capacidad mental para discernir el peligro que representaba el objeto que encontró, y de las advertencias de su compañero de que no lo manipulara, introdujo la granada en su bolsillo y se expuso negligentemente a los daños que ésta le pudiese causar, de tal forma que se debía reducir la indemnización de los perjuicios a que tienen derecho de los demandantes en un 50% (f. 686-693, c. ppl.).
CONSIDERACIONES

I. Competencia

6  La Sala es competente para decidir el asunto por tratarse de un recurso de apelación presentado contra la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia en un proceso que, por su cuantía, tiene vocación de doble instancia ante esta Corporación
.

6.1 En este punto, conviene precisar que habida cuenta de que la parte demandante fue la única en apelar la decisión de primera instancia, la Sala, en principio, se limitará a pronunciarse respecto del objeto de su medio de impugnación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 357
 del C.P.C.

6.2 No obstante, al admitir dicha regla ciertas excepciones derivadas, por una parte, de la facultad del juzgador de segunda instancia para manifestarse en cuanto a los aspectos implícitos de los argumentos que se esgriman en la apelación y, de otro lado, de los diferentes cuerpos normativos que impongan el deber de pronunciarse de oficio -normas y principios de carácter constitucional, tratados internacionales relacionados con la protección de los Derechos Humanos y la vigencia del Derecho Internacional Humanitario, y normas legales de carácter imperativo-, en el evento en que las especificidades del presente asunto lo ameriten, se abordarán de manera oficiosa los aspectos exceptivos cuyo estudio resulte pertinente para adoptar la decisión
. En este sentido, la Sala Plena de la Sección Tercera señaló: 

3.2.2.1. En relación con el alcance del recurso de apelación de las sentencias, la Sala, a partir de la interpretación que hizo del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil
, acogió la tesis conforme a la cual la competencia del juez ad quem está limitada a los aspectos que señale el recurrente. Se consideró que de la premisa: “la apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante”, no se sigue, tal como lo señaló la Corte Suprema de Justicia
, “una autorización al juez de segundo grado para hacer el escrutinio y ad nutum determinar libremente ‘qué es lo desfavorable al recurrente’, pues a renglón seguido, la norma establece una segunda prohibición complementaria, según la cual ‘no podrá el ad quem enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso”.  
3.2.2.2. Para la Sala, sin embargo, la regla general relacionada con los límites de la competencia del juez ad quem, admitía excepciones derivadas de mandatos constitucionales y legales. A título de ejemplo se señalaron en el fallo algunos asuntos procesales, tales como la caducidad, la falta de legitimación en la causa y la indebida escogencia de la acción, los cuales, entre otros, deben ser declarados por el juez de segunda instancia, de manera oficiosa, en tanto favorecen al apelante único, aunque no hubieran sido propuestos como fundamentos de su inconformidad con la providencia censurada, porque tales aspectos constituyen presupuestos para dictar sentencia de mérito. 

3.2.2.3. La Sala, en esta oportunidad precisa que la competencia del juez de segunda instancia abarca los temas implícitos en aquellos aspectos que el recurrente propone, al sustentar el recurso de apelación de la sentencia. Se trata de dar alcance a la expresión “los aspectos que señale el recurrente”, a los cuales se limitó la competencia del ad quem en la providencia referida. Para la Sala, la apelación de un aspecto de la sentencia confiere competencia al juez de segunda instancia para resolver todos esos asuntos, puntos o elementos que estén comprendidos en el mismo, en algunas ocasiones, inclusive, porque su mención resultaría ilógica, pero siempre que la revisión de esos asuntos le resulte favorable al recurrente (…)
.

6.3 Asimismo, se debe aclarar que debido a que el objeto de debate se circunscribe a la defunción del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda derivada del conflicto armado interno en Colombia, específicamente, con ocasión de un artefacto explosivo que se puede inferir que proviene de alguno de sus actores, el presente asunto puede resolverse sin sujeción estricta a su entrada para fallo, de conformidad con el criterio adoptado por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sesión del 26 de enero de 2017
.

II. Validez de los medios de Prueba
7   En relación con la totalidad de pruebas obrantes en el presente asunto, cabe destacar lo siguiente:

7.1 Al expediente fue allegado la investigación penal identificada con el n.° 9033, adelantada por la Fiscalía Ciento Diecisiete Delegada ante Los Juzgados Penales del Circuito de Apartadó, con ocasión de la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda en la vereda La Linda, corregimiento San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia, al interior de la cual se practicaron múltiples pruebas que fueron aportadas al plenario.

7.2 Respecto de la pesquisa en mención, cabe recordar que el artículo 185 del C.P.C., aplicable al procedimiento contencioso administrativo en virtud de lo señalado en el artículo 267 del C.C.A., dispone que las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, “siempre que en el proceso primitivo se hubieran practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”.

7.3 Igualmente, de acuerdo con la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, las pruebas recaudadas en un proceso distinto pueden ser valoradas dentro del proceso contencioso administrativo, aunque no hayan sido practicadas a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella, ni hayan sido objeto de ratificación, si su traslado se da por petición de las dos partes o con su anuencia, pues se ha entendido que es contrario a la lealtad procesal que una de los extremos de la litis acepte o convalide que dichos elementos de convicción hagan parte del acervo probatorio del asunto contencioso administrativo, pero en el evento de resultarle desfavorables a sus intereses, invoque las formalidades legales para su inadmisión
. 

7.4 Con observancia de lo expuesto, y toda vez que en el sub lite la parte demandante pidió que se aportaran las pruebas que obraban en la investigación de índole penal señalada (f. 44, c. 1), y la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional se basó en ellas para estructurar su defensa (f. 636-643, c. 1), e intervino en su práctica y recaudación -las pruebas de la investigación penal fueron recepcionadas u obtenidas por parte de la Nación-Fiscalía General de la Nación-
, la totalidad de esos elementos de convicción son susceptibles de ser valorados sin formalidad adicional alguna.

7.5 Cabe destacar que en relación con los medios probatorios que fueron trasladados del procedimiento penal aludido, las declaraciones recepcionadas bajo la gravedad de juramento podrán ser apreciadas libremente por esta Corporación, toda vez que se trata de pruebas testimoniales recogidas con la rigurosidad exigida por los artículos 213 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, en cuya práctica y contenido se cimentó
 y tuvo audiencia la persona jurídica Nación ahora demandada.

7.6 De otra parte, se debe tener en cuenta que las declaraciones que hubiesen sido rendidas en la investigación penal por parte del señor Carlos Antonio Sepúlveda Osorio, y los documentos que refieren sus dichos y los de la actora Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, al provenir de integrantes del extremo activo de este litigio, únicamente podrán ser valoradas en aquello que le produzca consecuencias jurídicas adversas a los demandantes, o que favorezca a la parte contraria, de acuerdo con lo establecido por los artículos 194
 y 195
 del C.P.C., puesto que se debe tener en cuenta que las declaraciones formuladas por las partes sólo adquieren valor probatorio cuando se configuran en una confesión. En este sentido, la doctrina jurídica ha señalado:

Confesión es un medio de prueba judicial, que consiste en una declaración de ciencia o conocimiento, expresa, terminante y seria, hecha conscientemente, sin coacciones que destruyan la voluntariedad del acto, por quien es parte en el proceso en que ocurre o es aducida, sobre hechos personales o sobre el reconocimiento de otros hechos, perjudiciales a quien la hace o a su representado, según el caso, o simplemente favorables a su contraparte en ese proceso. (…) La apreciación de la confesión tiene un triple aspecto: 1) determinar si existe confesión válida y si es judicial o extrajudicial; 2) determinar el contenido de la confesión, o sea cuáles son los hechos confesados; y 3) asignarle el mérito probatorio como instrumento de convicción respecto a la existencia o inexistencia de tales hechos
.
7.7 En igual sentido, esta Subsección ha indicado que no es posible apreciar las declaraciones de alguna de las partes como si se trataran de la versión de los hechos rendida por un tercero imparcial, puesto que ello resulta completamente contrario a la misma naturaleza de esa clase de pruebas -medios probatorios históricos o de reconstrucción de hechos, que deben provenir de una persona imparcial o que no esté sumergida en la contienda a resolver-
, de manera que ha señalado que sólo se les puede valorar de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones señaladas para la obtención de una confesión
.

7.8 Lo anterior resulta igualmente aplicable a los testimonios de oídas o indirectos cuya información provenga de alguno de los demandantes, esto es, cuando un tercero imparcial al que no le consten los hechos por no haberlos percibido a través de sus sentidos, incluya en su deponencia el conocimiento de los hechos que los actores le hubieran impartido, por cuanto ello equivaldría a valorar la apreciación de uno o varios de los accionantes frente a circunstancias que los benefician, como si hubieran sido percibidas por un tercero imparcial, eventualidad de configuración de prueba que (i) se reitera que contraviene la misma naturaleza de las declaraciones de terceros; (ii) no tiene sustento normativo alguno, y (iii) sería equivalente a afirmar que una parte procesal puede conformar un testimonio de oídas a voluntad por el simple hecho de trasladar su conocimiento a otra persona que no vaya a ser parte del conflicto, lo que resulta inviable a la luz de la misma finalidad y principios del derecho probatorio
. 

7.9 De otro lado, obran en el plenario algunas declaraciones rendidas por el señor Deimar Alberto Ariza, quien aseveró ser cuñado de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, aseveración a partir de la cual se puede inferir que aquél ostenta una relación de parentesco por afinidad o de cercanía con la mayoría de los demandantes. En consideración a los referidos vínculos que puede tener el testigo en comento con los integrantes la parte activa de la presente litis, sus dichos serán tenidos por sospechosos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 217
 del C.P.C., en virtud de que su percepción sobre los sucesos podría estar parcializada, sin perjuicio de que ello no descarta de plano sus versiones, sino que su credibilidad dependerá del análisis que de ellas se hagan en conjunto con los demás elementos probatorios, y los hechos que a raíz de éstos se encuentren demostrados
.

7.10   Finalmente, al expediente se aportaron sendos álbumes fotográficos realizados por el Cuerpo de Investigación de la Fiscalía General de la Nación -CTI- y la Seccional de Policía Judicial e Investigación de la Policía Nacional -SIJIN-, en los que se puede apreciar (i) el predio y la casa en donde habría ocurrido la explosión objeto de la litis; (ii) algunos elementos que se encontraban en el interior de dicha vivienda o que portaba la víctima para el momento de su defunción; (iii) las partículas metálicas de la granada que habría causado su muerte, y (iv) una granada de fragmentación sin accionar con la cual se compararon las aducidas partículas en un estudio técnico que se efectuó para determinar su origen. 

7.11   La Sala advierte que tales imágenes tienen mérito probatorio, toda vez que fueron tomadas y analizadas por las autoridades aludidas en circunstancias de las que dejaron constancia que se relacionan con los hechos del litigio, de modo que se sabe su origen, lugar y época de registro, de modo que es posible efectuar su apreciación
.

III. Los hechos probados

8   De conformidad con el material probatorio allegado al proceso contencioso administrativo y valorado en su conjunto, se tienen como ciertas las siguientes circunstancias fácticas relevantes:

8.1 Los días 17 de mayo, 14, 26 y 27 de junio, y 1 de julio de 2006, algunos miembros de la Decimoséptima Brigada del Ejército Nacional, la cual tiene sede en Carepa, Antioquia, incursionaron en diferentes coordenadas de la vereda La Linda, ubicada al interior del corregimiento de San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia, incursiones en las que participaron hasta 1 oficial, 4 suboficiales y 31 soldados profesionales, en el marco en la operación individualizada como “Fénix” -los municipios de Carepa y Apartadó colindan al interior del departamento de Antioquia-. Para esa época, además de la referida presencia militar, también transitaban por la zona miembros de grupos armados al margen de la ley, como integrantes de las FARC y personas identificadas como “paracos”, lugar en el que según los habitantes del corregimiento, a veces se trababan enfrentamientos (copias auténticas de los informes de dispositivos de tropas de la Decimoséptima Brigada del Ejército Nacional, suscritos por el jefe de operaciones de dicha brigada, original del oficio n.° 13414 del 4 de agosto de 2008, suscrito por el comandante de la brigada en comento y dirigido al Tribunal a quo
, y testimonios de los señores Deimar Alberto Ariza -quien por un tiempo vivió en la finca El Danubio, localizada en la vereda La Linda, Apartadó, Antioquia-
, de Ludis Enit Seña López -conocida de los demandantes, quien afirmó conocer la zona y que en la vereda La Linda a veces se daban combates entre el Ejército y grupos armados al margen de la ley-, de Edwin de Jesús López Rivera -extrabajador de la familia demandante y amigo de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda-, de Libardo Crespo C. -amigo del señor Sepúlveda Sepúlveda-, Jesús Antonio Rengifo -vecino de los demandantes-
, de Ramón Emilio Suga amigo del difunto-, de Jorge Eleazar Bedoya -cuñado del señor Sepúlveda Sepúlveda-, y de la señora Marula Guaca Murcia -madre del Deimar Alberto Ariza, quien afirmó conocer muy bien la finca y que en esa zona hacían presencia tanto miembros de la guerrilla como del Ejército-; f. 208, 241, 244, 289, 295, 385-387, 396, 431-434, 500-504, 539, 540, 548, 556, c. 1).
8.2 El 18 de julio de 2006, en horas de la mañana, los señores Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda y Deimar Alberto Ariza, quienes eran cuñados, se desplazaron a la finca El Danubio localizada en la vereda La Linda, corregimiento de San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia -terreno de propiedad del padre del primero y que el segundó habitó por un tiempo-, para recoger maíz chócolo. Una vez arribaron al predio referido, comenzaron a desarrollar dicha labor, en cuya ejecución, el señor Sepúlveda Sepúlveda encontró un artefacto con forma cilíndrica cuyo uno de sus extremos tenía figura semiesférica, el cual le enseñó al señor Ariza, quien le dijo que dejara dicho objeto dónde lo halló y no lo molestara, en tanto podía ser peligroso o tratarse de una granada -no obstante su forma no era similar a la de una granada tradicional-. Sin perjuicio de las advertencias del señor Ariza, el señor Sepúlveda Sepúlveda guardó el elemento aludido en su bolsillo, y continuó recogiendo chócolos. Luego del transcurso de algún tiempo, se separó del señor Ariza e ingresó a una pequeña vivienda de madera con techo de palma construida en la finca, lugar en el que puso dicho objeto sobre una mesa y trató de abrirlo con su machete, lo que produjo la explosión del artefacto aludido. Una vez acaecido el anterior suceso, el señor Ariza se desplazó inmediatamente a la edificación, instante en el que encontró a su cuñado vivo pero muy malherido, en consideración a que había perdido uno de sus ojos, varios dedos de su mano derecha, la totalidad de su mano izquierda, y sus intestinos estaban expuestos, por lo que se le acercó y estuvo con él durante el poco tiempo que sobrevivió a la detonación. Posteriormente, el señor Ariza se fue en busca de ayuda y al no lograr que las autoridades acudieran al lugar de los sucesos para movilizar el cadáver de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, lo trasladó personalmente con ayuda de algunos habitantes de la zona al corregimiento de San José de Apartadó. Con ocasión de la investigación penal que se incoó a partir de los hechos relatados, si bien técnicamente se determinó que el explosivo manipulado por el difunto se trató de una granada de fragmentación de 40 milímetros, no fue factible determinar su procedencia u origen. 

8.2.1   Dan cuenta de las anteriores circunstancias varias pruebas recopiladas en el plenario. De una parte, el 21 de julio de 2006, el señor Deimar Alberto Ariza rindió declaración juramentada ante el CTI, en la cual informó de manera detallada los hechos en los cuales perdió la vida el señor Sepúlveda Sepúlveda, testimonio en el que destacó que (i) éste encontró una granada en el suelo con forma de “roll on” -objeto cilíndrico cuyo uno de sus extremos tenía figura semiesférica, elementó que dibujó en una hoja que se encuentra anexada a su deponencia-; (ii) él le señaló que se trataba de un objeto peligroso, por lo que lo instó para que no lo manipulara, y (iii) aquél desatendió su consejo, y luego de que ingresó con ese artefacto a una casa construida en el predio, se produjo la explosión que le generó graves heridas y que ulteriormente causó su muerte.  De otro lado, el señor Ariza también aclaró que (i) vivió en la finca en la que se encontraban recogiendo maíz chócolo; (ii) por esa zona transitaban agentes del conflicto armado interno en Colombia -ver nota 14-, y (iii) en pasadas ocasiones había encontrado “cocas de fusil” sobre el suelo de la finca. De esta manera, señaló: 

Subimos el martes 18 de julio de 2006 a la vereda La Linda llegando a las nueve de la mañana descansamos donde la hermana mía (…), estuvimos media hora ahí y nos fuimos a trabajar, llegamos a la finca El Danubio, y yo le dije a Carlos que siquiera (sic) cogiéramos un bulto de chócolos, como estaba tan pequeño no nos rendida la recogida y como a las once y cuarenta y cinco me dijo Carlos hombre mire lo que me encontré y yo lo alcancé a ver como a una distancia de cinco metros en la parte de arriba era redonda y de color amarillo, en la parte del medio era de color verde, la parte de abajo no se veía estaba oxidada y llena de tierra, yo le dije vote (sic) eso no moleste con eso, el bajó las manos y no prestó más atención, no sé qué pasó más de hay (sic), entonces seguimos recogiendo chócolos hasta las doce del día y hay (sic) fue cuando Carlos Alberto me dijo que no recogiéramos más chócolos que había que traer una caneca que era muy incómodo de traer para el pueblo, entonces él se vino hacia la casa y yo me quedé recogiendo más chócolos porque en verdad yo vi que era muy poquito lo que yo había recogido y no le presté más atención, entonces habían pasado como cinco minutos o más y cuando escuché una explosión directamente corría hacía la casa, cuando yo encontré en el suelo tirado, lo vi destrozado y se movía y hablaba pero muy pasito porque no se le escuchaba lo que decía, pues yo quedé parplegico (sic) y no sabía qué hacer, pues coja valor y me acerqué a él a escuchar algo de lo que me pudiera decir pero no le entendía nada porque realmente estaba muy mal, tenía las tripas afuera, tenía la mano izquierda mocha y la derecha le faltaban dos dedos seguí mirándolo noté que le faltaba un ojo, tenía un hueco en la parte decían al lado derecho, tenía esquirlas en la cara y en el pecho tenía orificios o huecos, en las piernas también tenía orificios, bueno hasta que ya no se quejaba y no se movía, salí corriendo a pedir ayuda a los campesinos de por ahí, alcancé a conseguir unas cuatro o cinco personas que llegaron al lugar entonces en ese momento me dijeron él ya está muerto si estuviera vivo lo llevaríamos más bien busquemos otra solución porque esto es complicado, yo al ver que no me iban a ayudar entonces bajé la pueblo era como las dos de la tarde cuando llegué a San José de Apartadó, hablé con mi mamá sobre lo sucedido entonces ella al verme como traumatizado enseguida salió hacer (sic) las llamadas correspondientes, yo me quedé en la casa descansando cogiendo aire y al momento llegó mi mamá me dijo que ya había hecho la llamada, llamó a la casa donde el suegro y contestó Mary Luz Sepúlveda Sepúlveda, entonces mi mamá me dijo que ya había hablado con alguien en la casa que por favor bajaran a don Carlos Sepúlveda y los muchachos, entonces yo me puse a esperarlos en el portón de la casa llegaron como a las dos y media de la tarde, no sabía por dónde comenzar a contarles, no tuve más remedio que decirles la verdad él me entendió y me dijo pues vamos (sic) hablar con el teniente de la policía para poderlo bajar, pues eso fue lo básico que hicimos hablamos con el mayor de la policía, entonces él me dijo que le explicara muy bien lo sucedido (…) y él me dijo pues vamos a hacer una llamada para hacer el respectivo levantamiento, haber (sic) si les toca bajarlo a ustedes mismos o si vienen a bajarlo, nos quedamos esperando (…). A eso de las seis y quince de la noche entró la llamada (…) y me dijo que lo básico era que subiéramos nosotros porque estaba muy mala la carretera, que lo bajáramos hasta San José. Yo subí con ocho muchachos de San José, les pedí el favor y subimos por él, eso fue más o menos a las siete de la noche, llegamos arriba a las ocho de la noche, lo cogimos y lo montamos a la hamaca y lo bajamos a San José, un policía me dijo que el carro no podía subir sino hasta las cinco de la mañana y que le hiciéramos un culto hasta que el carro subiera en la mañana (…). PREGUNTADO: Haga una descripción detallada del artefacto que el señor Carlos Alberto le mostró le permito una hoja para hacer el dibujo. CONTESTÓ: Era de forma como un desodorante de rolón (sic), la parte de encima era amarilla y la parte del medio era verde y por la parte posterior estaba oxidada, no se veía de qué color era. (…) PREGUNTADO: Usted en otra oportunidad se había encontrado granadas de fusil o munición de fusil en ese sitio. CONTESTÓ: No, he encontrado cocas de fusil en el suelo, pero pocas cuando estoy por allí trabajando. (...) PREGUNTADO: Qué personas habitan la casa donde explotó la supuesta granada. CONTESTÓ: Yo y mi esposa vivíamos allí, pero hace tres meses que no vivimos allí porque nos bajamos al pueblo, por el estado de embarazo de mi señora.

8.2.2   Asimismo, el mismo día de los hechos, el señor Ariza se presentó ante la Defensoría del Pueblo de San José de Apartadó, para elevar una petición de intervención, instante en el que narró los hechos en forma similar a la descrita, lo que quedó plasmado de la siguiente manera: 

Refiere que iban a subir el lunes por unos chócolos y como el rio estaba crecido no subieron sino el martes. Estando cogiendo los chócolos encontraron un artefacto parecido a un tarro de desodorante, en la parte de arriba era amarilla y en la mitad era verde. (…) El señor Deimar le dijo a Carlos Alberto que botara eso que no molestara con eso, pero él no lo dejó dónde estaba y lo guardó. Estando ya descansando para almorzar, Carlos Alberto estaba dentro de la casa y al “parecer se puso a curiosear con el artefacto” ya que el machete estaba despedazado en el piso. Deimar cuando sintió la explosión corrió para la casa y encontró a Carlos Alberto en el piso y aún se movía, le decía algo pero no le entendía, cuando se arrimó a Carlos le montó el brazo, estaba “ñoco” y cuando vio que estaba destrozado se asustó y se puso a llorar. Carlos tenía la mano desprendida, un ojo sacado y las vísceras estaban afuera. Refiere Deimar que al “parecer Carlos estaba molestando con el artefacto sobre la mesa ya que sólo se veía heridas de la cintura para arriba y por lo del machete que estaba destrozado (…). 

8.2.3   De otro lado, en el informe del levantamiento de cadáver del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, en el cual se consignó un resumen de la declaración rendida por el padre de la víctima, éste afirmó que el señor Ariza le narró las circunstancias en que acaecieron los sucesos descritos, y destacó que aquél le había advertido a su hijo Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda sobre el riesgo del elemento que encontró, puesto que se trataba de una granada -declaración del señor Carlos Antonio Sepúlveda Osorio que como se explicó, puede ser valorada para obtener una confesión; ver párrafos 7.6 a 7.8-. Al respecto, en dicho informe se indicó:
Siendo las 07:10 horas del día 19 de julio 2006, se recibió una (sic) del hospital local manifestando que en la Morgue del mismo reposaba un cuerpo sin vida de sexo masculino el cual habían traído del corregimiento de San José de Apartadó, para lo cual se desplazó personal de esta unidad investigativa hasta la Morgue donde se encontró sobre una camilla del hospital, el cuerpo sin vida, quien presentaba heridas en diferentes partes del cuerpo ocasionadas al parecer por un artefacto explosivo, de igual forma le faltaba la mano izquierda y parte de la mano derecha motivo por el cual no se pudo tomar necrodactilia. Por otra parte se trató de hablar con el padre del occiso con el fin de poder establecer las causas del accidente y tomar los generales de ley del hoy occiso.

DATOS DEL OCCISO

(…) ACTIVIDADES DESARROLLADAS
Se realizó entrevista al señor CARLOS ANTOINIO SEPÚLVEDA OSORIO padre del (ilegible) occiso, el cual nos informó que el día 18 de julio su muchacho había (ilegible) la casa en compañía de su yerno de nombre DUMAR (sic) ARIZA (ilegible) recoger maíz chócolo, me dijo mi yerno que después de haber terminado de recoger el maíz mi muchacho se encontró algo raro y él le dijo que dejara (ilegible) que era como una granada y que eso era peligroso pero (ilegible) mi muchacho no hizo caso y la guardó en el bolsillo (…).

8.2.4   Las circunstancias señaladas se relacionaron en términos similares en el acta de inspección de cadáver del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, documento en el que el padre de la víctima expresamente refirió que el “día 18 de julio el muchacho mío salió de la casa con un cuñado a recoger maíz y cuando terminaron, me dijo mi yerno que mi hijo se encontró una granada y la cojió (sic) y se la metió al bolsillo del pantalón (…)”.

8.2.5   Por su parte, miembros de la SIJIN y del CTI realizaron sendas inspecciones de la vivienda en donde ocurrió la explosión, localizada al interior del predio conocido como El Danubio, ubicado en la vereda La Linda, San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia, casa que quedó parcialmente destruida por la onda explosiva de la granada. En dichas diligencias se encontró una mesa agujerada, el machete del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda doblado, el lago hemático que dejó su cuerpo en el suelo, y varias partículas de tejido humano, elementos con fundamento en los cuales la segunda autoridad aludida formuló la hipótesis de que el difunto manipuló e intentó abrir con su machete el artefacto explosivo que encontró, lo que generó su detonación, versión de los hechos que se encuentra respaldada por un plano topográfico efectuado por la SIJIN, y por las fotografías que el CTI tomó del lugar de los hechos, en especial, del estado del machete, y de los rastros de la onda expansiva que se podían observar en la mesa aducida 
.

8.2.6   Igualmente, se realizó un estudio técnico de los fragmentos metálicos que se desprendieron del artefacto que le causó la muerte al señor Sepúlveda Sepúlveda, con el objeto de establecer “si estos corresponden a un material explosivo y en lo posible determinar su procedencia”. En dicho análisis, si bien se concluyó que el explosivo se trató de una granada de fragmentación de 40 milímetros, no se pudo determinar su procedencia, en la medida en que “los fragmentos metálicos aportados para estudio, no presentan la información necesaria para su rastreo”. En dicho estudio se anexaron fotografías de una granada de fragmentación de 40 milímetros sin detonar, cuya forma coincide con la figura cilíndrica con terminación semiesférica descrita por el testigo Ariza, figura que no corresponde a la de una granada esférica tradicional. Por su parte, en cuanto al funcionamiento de este tipo de granadas, las cuales son empleadas con lanzagranadas, indicó que “[a]l dispararse la granada el estriado del cañón del arma, imprime una rotación a la granada, esto hace que el mecanismo de la espoleta se arme durante la trayectoria del disparo. Al impactar en el blanco, el percutor de la espoleta indica un cartucho señalizado el cual emite una pequeña detonación y un humo blanco que permite ubicar los impactos. El percutor hiere al fulminante, este transmite su efecto a un detonador y éste a la carga principal de la granada de 40 gramos de explosivo finalmente éste actúa contra el cuero fragmentario de la granada” 
. 

8.2.7   Con fundamento en los medios de prueba aducidos, la Fiscalía Ciento Diecisiete Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Apartadó, Antioquia, en la decisión por medio de la cual se abstuvo de abrir instrucción con ocasión de la muerte de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda -puesto que no pudo determinar una persona a la cual se pudiera imputar su defunción-, de manera residual resaltó que el mismo occiso habría sido quien accionó el explosivo pese a las advertencias de su cuñado (copias auténticas del informe de la inspección de cadáver del 19 de julio de 2006, realizado por la Seccional de Policía Judicial e Investigación -SIJIN-, del acta de inspección de cadáver n.° 1 del 19 de julio de 2006, del oficio n.° 1576 del 27 de agosto de 2006, sobre el plano topográfico elaborado por la SIJIN, del informe técnico de necropsia médico legal n.° 2006P-03010300073 del 19 de julio de 2006, realizado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Regional Noroccidente-Seccional Antioquia, del informe n.° 591 del 6 de marzo de 2007, efectuado por el CTI, testimonio del 21 de julio de 2006, rendido por el señor Deimar Alberto Ariza ante el CTI, del álbum fotográfico del 19 de julio de 2006, elaborado por miembros del CTI y presentado con el informe del 6 de marzo de 2007, del estudio técnico de fragmentos metálicos del 6 de agosto de 2007, realizado por la SIJIN, de la resolución inhibitoria del 14 de agosto de 2007, proferida por la Fiscalía Ciento Diecisiete Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Apartadó, Antioquia y de la solicitud de intervención del 17 de julio de 2006, elevada por el señor Deimar Alberto Ariza ante la Defensoría del Pueblo; f. 407-410, 476-479, 413-419, 431-446, 455-460, 462-466, 482-488, 497-515, 524-529, 531-535, 569-571, c. 1).

8.3 Como consecuencias de las anteriores circunstancias, el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda falleció como consecuencia directa de “SHOCK TRAÚMATICO debido a POLITRAUMATISMOS debido a ESTALLIDO DE ARTEFACTO EXPLOSIVO.// La Lesión fue de naturaleza esencialmente mortal”. Al respecto, en el informe técnico de necropsia médico legal se establecieron las diferentes lesiones que dicho sujeto soportó a partir la explosión de la granada, lesiones que concordaban con la hipótesis de muerte planteada por la SIJIN. De esta manera, se encontró (original del certificado civil de defunción n.° 672694 del 13 de octubre de 2006, perteneciente al señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, y copias auténticas del informe sobre la inspección de cadáver del 19 de julio de 2006, realizado por la Seccional de Policía Judicial e Investigación -SIJIN-, y del informe técnico de necropsia médico legal n.° 2006P-03010300073 del 19 de julio de 2006, realizado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Regional Noroccidente-Seccional Antioquia; f. 75, 407, 415-419, 486-488, c. 1):

HIPOTESIS PLANTEADA POR LA AUTORIDAD:

Manera aparente de muerte: Accidental

Causa o mecanismo de muerte: Explosivos

(…) II. EXAMEN EXTERNO
DESCRIPCIÓN GENERAL: Sobre mesa de necropsia, se recibe sin embalar el cadáver de un hombre, de contextura delgada, de apariencia descuidada, con múltiples heridas en la economía corporal, con pérdida de la mano izquierda con su ropa puesta aún manchada de sangre.
(…) CABEZA: Cuero cabelludo: herida con bordes irregulares a nivel de parietal lado derecho poco profunda con bordes hemáticos. Cara: avulsión de tejidos blandos en región maxilar derecha; herida penetrante en región malar izquierd (sic) que produce fractura del hueso malar y del tabique nasal. Ojos: Color café claro. Hay enucleación (pérdida) del globo ocular izquierdo con trauma en órbita. Nariz: fractura del tabique nasal, avulsión sin pérdida de tejidos blandos. Oídos: Sin lesiones. Boca: de tamaño Mediana. Labios medianos. CARACTERÍSTICAS ODONTOLOGICAS: Fracturas Dentales en incisivo central y lateral superiores derechos y canino superior derecho.
(…) TORAX: seis (6) heridas circulares en tórax anterior poco profundas con tatuaje perilesional; herida a nivel esternal penetrante.; herida en tórax anterior lado derecho a nivel de 4-5 costilla es penetrante. (…) ABDOMEN: herida penetrante de 10 x 3 cm con avulsión de tejidos en fosa iliaca derecha, presenta evisceración; herida penetrante en mesogastrio, herida penetrante en fosa iliaca izquierda.
(…) GENITALES EXTERNOS: Genitales masculinos normoconfigurados, presenta herida en glande con avulsión de tejidos blandos.

(…) EXTREMIDADES: amputación de la mano izquierda con avulsión de tejidos blandos y fractura del radio y el cubito ipsilaterales; en mano derecha presenta amputación de dedo pulgar y del pulpejo del dedo índice con fractura del dedo medio: presenta fractura de los metacarpos en mano derecha; presenta gran avulsión de tejidos blandos en muslo derecho cara anterior con exposición de musculatura la cual presenta múltiples desgarros y rutura (sic) de paquetes neurovasculares; presenta 3 heridas penetrantes a tejidos blandos sin producir fracturas en muslo izquierdo; existe herida amplia con avulsión de tejidos blandos en muslo izquierdo cara anterointema.
(…)


    IV. EXAMEN INTERNO
CABEZA: Gálea: pequeño hematoma en región parietal derecha de 5 cc.

(…) SISTEMA OSTEOMUSCULAR: gran lesión muscular en muslo derecho e izquierdo.
SISTEMA RESPIRATORIO: Pleuras: perforación de pleura derecha. Espacios pleurales: hemotórax derecho de 500 cc. (…) Pulmones: herida transfixiante del lóbulo inferior del pulmón derecho; contusión del lóbulo medio del pulmón derecho; contusión lóbulo superior del pulmón izquierdo. Vasculatura pulmonar: lesionada por el paso de esquirlas.

SISTEMA CARDIOVASCULAR: Pericardio: se observa hemopericardio de 50 cc, no se observa perdida de la continuidad. (…)
CAVIDAD ABDOMINAL: Peritoneo, mesenterio, retroperitoneo, diafragma: hemoperitoneo; no cuantificable pues existe herida amplia y abierta en abdomen por donde drena con facilidad la sangre contenida en esta cavidad.

(…) Intestinos: se observan múltiples heridas en la economía intestinal por el paso de esquirlas. (…) Hígado: herida amplia en lóbulo inferior izquierdo y lóbulo inferior derecho, se aprecia marcada palidez de la víscera. (…) 
VII ANÁLISIS DEL CASO

RESUMEN DE HALLAZGOS

Después de realizar la necropsia al cadáver de CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA se encontraron politraumatismos externos con pérdida de tejidos blandos y perdida de miembro como la mano izquierda y dedos de la mano derecha; se encontró heridas en pulmones y a nivel intestinal, trauma facial y perdida anatómica del globo ocular izquierdo.

DISCUSIÓN

La hipótesis planteada por la autoridad es congruente con los hallazgos de la necropsia.

IV. Problema jurídico

9    Con observancia del contenido del fallo de primera instancia y de los argumentos expuestos en el recurso de apelación, la Sala debe establecer si la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, a raíz de la explosión de una granada que encontró en la finca El Danubio cuya procedencia no se pudo dilucidar con exactitud, y que procedió a manipular pese a las advertencias de su cuñado, le resulta imputable a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional. 

9.1 Para efectos de resolver la anterior problemática, se determinará (i) si el daño objeto de la demanda se encuentra debidamente acreditado, punto en que igualmente se dilucidará si con fundamento en el material probatorio obrante en el plenario se puede concluir que el mismo es antijurídico o si por el contrario, para ello es necesario tener certeza de que el artefacto explosivo que lo ocasionó era de propiedad o se encontraba bajo el control de la entidad demandada; (ii) si ese menoscabo se puede atribuir a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, para lo que se deberá tener en cuenta (a) la imposibilidad de determinar el origen de la granada que ocasionó el daño; (b) el contexto y las posibles causas que pudieron llevar a que ese objeto riesgoso fuese abandonado y ulteriormente encontrado por la víctima, (c) el marco jurídico sobre ese tipo de circunstancias y la jurisprudencia de esta Corporación en eventos similares, y (d) la incidencia que tuvo la conducta de la propia víctima en su muerte, al guardar y manipular el explosivo que la originó pese a las advertencias de su cuñado sobre la peligrosidad del mismo.
9.2 En el evento de que resulte factible colegir la configuración de la responsabilidad patrimonial del Estado, se procederá a determinar la existencia y el monto de los perjuicios invocados en la demanda y en su adición. 

V. Análisis de la Sala

10    Se encuentra debidamente acreditado el daño invocado en el libelo introductorio, consistente en la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, la cual ocurrió el 18 de julio de 2006 -en la demanda erradamente se aseveró que dicha defunción tuvo lugar el 17 de julio de 2006- a raíz de la explosión de una granada de fragmentación de 40 milímetros que aquél encontró y manipuló en la finca El Danubio, ubicada en la vereda La Linda, corregimiento de San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia -ver párrafos 8.2 a 8.3-. 

10.1   Frente al daño en comento, el Tribunal a quo inicialmente señaló que no obstante el mismo se encontraba acreditado como un fenómeno físico
, la parte demandante omitió demostrar su antijuridicidad, toda vez que no probó que aquél fue ocasionado por un artefacto explosivo que fuese de la propiedad o que hubiese estado bajo el control de la entidad demandada, lo que evidentemente conllevaba a la denegatoria de las pretensiones formuladas en la demanda.

10.2   Teniendo en cuenta tal consideración, primeramente cabe recordar que el artículo 90 de la Constitución Política contempló que el Estado debe responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables -artículo que constituye el fundamento expreso, general y primario establecido para la responsabilidad tanto contractual como extracontractual del Estado
-, obligación cuyos elementos estructurales son (i) la antijuridicidad del daño que se sufre, y (ii) que éste le sea atribuible jurídicamente al Estado.

10.3   En cuanto al concepto del daño antijurídico, se debe tener en cuenta que el mismo ha sido decantado por la jurisprudencia a partir de la norma constitucional referida, y se ha concluido que se trata de aquella lesión causada a un bien o un interés tutelado o tolerado por el ordenamiento jurídico, que la víctima, como su titular, no tiene el deber jurídico de soportar. En este sentido, el Consejo de Estado ha dicho que “[l]a cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado implica que éste responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas, entendiéndose por daño antijurídico “el perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo”
”
. 
10.4   Igualmente, con base en esa concepción, esta Corporación manifestó que “no importa si el actuar de la Administración fue legal o no, para efectos de determinar la responsabilidad, puesto que la antijuridicidad no se predica de su comportamiento sino del daño sufrido por el afectado, que bien puede provenir de una actuación legítima de aquella”
, de modo que en la actualidad, lo que hace antijurídico el daño ya no se determina a partir de la actuación u omisión de las autoridades públicas que lo producen, sino desde la perspectiva del daño en sí mismo, es decir, si éste tenía que ser soportado o no por quien lo sufre
. Al respecto, conviene rememorar que a la luz del fundamento dogmático del artículo 90 de la Constitución Política, la Corte Constitucional señaló: 

6- La doctrina española ha definido entonces el daño antijurídico no como aquel que es producto de una actividad ilícita del Estado sino como el perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. Esta concepción fue la base conceptual de la propuesta que llevó a la consagración del actual artículo 90. Así, la ponencia para segundo debate en la Plenaria de la Asamblea Constituyente señaló lo siguiente sobre este tema: 

(…) La noción de daño en este caso, parte de la base de que el Estado es el guardián de los derechos y garantías sociales y que debe, por lo tanto, reparar la lesión que sufre la víctima de un daño causado por su gestión, porque ella no se encuentra en el deber jurídico de soportarlo.
La responsabilidad se deriva del efecto de la acción administrativa y no de la actuación del agente de la Administración causante material del daño, es decir, se basa en la posición jurídica de la víctima y no sobre la conducta del actor del daño, que es el presupuesto de la responsabilidad entre particulares.

(…) 7- Esta concepción de daño antijurídico ha sido admitida por la jurisprudencia del Consejo de Estado en nuestro país. Así, en múltiples oportunidades ese tribunal ha definido el daño antijurídico como "la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar", por lo cual "se ha desplazado la antijuridicidad de la causa del daño al daño mismo". Por consiguiente, concluye esa Corporación, "el daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva"
 
 (se resalta).
10.5  De esta manera, con observancia de que para dilucidar la antijuridicidad del menoscabo ya no se impone verificar la conducta adoptada por la entidad estatal a la que se le desea atribuir, sino que para ello se debe revisar si el ordenamiento jurídico le impuso a la víctima la carga de padecerlo, resulta evidente que el análisis efectuado por el Tribunal de primera instancia en cuanto a la antijuridicidad del daño del caso concreto fue completamente ajeno a dicha figura.

10.6  Efectivamente, el que no se pudiera determinar si la granada que causó la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda tenía alguna relación con el ente demandado, en nada influye en cuanto a su calificación como daño antijurídico, puesto que ello se encuentra verificado por el simple hecho de que el señor Sepúlveda Sepúlveda no se encontraba en la obligación jurídica de perder su vida o, en otras palabras, dado que ninguna fuente jurídica le imponía el lastre de ver limitado su derecho a la vida, tal como lo ha entendido esta Subsección en la resolución de casos similares
, y lectura que de no ser así no resultaría acorde a la prevalencia que la Constitución Política le otorga a dicha prerrogativa
. 

10.7   Ahora bien, resulta pertinente advertir que lo anterior no implica que el nexo entre la parte pasiva de la litis y el artefacto explosivo que originó el daño objeto de la demanda no tenga relevancia alguna en el presente juicio de responsabilidad, comoquiera que su análisis, junto con el de la conducta observada por la propia víctima, corresponde realmente al estudio sobre la posibilidad de imputar o atribuir jurídicamente la muerte del señor Sepúlveda Sepúlveda a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, análisis que precisamente se encuentra habilitado en tanto dicho menoscabo es antijurídico.

10.8  De otra parte, no escapa a la Sala que en la sentencia impugnada se incurrió en dos errores lógicos al abordar el estudio referido, toda vez que (i) se consideró viable analizar la relación entre el objeto dañoso y el Estado tanto en la antijuridicidad del daño como en su imputabilidad, con lo que se redujo de manera irreflexiva el mismo análisis de la responsabilidad del Estado a tener por acreditado dicha conexión, cuando por el contrario, tales elementos de la obligación de reparar son diferentes y obedecen a parámetros distintos, distinción en la que se fundamenta el artículo 90 de la Constitución Política y todo el desarrollo que jurisprudencialmente se ha efectuado sobre la responsabilidad del Estado, y (ii) se analizó la viabilidad de imputar el daño a pesar de que se estimó que se trataba de un menoscabo jurídico, con lo que se perdió de vista que en múltiples ocasiones se ha considerado que el daño es el elemento primigenio de la responsabilidad patrimonial, el cual indudablemente debe encontrarse configurado y ser jurídicamente relevante para analizarse la viabilidad de su atribución al Estado, por cuanto sin daño no hay nada que imputar y reparar
.

10.9 Teniendo en cuenta todo lo expuesto y contrario a lo señalado por el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda se configuró en un daño antijurídico o un menoscabo que no tenía el deber de soportar, conclusión para la cual no resultaba necesario contemplar elemento adicional alguno y, por consiguiente, se pasará a estudiar si puede ser imputado al órgano del Estado demandado.

11   En cuanto a la imputabilidad del daño aludido, la parte demandante señaló, en un comienzo, que la granada de fragmentación que generó la defunción del señor Sepúlveda Sepúlveda fue abandonada por los miembros de la Decimoséptima Brigada del Ejército Nacional, de tal forma que dicha entidad, en representación de la persona jurídica Nación, debía asumir patrimonialmente los perjuicios que con ese fallecimiento se le ocasionaron a los accionantes, para lo que adujeron que podía acudirse a cualquiera de los títulos de imputación decantados por la jurisprudencia de esta Corporación.

11.1  Por su parte, el Tribunal de primera instancia no estuvo de acuerdo con la consideración referida, en la medida que afirmó que en el presente asunto no se podía tener certeza de la procedencia del artefacto explosivo en comento y por consiguiente, sin importar el fundamento de atribución al que se acudiera -falla del servicio, riesgo excepcional y daño especial-, no se podía comprometer la responsabilidad patrimonial de la entidad demandada. Frente a la anterior decisión, en su recurso de apelación, los actores insistieron en la responsabilidad del Estado, la cual se debía desprender a grandes rasgos (i) del monopolio de la fuerza que aquél ostenta, y (ii) de que los elementos probatorios obrantes en el plenario permitían inferir que la señalada unidad de la fuerza pública tuvo dominio sobre el objeto que ocasionó el daño. 

11.2  En un principio, se debe poner de presente que si bien la Sección Tercera del Consejo de Estado señaló que así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí -comoquiera que aquél puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación-
, lo cierto es que sin una argumentación razonable no se puede desconocer el precedente jurisprudencial fijado por esta Corporación en relación con daños similares al causado en el sub judice, toda vez que ello implicaría vulnerar el principio de igualdad y desconocer injustificadamente el precedente judicial respecto de asuntos que fueron decididos siguiendo un derrotero argumentativo en específico.

11.3   En consecuencia, se debe tener en cuenta que en los eventos en que se causa un daño en el desarrollo de una actividad peligrosa o con un objeto riesgoso, como sucede con la detonación de un artefacto explosivo, no es necesario entrar a calificar la conducta de la persona demandada
, sino que el menoscabo originado por la concreción del riesgo debe ser reparado por quien lo generó, a pesar de que no hubiese incurrido en error o falla alguna, comoquiera que su responsabilidad patrimonial se desprende de su vínculo con el peligro que creó o con el objeto riesgoso sobre el cual tenía control. 

11.4   En ese orden de ideas, de una parte, el demandante está en el deber de acreditar todos los elementos constitutivos de responsabilidad patrimonial, es decir, la existencia de un daño antijurídico, el riesgo desplegado o tutelado por el ente demandado y el nexo causal entre éste y aquél y, de otro lado, ante la demostración de dichos componentes, el demandado solamente puede ser exonerado de responsabilidad al acreditar la configuración de una causa extraña -fuerza mayor, hecho exclusivo de un tercero o hecho exclusivo de la víctima-
.
11.5  Con fundamento en lo expuesto, conviene aclarar que jurisprudencialmente se ha destacado que cuando un daño es causado por armas, municiones de guerra, explosivos u otros elementos que, por su propia naturaleza o funcionamiento representen un peligro para la comunidad, la imputación de aquél al Estado sólo se puede verificar si se prueba que tales artefactos eran de dotación oficial o se encontraban bajo su guarda de manera previa a la ocurrencia del menoscabo demandado
.

11.6  Ahora bien, sin importar que en la causación del daño hubiera intervenido el desarrollo de una actividad peligrosa o un objeto de esa índole, lo cierto es que de probarse que la entidad demandada incumplió el contenido obligacional asignado a su cargo, y ello se constituyó en la causa adecuada del menoscabo aludido, el estudio del caso en específico debe ser desarrollado conforme al título de imputación de falla en la prestación del servicio y no del señalado régimen de responsabilidad objetiva, puesto que como lo ha señalado la jurisprudencia de esta Corporación, ello es necesario con el fin de (i) señalar el error cometido por la administración para prevenir que se vuelva a incurrir en el mismo
 y de esta manera, materializar el principio conocido como neminem laedere, el cual consiste en no causar daño a otro, regla que integra nuestro ordenamiento jurídico y que fundamenta en gran parte el derecho de daños
, y (ii) evidenciar la posible repetición que pueda intentar el Estado contra el funcionario que lo ocasionó con culpa grave o dolo.

11.7  De lo anterior se sigue que de conformidad con el material probatorio que obre en el plenario, el título objetivo de imputación de riesgo excepcional aplicable a casos en los que el daño se deriva de un objeto riesgoso, puede llegar a ser desplazado por el fundamento subjetivo de responsabilidad, títulos de imputación cuya aplicación simultánea no es factible, puesto que la teoría del riesgo excepcional supone un riesgo generado lícitamente, mientras que la falla del servicio implica una conducta contraria al cumplimiento de los deberes asignados por la ley, es decir, una actuación u omisión ilícita
. 

11.8   De otro lado, se debe tener en cuenta que por regla general, los daños ocasionados por agentes no estatales no comprometen la responsabilidad patrimonial del Estado, en la medida en que no le resultan imputables desde un punto de vista fáctico. No obstante lo anterior, se ha considerado que, en ciertas circunstancias, los menoscabos derivados de ataques cometidos por grupos insurgentes contra agentes, bienes o instalaciones del Estado, pueden ser imputados a la administración a título de falla del servicio, daño especial, riesgo excepcional o, últimamente, riesgo conflicto
. 

11.9   Para resolver el caso concreto, se advierte que en los anteriores eventos y ante la ausencia de la falla probada del servicio -que usualmente se configura por la omisión del deber de protección radicado en cabeza del aparato estatal-, la responsabilidad del Estado se ha comprometido en forma objetiva, de una parte, a título de daño especial, el cual resulta de la ruptura del principio de igualdad ante las cargas públicas ocurrida como consecuencia de un ataque que tiene como objetivo un establecimiento militar o policivo. En estos casos la obligación de reparar se ha sustentado en los principios de equidad y solidaridad en la medida en que, según lo ha entendido la jurisprudencia, los damnificados ajenos al conflicto no tienen por qué soportar los daños que se generan por las acciones de la subversión contra el orden institucional
.

11.10   De otro lado, se ha estimado que los daños causados a particulares, derivados de ataques perpetrados por la subversión contra bienes representativos del Estado en el marco del conflicto armado interno, pueden ser imputables a la administración a título de riesgo excepcional
. En estos casos, la atribución de responsabilidad no se sustenta en la existencia de una acción u omisión reprochable del Estado, sino en la producción de un daño que, “si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.

11.11   Con base en este título jurídico de imputación, la jurisprudencia declaró la responsabilidad patrimonial de la administración por los daños derivados de ataques perpetrados por grupos armados al margen de la ley contra (i) cuarteles militares o estaciones de policía, sea que la fuerza pública reaccione o no violentamente con el fin de repeler la agresión
; (ii) redes de transporte de combustible
, y (iii) personajes representativos del Estado
.
11.12   En estos casos, se ha considerado que, dada la situación de conflicto armado, la simple presencia o ubicación de bienes, instalaciones o personajes representativos, o en otras palabras, de elementos identificables con el Estado, los cuales son escogidos por los grupos armados ilegales para ser atacados, genera un riesgo para la comunidad que, de concretarse, puede llegar a comprometer la responsabilidad estatal
.
11.13   No importa, para el efecto, que no exista ilicitud en la actividad de la administración e incluso que ésta responda al cumplimiento de un deber legal, pues la imputabilidad surge de la creación deliberada de un riesgo que se considera excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos
. De cualquier forma, es necesario que el ataque se encuentre dirigido contra un típico objetivo militar de la subversión, pues si no existe certeza sobre sus móviles y propósitos, o si éste tiene un carácter indiscriminado y se dirige únicamente a generar pánico o zozobra entre la población civil, no cabe declarar la responsabilidad del Estado con base en el concepto del riesgo excepcional
. 

11.14   Últimamente, esta Sala ha precisado que, en estos casos, el riesgo al que se hace referencia es el derivado “de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza”, puesto que se somete a la población civil al “peligro de sufrir los efectos de los ataques armados que los grupos guerrilleros dirigen contra los bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades” 
 y, en ese sentido, constituye una categoría especial denominada, precisamente, riesgo-conflicto, sobre la cual se indicó:
32. De esta forma, se considera que los atentados cometidos por la guerrilla contra un “objeto claramente identificable como Estado” en el marco del conflicto interno armado, tales como estaciones de policía, cuarteles militares u oleoductos, pueden ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional no porque estos bienes e instalaciones puedan ser considerados peligrosos en sí mismos –como sí ocurre con  los objetos que encuadran dentro de la categoría riesgo-peligro (p.e. armas de dotación oficial, químicos o instalaciones eléctricas)–, sino porque la dinámica misma del conflicto armado ha hecho que la cercanía a ellos genere para la población civil el riesgo de sufrir afectaciones en su vida, su integridad personal y su patrimonio en razón a que son blanco de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que los considera objetivos militares. 

33. La Sala no desconoce que desde un enfoque de teoría administrativa resulta extraña, por decir lo menos, la afirmación según la cual la simple presencia institucional constituye un factor generador de riesgo, máxime cuando muchas veces es esa presencia –lograda, por ejemplo, mediante el acantonamiento de la fuerza pública– la que permite al Estado conjurar o repeler las amenazas que para la vida y los bienes de la población civil implican las acciones de la delincuencia.  Sin embargo, considera que de cara a la realidad del país, resulta imposible negar que existen zonas afectadas por fenómenos graves de violencia política en las que la cercanía a ciertos bienes e instalaciones del Estado, genera un riesgo cierto para las personas que viven o desarrollan sus actividades cotidianas en sus proximidades ya que éstos son blanco de continuos ataques de la guerrilla. 

(…) 35. Es verdad que desde un enfoque normativo, no todos los objetos “claramente identificables como Estado” pueden ser considerados como factores generadores de riesgo, sino solamente aquellos que, según las normas del derecho internacional humanitario, revisten carácter militar
, pues ellos no están protegidos por la prohibición general de convertirlos en blancos de ataques o represalias, como sí lo están los bienes de carácter civil. No obstante, desde un punto de vista fáctico muchos bienes e instalaciones del Estado están ubicados en una “zona gris” entre lo civil y lo militar, por lo cual igual puede considerárselos como factores generadores de riesgo. Tal es el caso de las estaciones de policía
, las cuales de hecho son objeto de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que, en su afán por desestabilizar el poder político, emplea métodos de guerra indiscriminados y contrarios al principio de distinción que comprometen la seguridad de la población civil. 
(…) 37. De lo dicho hasta el momento podría inferirse que la proximidad a cualquier objeto claramente identificable como Estado genera para la ciudadanía, independientemente de cualquier otra consideración, un riesgo de carácter excepcional. Sin embargo, es necesario precisar que, en tanto este riesgo se deriva de la existencia del conflicto armado interno, su naturaleza es contextual, porque no en todos los municipios del país es factible que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un atentado grave contra la infraestructura del Estado. Y este hecho es, justamente, lo que le atribuye al riesgo su carácter excepcional. En efecto, es un hecho notorio que estas acciones tienden a concentrarse en pequeñas poblaciones, ubicadas en zonas del territorio nacional que ofrecen una ventaja estratégica desde el punto de vista militar, y en donde los actores armados ejercen una fuerte presencia y están en capacidad de perpetrar un ataque armado de gran impacto. 
38. Así las cosas, para que pueda imputarse responsabilidad a la administración a título de riesgo excepcional por los daños derivados de ataques guerrilleros contra bienes o instalaciones del Estado es necesario que el factor de imputación, esto es, el riesgo, exista realmente, lo cual puede acreditarse a través de distintos medios de prueba, que den cuenta de la situación de orden público en la región, o también puede inferirse a partir de la existencia de antecedentes de ataques similares al mismo municipio o de municipios aledaños, de la noticia de la presencia de actores armados en la región, y de los medios que se utilizaron para perpetrar el ataque. 

(…) 40. En suma, los daños derivados de acciones violentas cometidas por grupos guerrilleros pueden ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional.  No obstante advierte que ello sólo procede cuando el ataque es perpetrado en el marco del conflicto armado interno contra un bien claramente identificable como Estado (i), y del cual se deriva un riesgo cierto para la población civil en consideración a las características de seguridad de la zona en la que se ejecuta el ataque (ii).  Si bien es evidente que la guerrilla puede causar daños a la población civil a través de distintas acciones (p.e. a través del sembrado de minas antipersonales o de combates con las fuerzas de seguridad del Estado), se aclara que lo dicho previamente respecto a la imputación por riesgo excepcional se explica a partir de los supuestos de hecho analizados en esta sentencia
.
11.15   En consonancia con dicho derrotero, se debe resaltar que a la luz de los fundamentos objetivos de imputación reseñados -riesgo excepcional y daño especial-, la jurisprudencia de esta Corporación también ha encontrado responsable al Estado cuando en el marco del conflicto armado interno en Colombia, se le causa un daño a un particular a raíz de un enfrentamiento trabado entre los estamentos integrantes de la fuerza pública y los grupos armadas al margen, incluso a pesar de que no sea factible determinar cuál de los referidos agentes del conflicto fue el que lo ocasionó materialmente.

11.16   Ciertamente, además de que se ha considerado que dicha víctima no tiene el deber jurídico de soportar los efectos nocivos de la guerra en Colombia, con lo que se encontraría configurado el daño antijurídico susceptible de ser imputado, ese menoscabo puede serle atribuido al Estado en forma objetiva, comoquiera que de una parte, se ha considerado que el órgano estatal que interviene activamente en el combate debe asumir el daño que se concreta a partir del peligro que el mismo representó para la población civil, puesto que como agente que participó en dicho enfrentamiento, es evidente que lo propició en pos de una ventaja militar -argumentación en la que se ha invocado el título de imputación de riesgo excepcional
- o, de otro lado, se ha estimado que dicho daño se trata de un daño especial que de ninguna manera debe serle endilgado a la víctima, máxime cuando se debe privilegiar los principios de solidaridad y equidad en favor de las víctimas del conflicto
 -discurso en el que se emplea el título de imputación de daño especial-. Frente a los fundamentos de imputación aludidos, esta Subsección generalmente ha favorecido al primero, y recientemente ha señalado: 

69. Para ese fin, resulta pertinente recordar que con independencia de la probidad de la actuación de la administración, esta se encuentra obligada a indemnizar los perjuicios causados a raíz del desarrollo de una actividad innatamente peligrosa, entre las que destacan, claro está, aquellas derivadas de los operativos policiales o militares en los que se usan armas de fuego, en aplicación del título de imputación que se ha denominado riesgo excepcional. Al respecto ha dicho el Consejo de Estado:(…)”
.

70. Para el caso concreto, no hay duda que se ve comprometida la responsabilidad del Ejército Nacional bajo este supuesto, teniendo en cuenta que está debidamente probado -ver párrafos 55 a 62- que el daño antijurídico sufrido por los demandantes se produjo a raíz del riesgo excepcional creado por dicha entidad, la cual, al adelantar un operativo legítimo en contra de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Farc, produjo un enfrentamiento armado, en el marco del cual se segó la vida del señor Alcibíades Molano Lasso por la herida causada por un disparo de arma de fuego, daño que no estaba obligado a soportar, por no tratarse de un combatiente -como se profundizará más adelante-.

71. Si bien es cierto que se desconoce quién le propinó al señor Molano el disparo que le produjo la muerte, lo cierto es que para efectos de atribuir la responsabilidad al Ejército Nacional dicho hecho resulta irrelevante, teniendo en cuenta que jurídicamente su muerte le resulta imputable a dicha entidad, pues fue ella la desplegó una actividad riesgosa, concretada en el operativo militar que se practicó con el propósito de neutralizar a los efectivos de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia que allí se encontraban. Sobre el particular, la Sección Tercera del Consejo de Estado se ha pronunciado así:
 (…)
. 

11.17   En este punto, conviene advertir que de conformidad con los Convenios de Ginebra, con sus protocolos adicionales y con los principios generales del derecho humanitario, los agentes del conflicto armado interno en Colombia tienen el deber de respetar los derechos de la población civil no combatiente, de modo que les asiste la obligación de emplear todos los mecanismos que poseen para evitar su afectación, incluso a pesar de que su contraparte no propenda por ello
. 

11.18   Al respecto, no escapa a la Sala que el artículo 3
 común de los Convenios de Ginebra, y los artículos 4
 -muy similar a la disposición referida- y 13
 de su Protocolo II adicional relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional
, establecieron que en esa clase de conflictos -como lo fue el trabado en Colombia
-, a los combatientes les queda prohibido atentar contra la vida e integridad de las personas que no participen directamente en las hostilidades, y que quienes hacen parte de la población civil se encuentran protegidos contra los peligros provenientes de las operaciones militares, de modo que no tienen por qué soportar las consecuencias que aquéllas puedan acarrear a su núcleo fundamental como seres humanos -como se advirtió, no se admite que se afecte su vida o, a título de ejemplo, tampoco se permite que se vulneren los bienes indispensables para su supervivencia
-. 

11.19   Con fundamento en lo expuesto, se debe advertir que las partes del conflicto en mención, entre las que está la fuerza pública del Estado colombiano, se encuentran atadas al principio de distinción, según el cual, se debe diferenciar a los combatientes de los no combatientes con la finalidad de que los últimos no sean objeto de una actuación bélica -en aras de humanizar el conflicto, para evitar la producción de daños colaterales y para logar que las confrontaciones estén lo más restringidas posible-, actuación que de concretarse en contra de no combatientes se torna en un ataque ilegitimo que vulnera el derecho internacional humanitario
 y, que de provenir del aparato estatal, podría llegar a configurar una falla en la prestación del servicio por el incumplimiento de las disposiciones referidas -fundamento de imputación que se rememora, puede desplazar los títulos de atribución jurídica de carácter objetivo; ver párrafo 11.6 y 11.7-. 

11.20   En el caso concreto, con observancia de los anteriores planteamientos y de los argumentos expuestos en el recurso de apelación, la Sala advierte, ab initio, que la imputabilidad del daño a la entidad demandada no se puede tener por configurada con cimiento en que se hubiese acreditado que dicho órgano era el propietario o que tuvo la custodia de la granada de fragmentación que segó la vida del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, en consideración a que contrario a lo estimado por los apelantes, esa circunstancia no se puede inferir (i) de la sola constitución normativa del monopolio de la fuerza y de las armas a favor del Estado
, y (ii) de los elementos probatorios obrantes en el plenario. 

11.21   En cuanto a los aspectos reseñados, se debe recordar que para efectos de que se pueda entender configurado una conexión entre un artefacto explosivo que ocasiona un daño y el Estado, de tal forma que sea factible atribuírselo con fundamento en el título de imputación de riesgo excepcional derivado de la peligrosidad de ese elemento -ver párrafos 11.3 a 11.5- o, de una falla del servicio por la omisión en adoptar las medidas pertinentes para evitar que con éste se concretaran menoscabos a la población civil -incumplimiento obligacional que además de poder fundamentarse en normas de carácter interno, en el marco del conflicto armado, podría también basarse en el derecho internacional humanitario; ver párrafos 11.6, 11.7, 11.17 a 11.19-, es necesario que esa relación o vínculo se encuentre fehacientemente acreditada.

11.22   Para lo anterior, en un período inicial de la jurisprudencia de esta Corporación se advirtió que ante la falta de pruebas técnicas y concretas sobre la procedencia de un elemento riesgoso, la mera presencia de alguna unidad estatal armada en la zona en la que aquél se encontró no era suficiente para inferir su conexión con dicho objeto y en ese orden de idas, derivar su responsabilidad patrimonial. Asimismo, se admitió que para dilucidar el nexo aludido tampoco bastaba invocar el monopolio de las armas en cabeza del Estado, toda vez que en Colombia también opera un tráfico ilegal de armas cuya existencia no le puede ser irreflexivamente enrostrada a aquél
.

11.23   Ahora bien, como lo adujo el Ministerio Público, esta Subsección decidió apartarse del referido criterio jurisprudencial y en su lugar, señaló que la referida presencia de la fuerza pública en el sitio en el que se halla el material explosivo sí posibilita colegir su nexo con éste, comoquiera que (i) el Estado tiene el monopolio de las armas, cuyo uso por particulares solo puede ser desplegado cuando se les autoriza para ello; (ii) el tráfico ilegal de las armas debe acreditarse; (iii) no se le puede exigir a los demandantes que recopilen elementos del artefacto explosivo con la finalidad de que prueben su identificación, y (iv) la investigación sobre la tenencia de armas privativas del Estado -como son los explosivos- no se le puede endilgar a las víctimas -argumento muy parecido al anterior-. 

11.24   Sin embargo, señaló que la anterior inferencia era viable, siempre y cuando no se acreditara que en la zona en la que se encuentra el objeto peligroso hubiesen incursionado miembros de grupos armados al margen de la ley, último aspecto que a todas luces le da un viso de razonabilidad al cambio de postura jurisprudencial reseñado. Al respecto, se indicó:
Establecido el daño y la causa, pues no cabe duda que dos menores murieron y que otro resultó gravemente herido, en razón de la detonación de un artefacto explosivo, deberá la Sala determinar la imputación, para lo cual cabe recordar que la Corte Constitucional respecto del monopolio estatal de las armas, ha señaló
 (sic): (…) Aunado a lo expuesto, también se ha considerado que la guarda de las armas le compete única y exclusivamente al Estado, porque generan una situación de riesgo de naturaleza excepcional para los administrados: (…) Ahora, respecto de la imputación por los daños causados por armas, se ha señalado, además, que no basta la demostración del origen del daño, pues bien puede suceder que para entonces las municiones, explosivos u otros artefactos que por su propia naturaleza o funcionamiento representen un peligro para la comunidad se encontraban bajo la tenencia y guarda de particulares, esto siempre que resulte demostrado, pues lo que ordinariamente sucede tiene que ver con su control por el Estado. 

Cabe precisar, en todo caso, que con relación al daño causado por explosivos se ha puntualizado que no basta probar que efectivos de la fuerza pública transitaron por el lugar donde estos fueron hallados y detonados, dado el comercio irregular de los mismos: (…) En el sub-lite está acreditado que una patrulla del Ejército Nacional acampó y se movilizó por la zona donde ocurrieron los hechos, la noche anterior y el día mismo en que estos acaecieron y que sus efectivos portaban, entre otros elementos, granadas, en razón de una operación que tenía por finalidad la destrucción de tres laboratorios de cocaína. 

(…) Si bien es cierto que, siguiendo la pauta jurisprudencial esbozada, la presencia de la patrulla de Ejército no sería, por si sola, prueba de que la granada generadora del daño era de dotación oficial y que en aquella oportunidad se señaló que correspondía a las víctimas demostrar la propiedad del artefacto, la Sala disiente en esta oportunidad de lo antes resuelto, pues no puede negarse que así el tráfico ilegal de armas y elementos de uso privativo de las fuerzas armadas se presente con regularidad, se trata de una situación irregular que por lo mismo habrá de demostrarse, aunado a que, en todo caso, el monopolio de su uso le ha sido confiado al Estado. A lo anterior, debe agregarse que: (i) no resulta posible exigir los fragmentos del artefacto explosivo para su identificación, porque la espoleta que la contiene puede fragmentarse y (ii) la investigación sobre el uso de armas privativas de la fuerza pública no puede correr por cuenta de las víctimas.   
Siendo así y dado que no se estableció presencia subversiva para el tiempo de los hechos, empero sí la presencia militar, es claro que al Ejército Nacional le correspondía desvirtuar su responsabilidad. Máxime cuando: (i) el artefacto explosivo fue encontrado en una zona de libre tránsito para la comunidad y que la escuadra oficial recorrió, “más exactamente en dirección a la cominera”, la vereda a la que el mismo día de los hechos se dirigieron las víctimas y (ii) se conoce que la noche anterior, uniformados militares llevaban granadas en diferentes partes del cuerpo y que, incluso, la dueña de la casa donde éstos pernoctaron debió advertirles que olvidaban parte del material explosivo que portaban (…) (se resalta)
.
11.25   De esta manera, no obstante actualmente se considera que la presencia armada del Estado en el área en la que se encuentra un artefacto explosivo permite inferir que el mismo le pertenece -inferencia que le corresponde desvirtuar en el proceso contencioso administrativo-, se dejó claro que esa deducción sólo opera de no haberse acreditado que otros grupos armados se hubieran movilizado por ese mismo lugar, condicionamiento que resulta completamente lógico, puesto que la comparecencia de varios agentes del conflicto en ese mismo sitio impediría establecer con exactitud, sin los medios probatorios pertinentes, cuál de ellos habría sido el propietario del material riesgoso que causó el daño y que por ende, que deba responder por el mismo -se recuerda que por regla general, los menoscabos ocasionados por terceros no le pueden ser imputados al Estado; ver párrafo 11.8 a 11.16-.

11.26   Teniendo en cuenta lo expuesto, y con observancia de que en el sub lite no fue posible determinar el origen de la granada de fragmentación de 40mm que causó el deceso del señor Sepúlveda Sepúlveda, y que éste descubrió en la vereda La Linda, corregimiento de San José de Apartadó, Apartadó, Antioquia -ver párrafos 8.2 y 8.2.7-, se advierte que la situación del sub judice no coincide con los supuestos establecidos por esta Sala para inferir la conexión entre dicho objeto riesgoso y el Ejército Nacional, habida cuenta de que si bien se acreditó que la Decimoséptima Brigada del Ejército Nacional incursionó varias veces en esa área bajo la operación denominada “Fénix”, también es cierto que en la misma hicieron presencia grupos armados al margen de la ley, en especial, integrantes de las FARC, subversivos que para enfrentarse con la fuerza pública y con los paramilitares, evidentemente utilizaban armas ilegales y de uso privativo del Estado -ver párrafo 8.1-.

11.27   En efecto, tal como lo consideró el Tribunal de primera instancia, se encuentra debidamente acreditado que en la vereda la Linda concurrieron tanto miembros del Ejército Nacional como integrantes de las FARC, puesto que así lo indicaron varios testigos cuyos dichos fueron adicionalmente confirmados por la Decimoséptima Brigada del Ejército Nacional, de manera que la inferencia que se podría construir en contra del ente demandado a la luz del derrotero jurisprudencial fijado por esta Subsección, tiene en el plano fáctico un margen relevante de incerteza que no puede ser conciliado, puesto que dicha granada también pudo haber sido de propiedad y abandonada por el grupo guerrillero en mención, ocasionando el daño colateral que se demanda en el presente asunto.

11.28   Se debe tener en cuenta que además de las pruebas que demuestran que en la vereda La Linda existieron miembros de las FARC para el período de ocurrencia de la muerte del señor Sepúlveda Sepúlveda, no se puede perder de vista que desde el año 2000, en el corregimiento de San José de Apartadó y en general, en el municipio de Apartadó, dicho grupo guerrillero incrementó su presencia con el objeto de hacer frente a los grupos paramilitares que se asentaron en la misma zona y que prácticamente los expulsaron de ésta en la década de los años 90. Al respecto, el Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, adujo:

El Urabá antioqueño se ubica en el noroeste de Colombia, extendiéndose hasta la frontera con Panamá, incluyendo el Golfo de Urabá, donde desemboca el río Atrato. De esta región hacen parte los municipios de Arboletes, San Juan de Urabá, San Pedro de Urabá, Necoclí, Turbo, Apartadó, Carepa, Chigorodó, Mutatá, Murindó y Vigía del Fuerte – los dos últimos no están incluidos en este panorama, por razones de orden metodológico –. Históricamente, el Urabá se presenta como una zona geoestratégica relevante, por su condición de puerto, su cercanía con sistemas montañosos y selváticos – como lo es el Nudo de Paramillo –, así como la existencia de cultivos extensivos, específicamente de banano –. Estas características lo han erigido como una región clave para los grupos armados irregulares, los cuales desde sus orígenes han buscado asentarse en esta zona, buscando aprovecharse de sus condiciones geográficas, por medio de ingreso de mercancía de contrabando, el tráfico ilegal de armas, la entrada de insumos químicos para el procesamiento de la coca, así como el embarque de narcóticos hacia los países de Centroamérica. (…) No obstante, comenzando la década de los noventa, las organizaciones de autodefensas lideradas por los hermanos Castaño se unificaron bajo el nombre “Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá” - ACCU-, presentándose como un modelo a replicar bajo lo que se comenzó a llamar el “proyecto paramilitar”. Cabe mencionar que durante la expansión de esta estructura armada, los municipios que presentaron las tasas de homicidio más altas fueron Mutatá, Chigorodó, Carepa, Apartadó y Turbo, donde la presión que ejercieron las ACCU les permitió consolidar su zona de influencia hasta el Urabá chocoano.

(…). En este periodo, el Eje Bananero experimentaba una de las arremetidas más violentas, tras lo cual las Farc retiraron sus núcleos armados de las ciudades y una parte se replegó hacia la serranía de Abibe, mientras que el contingente más grueso lo hizo hacia Mutatá, Dabeiba y Ríosucio. En 1995, también se registró en el municipio de Necoclí, la muerte de 130 personas, otras 122 desaparecidas y 2.500 desplazados.
(…) Entre 1998 y 1999, al mismo tiempo que las autodefensas llevaban a cabo una ofensiva “contrainsurgente” en Urabá, en cabeza de Castaño, las Farc aplicaron en la región una estrategia de reconquista del territorio, que se inició en el mes de enero con una incursión en la vereda Batatá en el municipio de Tierralta, Córdoba, base principal de Castaño; así mismo la subversión llegó a zonas de consolidación de las autodefensas, presionando desplazamientos poblacionales en los municipios de Puerto Libertador y Montelíbano. En 1999, el avance de las Farc en Urabá se hizo manifiesto con la toma de la base de las ACCU conocida como “La Secreta”; posteriormente ingresaron al corregimiento Nutibara de Frontino y a la Hacienda Tolová en Tierralta. Por su parte, Castaño, en retaliación por dichas incursiones, atacó las comunidades de San José de Apartadó, asesinando a unas 15 personas. Partiendo de estos eventos, es posible decir entonces que entre 1998 y 2001 las Farc habían recuperado la iniciativa bélica en la región, construyendo un cerco sobre el eje bananero y la subregión del norte de Urabá, principalmente sobre los municipios de Dabeiba, Tebaida y Riosucio. El año 2001 se convirtió en un nuevo momento de ruptura en la confrontación armada. Las autodefensas perdieron su marcada influencia en Dabeiba, Ituango, Peque y amplias zonas de Montelíbano, Puerto Libertador, Tierralta y Toledo, lo que generó una contraofensiva por parte de este grupo armado irregular, donde prevaleció la confrontación directa entre los actores, situación que, en todo caso, estuvo acompañada de una grave crisis humanitaria generada por un bloqueo alimenticio. El ingreso de las ACCU a Peque en agosto, y los sucesivos combates en los municipios de ltuango, Briceño, Dabeiba, Tarazá, Tierralta y Puerto Libertador, convirtieron al Nudo de Paramillo en el más grande escenario de confrontación armada directa entre las Farc y las ACCU(…). Según lo presentado por González, la disputa registró mayor intensidad en los municipios de Dabeiba, Urrao, Apartadó, el Alto Atrato y el occidente de Antioquia, y las acciones violentas se concentraron en las denominadas comunidades de paz, tanto por parte de las Farc como por parte de las autodefensas, puesto que el carácter neutral de estas comunidades significaba un impedimento para el desarrollo de la estrategia de la subversión y para la lucha contrainsurgente que lideraban las ACCU(…). En los años siguientes, la confrontación entre las autodefensas y las Farc se mantuvo vigente. Prueba de lo anterior son los enfrentamientos que se registraron entre 2000 y 2004 en Mutatá – específicamente en la inspección Bajirá -, Carepa – veredas Resbalosa y La Esperanza - y Apartadó – en el área rural, vereda La Arenera -. Durante estos años, se dio un proceso de reorganización del dispositivo de las autodefensas en la zona. La jurisdicción del Eje Bananero fue asumida por dos frentes: el frente Turbo, comandado por “Hernán Hernández” – quién luego asumió la comandancia del bloque Conjunto Calima en el departamento del Valle – y el frente Bananero, a cargo de alias “Cepillo”. Estas dos estructuras se encontraban bajo el mando de Carlos Castaño, y uno de sus hombres de confianza, “Pedro Ponte”. En el Urabá chocoano, con la incursión de los grupos de autodefensa a la región del Atrato, se configuró el bloque Élmer Cárdenas, al mando de alias “El Alemán”. Durante el gobierno de Álvaro Uribe Veléz, estas estructuras finalmente se desmovilizaron y sus combatientes entraron en un proceso de reincorporación, planteando una recomposición del escenario estratégico y un nuevo contexto de seguridad, en el cual comienza a emerger con fuerza factores tales como el narcotráfico, la delincuencia común y la amenaza de una incursión por parte de la subversión
.
11.29   Por su parte, cabe señalar que tal como lo reseñó el señor Ariza en su testimonio, en la zona en comento también hicieron presencia las Autodefensa Unidas de Colombia. Efectivamente, se sabe que dicho grupo armado al margen de la ley tenía un fuerte arraigo en esa región, y alrededor del tiempo de la ocurrencia del daño objeto de la demanda, realizaron varias operaciones, entre las que cabe resaltar las masacres que perpetuaron junto con miembros del Ejército Nacional en contra de la comunidad de paz del corregimiento de San José de Apartadó, bajo la sospecha de que se trataban de guerrilleros. De esta manera, el Centro de Memoria Histórica recordó:

Ocurrió algo similar en la masacre que perpetraron militares y paramilitares en el corregimiento San José de Apartadó el 21 de febrero del 2005.
 En esa ocasión, cuatro adultos y cuatro menores de edad fueron asesinados en represalia por el ataque de las FARC contra integrantes de la XVII Brigada del Ejército Nacional en la vereda El Porroso 10 días antes de la masacre. El saldo de la acción de la guerrilla fue de 17 militares muertos. La masacre se dirigió contra dos líderes históricos de la comunidad de paz de San José de Apartadó y sus familias, por lo que el hecho se percibió como una persecución sistemática en contra de la comunidad de paz que se había erigido en 1997
.

11.30   En consecuencia, teniendo en cuenta la existencia de varios agentes del conflicto en el área en la que el señor Sepúlveda Sepúlveda encontró la granada de fragmentación que le quitó la vida, no escapa a la Sala que dicho artefacto pudo haberle pertenecido a cualquiera de ellos y por lo tanto, no resulta factible aplicar en este asunto el antecedente jurisprudencia aludido, puesto que es evidente que la sola deducción de que la granada debía estar bajo la tutela del Estado se encuentra controvertida con la prueba de la presencia de otros grupos armados, que a su vez permiten tener por demostrado la existencia de armas ilícitas en el lugar y por consiguiente, la inferencia que surge del monopolio armamentístico estatal pierde toda potencialidad para dar por probado el nexo causal material entre el daño objeto de la demanda y el comportamiento de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional.

11.31   Ahora bien, en cuanto a los argumentos expuesto por los accionantes en su recurso de apelación, se observa que el que constitucionalmente se hubiese determinado que el Estado ostenta el monopolio de las armas, de lo que se sigue que los particulares sólo pueden detentarlas en los eventos en los que se les otorga un permiso para ello, de modo que “[n]o existe (…) una propiedad privada originaria sobre armas, tal como se contempla el derecho a la propiedad privada en el artículo 58 de la Constitución Política”
, no hace que las armas ilícitas derivadas de su fabricación o tráfico ilegal  le pertenezcan al Estado y mucho menos, que automáticamente se haga responsable de lo que con ellas se realice, toda vez que ello implicaría que le corresponda indemnizar todos los daños que se causan con ese tipo de elementos, conclusión que a todas luces resulta desproporcionada e irracional, dado que esas consideraciones sólo podrían tener validez en un Estado ideal en el que éste tuviera la posibilidad real de evitar la existencia de esa clase de armamentos y por consiguiente, la comisión de delitos con los mismos
. 
11.32   Por lo tanto, la Sala no concuerda con los accionantes en el sentido de que indebidamente se desconoció el monopolio armamentístico del Estado al no haberse colegido la propiedad estatal de la granada de fragmentación que causó la muerte del señor Sepúlveda Sepúlveda y por el contrario, estima que dicha conclusión le asigna a tal monopolio, sin fundamento alguno, efectos y consecuencias que no tiene, en un claro desconocimiento del conflicto armado interno en Colombia y de la realidad humana en sí misma, puesto que en todos los países del mundo se presentan actuaciones ilícitas relacionadas con armas, cuya responsabilidad, en principio, no puede enrostrársele a los Estados. 
11.33   De otro parte, en cuanto a la inversión de la carga de la prueba sobre la propiedad del arma, la cual fue propuesta por los demandantes en consideración a que el Estado, a partir del inventario de armas lícitas que debe poseer, era el único que podía determinar su procedencia, se advierte que dicho argumento se relaciona con el deber de la parte demandada de allegar pruebas que desvirtuaran la presunción inicial que pesaba en su contra derivada del monopolio de las armas, inferencia que como se observó, no puede realizarse con ocasión de las serias dudas que se tienen de que dicho explosivo hubiese estado bajo su control antes de la ocurrencia del daño.
11.34   Adicionalmente, no escapa a la Sala que a pesar de que la entidad demanda hubiese aportado una lista de todas las armas que se encuentran debidamente registradas, con ello no habría podido demostrar que la granada del caso concreto se encontraba bajo poder de otro grupo armado, en la medida en que la falta de certeza sobre el origen de ese artefacto -de lo que se deriva la dificultad del presente asunto-, radica en que a luz de los fragmentos que se recopilaron luego de su explosión, no fue posible identificarla en concreto o determinar su origen, razón por lo que el supuesto incumplimiento probatorio aludido respecto de la parte pasiva de la litis por no haber allegado ese elemento de convicción, evidentemente no tiene ninguna incidencia en el sub judice, de tal forma que a partir del mismo no resulta procedente considerar que se deba acceder a las pretensiones de la demanda por incumplimiento de su carga de la prueba.
11.35   Sobre este último punto, se debe tener en cuenta que el Tribunal de primera instancia denegó las pretensiones de la demanda por incumplimiento de la carga de la prueba del extremo demandante, en consideración en que a la luz del artículo 177
 del C.P.C. y de los actuales paradigmas del derecho de daños -la regla del todo o nada, según la cual, la relación causal es indivisible y sólo puede probarse como un todo-, era a éste el que le correspondía acreditar, desde un principio, los supuestos de hecho de las normas cuyos efectos persigue, como lo es el nexo causal claro para configurar la imputabilidad del daño padecido por el señor Sepúlveda Sepúlveda
. 
11.36   Ahora bien, respecto del argumento de que en la hipótesis de que la granada de fragmentación hubiese estado en poder de la guerrilla u otro grupo ilegal, permitiría considerar configurada una falla del servicio que incidió en el menoscabo demandado, conviene aclarar que esa circunstancia no tiene la potencialidad de constituir el nexo de causalidad exigido para que surja la responsabilidad patrimonial de la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, habida consideración de que como se aseveró, el Estado, por la obligación de tener que hacer respetar su monopolio, no se puede hacer responsable de todos los daños causados con armas ilegales, lo que de hecho así se encuentra regulado en relación con la responsabilidad del Estado frente a las armas respecto de las cuales sí tiene un control
. 
11.37   Igualmente, se puede aducir que si bien esa falla del servicio en el control de esa clase de elementos se podría configurar en una causa de los daños que se cometan con éstos desde la perspectiva de la teoría de la equivalencia de las condiciones -teoría que actualmente no tiene acogida alguna en el derecho de daños-, la misma no se constituye en su causa adecuada, toda vez que por lo general, la conexión causal entre ese incumplimiento obligacional y el daño que se ocasione se verá interrumpido por el comportamiento del sujeto que usa ese artefacto para materializar dicho menoscabo.
11.38   De otro lado, la Sala advierte que en sentido opuesto a lo señalado por los demandantes, en el plenario no se cuentan con indicios claros a partir de los cuales se pueda deducir que el artefacto explosivo que produjo el daño objeto del libelo introductorio era de propiedad del Ejército Nacional, comoquiera que además de que no fue viable establecer técnicamente su procedencia, en el área en la que se le encontró hicieron presencia varios agentes del conflicto, de manera que le pudo haber pertenecido a cualquiera de ellos.

11.39   Sin perjuicio de todo lo expuesto, esto es, de la inviabilidad de derivar la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional a partir de su dominio sobre la granada que causó el fallecimiento del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, la Sala advierte que sí resulta plausible conectar su actuación con dicho menoscabo y por consiguiente, es factible imputárselo, lo que realizará de manera parcial, en la medida en que también encuentra que el comportamiento negligente de la propia víctima intervino concausalmente en su producción.

11.40   Al respecto, sin perjuicio de que a partir del material probatorio obrante en el expediente no se puede individualizar el origen de la granada de fragmentación que originó la muerte del señor Sepúlveda Sepúlveda, de manera que no es viable determinar cuál de los combatientes de la guerra interna en Colombia vulneró sus derechos protegidos por las normas de derecho interno, de derechos humanos y especialmente, de derecho internacional humanitario -ver párrafos 10.8, 11.17 y 11.18, y nota 35-, no se debe olvidar que los daños derivados de los enfrentamientos entre el Estado y los grupos armados al margen de la ley, independiente de quien los haya ocasionado o de si fueron causados directamente por subversivos, le pueden ser atribuidos aquél a título de riesgo excepcional o de riesgo conflicto, (i) en virtud del peligro que la misma contienda armada entre el Estado y los grupos ilegales representa para la población civil o, (ii) del riesgo que se deriva para los particulares de que una unidad militar sea atacada por subversivos, en tanto se trata de un elemento claramente identificable con el aparato estatal cuya merma les implica a éstos una ventaja militar, ataque que por lo tanto, no es indiscriminado -ver párrafos 11.9 a 11.16-.

11.41   Con observancia de lo anterior, se pone de presente que los demandantes sí acreditaron que para antes de la ocurrencia del menoscabo aducido, en la vereda la Linda en la cual se encontraba ubicada la finca El Danubio y en la que fue hallado el artefacto explosivo, se produjeron varios enfrentamientos entre el Ejército Nacional y las FARC, puesto que así los relataron varios testigos y se puede colegir de las varias incursiones militares desarrolladas bajo la égida de la operación “Fénix”, combates de los cuales razonablemente se puede inferir que esa munición fue abandonada.

11.42   Efectivamente, a partir de las pruebas referidas, a la Sala le es factible dilucidar que la granada de fragmentación de 40 mm génesis del daño objeto de este asunto se dejó en el lugar señalado a raíz de alguno de los combates sostenidos entre el Ejército Nacional y las FARC, enfrentamientos que igualmente encuentran sustento en el informe de diagnóstico departamental presentado por el ACNUR en el año 2007, en el cual se señaló que a partir del año 2002, los “contactos” entre dichas fuerzas aumentaron por iniciativa del Ejército Nacional como consecuencia de operaciones como el operativo “Fénix” -operación en relación con la que cabe recordar que se encuentra demostrado que motivó la presencia de varios miembros de la Decimoséptima Brigada del Ejército Nacional, en la vereda La Linda-. En este sentido, dicha autoridad adujo:

Si se observa la intensidad de la confrontación armada
, en el período comprendido entre 2000 y 2006, se presenta una tendencia al alza entre 2000 y 2004, reflejo de una mayor iniciativa de la Fuerza Pública, que triplicó el número de combates en contra de los grupos armados ilegales, provocando una disminución en las acciones cometidas por los anteriores. 

El punto de quiebre se presenta a partir del 2002, año en el cual empiezan a disminuir las acciones de los grupos armados al margen de la ley y a aumentar los combates por iniciativa de la Fuerza Pública, la cual desarrolla importantes y exitosas operaciones como las denominadas Monasterio, Aniquilador, Jeremías, Emblema y Fénix, enfocadas principalmente a combatir a la subversión. Así, mientras que entre 2003 y 2004, las acciones armadas pasaban de 156 a 96, los combates aumentaban de 328 a 419. En 2005, hubo una disminución tanto en las acciones de los grupos armados ilegales (64) como en los contactos armados (337), situación que puede estar asociada a la masiva desmovilización que se registró en ese año. Sin embargo, en 2006 se vuelve a presentar la tendencia que se registró en años anteriores, al presentarse 94 acciones armadas y 373 combates.

Del total de las 390 acciones armadas contabilizadas entre 2003 y 2006, el 59% correspondió a actos de terrorismo; los hostigamientos concentraron el 18% y los casos de piratería terrestre y emboscadas concentraron el 8% cada uno; el 7% restante correspondió a ataques a instalaciones de la Fuerza Pública (6%) y asaltos a poblaciones (1%). El 54% de estas acciones fueron realizadas por las Farc, sobre el 34% se desconocen los autores y en el 11% restante los responsables fueron miembros del ELN (6%), otras guerrillas no identificadas (3%) y autodefensas (2%). El 17% de las acciones armadas de los grupos armados se concentró en Medellín, el 6% en San Carlos (6%), el 4% en Apartadó, Yarumal, Dabeiba, Granada, Ituango y Mutatá, respectivamente y un 3% en San Rafael, Angostura y San Luis.
De otro lado, de los 1.460 contactos armados que se presentaron entre 2003 y 2006 en el departamento, 959 fueron llevados en contra de las Farc, especialmente en los municipios de Sonsón, Cocorná, San Carlos, Ituango, Valdivia, Urrao, Granada, Dabeiba, Apartadó y Medellín. El siguiente grupo irregular más combatido fue el ELN con 329 contactos, la mayoría de ellos en San Francisco, Cocorná, Granada, El Bagre, Zaragoza, Anorí y Amalfi. En contra de las autodefensas, se libraron 136 combates, en especial en Medellín, Caldas, Sonsón, San Francisco, San Roque, Tarazá, Maceo y Puerto Berrío. Finalmente, se registraron 38 combates contra otras guerrillas, 4 contra grupos armados sin identificar, 4 más contra las Farc y el ELN actuando conjuntamente y un contacto armado contra nuevas bandas emergentes. 
A pesar de que la acción de la Fuerza Pública haya sido contundente en el propósito de recuperar el control estatal en el territorio, persisten algunos riesgos asociados a la expansión de cultivos ilícitos
 en el Bajo Cauca y Norte del departamento y en el registro de hechos de violencia perpetrados por nuevas bandas criminales (Águilas negras, Banda Nueva Generación, Autodefensas Unidas de Antioquia) en el Valle de Aburrá (Caldas, Barbosa, Bello, Medellín) y las regiones Norte (Briceño, Guarne, Carolina, Briceño), Oriente (Rionegro, Marinilla, la Ceja), Nordeste, (Amalfi, Yali, Segovia), Bajo Cauca (Taraza, Carolina, El Bagre), Urabá (Turbo, Apartadó), y el Suroeste de Antioquia (Urrao) (se resalta)
.
11.43   De esta manera, es posible colegir que alguno de los agentes del conflicto aludido olvidó la granada en el desarrollo de uno de los combates que trabaron en el lugar, lo que se pudo derivar de que se hubiese disparado pero no explotado -se reitera que esa clase de granada debe ser accionada con un lanza granadas- o del mismo ajetreo del combate, hipótesis que a la luz de las reglas de la experiencia y de la lógica parece adecuada, máxime cuando no existen elementos de prueba de que hubiese sido dejada allí como el resultado de un descuido, supuesto que se estima poco probable debido a la importancia de ese tipo de municiones.
11.44   Ahora bien, se debe aclarar que no obstante en la descripción de los hechos que el señor Ariza realizó ante la Defensoría del Pueblo (f. 571, c. 1), indicó que un policía le sugirió que en la finca El Danubio podía llegar a existir una caleta de armas de la guerrilla, lo cierto es que esa circunstancia no fue acreditada, en la medida en no se aportaron medios probatorios al respecto y en consecuencia, no puede ser tenida en cuenta como un hecho en contra de la anterior inferencia. 

11.45   Teniendo en cuenta lo señalado, resulta factible atribuirle al órgano estatal demandado la muerte del señor Sepúlveda Sepúlveda de conformidad con la jurisprudencia de esta Corporación, puesto que con ocasión de los enfrentamientos que se efectuaron en cercanías de la finca de propiedad de su padre y en la que vivió su cuñado por algún tiempo -ver párrafos 8.1, 8.2, 8.2.1, y 8.2.5-, a dicha víctima se le generó el riesgo excepcional de resultar afectado, el cual se concretó cuando encontró el explosivo cuya detonación generó su defunción, punto en el que cabe destacar que (i) resulta irrelevante quién tuvo control de dicha granada de fragmentación antes de la ocurrencia del daño, dado que el riesgo que compromete la responsabilidad del Estado no viene directamente del elemento peligroso sino de la contienda en la que esté fue abandonado y aquél participó, y (ii) sin perjuicio de que el daño no se ocasionó de manera concomitante al combate, como sucede en los casos de proyectiles de armas de fuego, ello no es un óbice para aplicar el criterio jurisprudencial referenciado, puesto que la naturaleza del arma indicada, cuya potencialidad de causar detrimentos indicriminados se mantiene latente durante un largo interregno, no se puede desligar del enfrentamiento en el que fue dejada por los combatientes.

11.46  Ahora bien, a pesar de que es posible atribuir el daño ocasionado por la granada a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, no se puede soslayar que en el presente asunto se encuentra acreditado un hecho de la víctima que, si bien no constituyó la causa exclusiva del daño que padeció, si concurrió en su producción con el riesgo al que fue sometido.

11.47   Se principia por precisar que la causa extraña como excluyente de responsabilidad
 requiere de cuatro presupuestos estructurales para su configuración, los cuales se concretan en su imprevisibilidad, irresistibilidad, exclusividad y exterioridad en relación con la parte demandada respecto a la cual se pretende imputar el daño
, aspectos que deben encontrarse debidamente demostrados en el proceso
, de modo que cuando el suceso dañoso es previsible o resistible para aquélla, o provino parcial o totalmente de su conducta, se revela su falla del servicio al no haberlo evitado pudiendo hacerlo, máxime cuando en su cabeza se radica el deber legal de precaución, por lo que la circunstancia extraña correspondiente no podría tener plenos efectos absolutorios o liberatorios de responsabilidad.
11.48   Conforme lo ha explicado la doctrina, sólo cuando el hecho o acto “ha constituido un obstáculo insuperable para la ejecución de la obligación, deja la inejecución de comprometer la responsabilidad del deudor”
. Así también lo han señalado los hermanos Mazeaud, cuando precisan que la causa extraña lleva “consigo la absolución completa” cuando “el presunto responsable pruebe la imprevisibilidad y la irresistibilidad del hecho de la víctima”
.
11.49   Igualmente, conviene advertir que para que una causa extraña pueda exonerar completamente de responsabilidad, es necesario que jurídicamente se le pueda calificar como la fuente del daño desde la perspectiva de la teoría de la causalidad adecuada
, o en otras palabras, que haya sido determinante para su producción. 

11.50   Por su parte, cuando la causa extraña es adecuada en cuanto al origen del daño, pero no cumple con sus requisito de exclusividad, imprevisibilidad o irresistibilidad para tener plenos efectos liberatorios, se originan diferentes consecuencias jurídicas en relación con la imputación del menoscabo a la parte demandada, dependiendo del tipo de causa extraña de la que se trate -fuerza mayor, hecho de un tercero o hecho de la víctima-.
11.51   De esta manera, conviene precisar que cuando en el anterior marco se está frente a un hecho de la víctima que no cumple con las primeras características descritas, pero que se puede concluir que adecuada o eficientemente originó el menoscabo, éste sólo puede serle atribuido parcialmente al extremo pasivo de la litis en tanto el actuar de la víctima también lo generó, de lo que se sigue que su indemnización se deba ver reducida en el porcentaje en el que se considere que el afectado participó en su producción -diminución de la reparación que se encuentra habilitada legalmente en virtud del  artículo 2357
 del C.C.-. 

11.52   Con observancia de lo aducido, conviene recordar que en el presente asunto se encuentra debidamente acreditado que cuando el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda halló la granada de fragmentación de 40 mm, la cual a pesar de que no tenía la forma tradicional de una granada se encontraba en la posibilidad de identificar como un objeto extraño y riesgoso, no sólo debido a su capacidad cognitiva como persona adulta
, sino dado a que su cuñado Deimar Alberto Ariza le advirtió sobre su peligrosidad, la tomó, la guardó, y después de cierto lapso intentó abrirla con su machete al parecer movido por la curiosidad, lo que produjo su detonación -ver párrafos 8.2 a 8.2.7-. 

11.53   En cuanto a la conducta observada por la víctima, la Sala advierte que la misma no le era imprevisible ni irresistible a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, puesto que no se puede sostener que no tuviera la posibilidad de prever que a raíz de los enfrentamientos en los que participa queden en el campo de batalla municiones sin explotar, las cuales posteriormente pueden ocasionar daños a la población civil, sea por el simple contacto con el artefacto explosivo o por su indebida manipulación -no se les puede exigir a los particulares que manipulen ese clase de mecanismos de manera correcta-, de lo que sigue que de ninguna manera se podría sostener que el comportamiento esperable del señor Sepúlveda Sepúlveda en ese sentido le fuese inesperado o inevitable y por ende, no resulta factible estimarla en una causa exclusiva de su muerte o, en otros términos, en una circunstancia que desplace por completo la conducta de la entidad demandada en las resultas del detrimento producido.

11.54   Asimismo, el hecho de la víctima reseñado no se puede considerar como la única causa del daño aludido, toda vez que a pesar de que el señor Sepúlveda Sepúlveda debía saber que se trataba de un objeto riesgoso y por consiguiente, debió abstenerse de manipularlo -lo que como se verá, permite invocar la concausalidad en el presente asunto-, se considera que frente a su curiosidad y al hecho de que dicho objeto le pudo generar confianza en el sentido de que no podía estallar, tal vez porque vio que se encontraba envejecido o porque no tenía la forma conocida de una granada y pudo pensar que le brindaba una mayor seguridad -confianza que en cualquier caso se derivó de su falta de cuidado-, no se podría exigir en este momento, tajantemente, que no hubiese intentado revisar su interior.

11.55   En efecto, debido al complejo mecanismo de activación de los artefactos explosivos, como minas antipersonales o municiones que por alguna razón se dejan abandonadas sin detonarse, la Sala estima que a la generalidad de personas no se les puede enrostrar el no conocer su manejo debido, precisamente dado que su conocimiento sobre ellas es limitado, al punto que sólo puedan saber que éstas representan un peligro, pero no que al manipularlas o tratar de abrirlas, como ocurrió en el sub judice, se accionen. Al respecto, se considera pertinente traer a colación lo aseverado por el Centro de Memoria Histórica al respecto, en el siguiente sentido:

Colombia ocupa el segundo lugar en el mundo, después de Afganistán, en número de víctimas de Minas Antipersonal (MAP) y Remanentes Explosivos de Guerra (REG)
 y el primero en número de víctimas de la Fuerza Pública por estos artefactos explosivos. Es el único país de América en donde las guerrillas emplean estas armas a pesar de que su uso se encuentra prohibido desde

1999
 por la Convención de Ottawa, en el marco del DIH (Derecho

Internacional Humanitario
). “Las Minas Antipersonal no distinguen entre un combatiente y alguien que no lo es” (Roberts and Williams, 1995, página 410) y es por ello que su victimización es indiscriminada. No son solo los combatientes sus víctimas, sino también los niños, niñas y adolescentes, las mujeres y los hombres habitantes de las zonas rurales del país. 

(…) A diferencia de lo que se ha explicado que ocurre con las Minas Antipersonal, en el caso de los Remanentes Explosivos de Guerra no existe una intencionalidad de hacer daño. Pero en todo caso, sí existe un efecto indiscriminado, pues cualquier persona a través de su manipulación la puede activar. En este sentido, la población civil es mucho más vulnerable frente a los REG que los combatientes, pues estos últimos tienen el conocimiento de cómo manipular estos artefactos sin activarlos. En cambio, las personas civiles, en particular los niños y adolescentes, son víctimas frecuentes de estos artefactos en zonas de conflicto o de presencia de campamentos militares, pues juegan o manipulan estas municiones que llaman su atención(…).

Algunos de los miembros de la Fuerza Pública entrevistados reconocen abiertamente las dificultades de recoger este material después de los combates y el riesgo inherente de esta operación. En el marco del taller de memoria en Medellín con suboficiales del Ejército, un participante expresó:

Es una tarea complicada y tediosa hacer una recolección en el momento en que se dejan [los REG] pues como utilizan armamento de largo alcance, se complejiza la labor de búsqueda de estos artefactos. Lo que se hace es que cuando se encuentran por ejemplo granadas sin detonar, si hay forma de destruirlas se destruyen, pero lo más frecuente es que se entierran con sal porque supuestamente esto las daña, pero que no es algo seguro (CNMH- Fundación Prolongar, relatoría taller suboficiales del Ejército, Medellín, 2015).

Por otro lado, soldados en Apiay destacaron que algunas municiones que se lanzan durante los combates no siempre explotan: “En combate, yo creo que eso sí ya son como daños colaterales que diría yo entraría ahí ¿por qué? Porque estando en un combate, no está exento uno de que le salga una granada de mortero fallida, una granada de MDL, granada de 40 milímetros o una granada de mano” (CNMH - Fundación Prolongar, taller de sobrevivientes del Ejército, Apiay, 2015). Otro soldado en el mismo taller añadió al respecto:

Lo que dice es verdad, siempre cuando hay combate se hace un registro pero hasta donde hay alcance porque tampoco uno en plena selva ¿cómo va hacer un registro? (…) Entonces no se puede hacer el registro como tal, un barrido completo no se puede hacer, y también la guerrilla, a la guerrilla también le salen muchas granadas vacías, que esas son artesanales” (CNMH – Fundación Prolongar, relatoría taller suboficiales del Ejército, Medellín, 2015).

Estos testimonios dan cuenta de las dificultades para aplicar protocolos de limpieza en los territorios una vez se termina el combate. Esto pone necesariamente en riesgo la integridad física de habitantes de las zonas vecinas en las que se han llevado a cabo los combates, o de los territorios que han sido empleados como zona de campamento por algún grupo. Como lo acabamos de señalar, la presencia de Remanentes Explosivos de Guerra constituye un grave riesgo para toda la población, pero especialmente para las personas menores de edad que camino a la escuela, o mientras transitan por caminos veredales o incluso en sus campos de juego o alrededor de sus casas, se encuentran con objetos que llaman su atención (granadas, morteros, balas), y que al ser manipulados explotan y dejan graves heridas en el cuerpo (se resalta)
.

11.56   Sin embargo, la Sala no puede desconocer que en el caso concreto, el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda fue sumamente negligente al confiar que podía evitar el detrimento que sufrió, puesto que sin perjuicio de que no conociera exactamente la manera de detonar la granada de fragmentación de 40mm que encontró en la finca El Danubio, sí se puede inferir que sabía de su alta peligrosidad, de la que a su vez fue advertido por su cuñado, quien lo instó para que la dejara donde la encontró porque podía tratarse de una granada, y sin perjuicio de todo ello, hizo caso omiso de las recomendaciones de su familiar, procedió a tomarla y a mangonearla, y descuidadamente se expuso a sí mismo y a su cuñado al riesgo superlativo de que dicho objeto explotara y les produjera múltiples menoscabos, lo que terminó por concretarse únicamente en él.

11.57   De esta manera, la Sala considera que el anterior marco situacional permite invocar la configuración de una concausalidad entre el hecho del Estado y el hecho de la víctima en el origen del daño demandado, puesto que se reitera, de una parte, la entidad demandada, a pesar de cumplir con las funciones que le son propias, le generó a los habitantes de las veredas del corregimiento de San José de Apartadó un riesgo con los combates que trabó en la zona, el cual le era previsible que se concretara incluso después de finalizado dichos enfrentamientos y, de otro lado, ese riesgo aumentó y terminó por realizarse en el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, debido a su comportamiento sumamente descuidado en la manipulación del artefacto explosivo que encontró, punto en el que si bien no se le podría haber exigido que supiera como se detonan ese tipo de elementos, si le era demandable que se alejara del mismo y pidiera la intervención de las autoridades.

12   Como corolario de todo lo expuesto, si bien es posible imputar el daño objeto de la demanda a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, puesto que dicha entidad sometió al señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda a un riesgo que no estaba obligado a soportar y que se materializó en su fallecimiento, lo cierto es que fue la propia conducta de la víctima la que mayoritariamente incidió en la producción del menoscabo que padeció y por consiguiente, la Sala declarará su responsabilidad patrimonial, pero reducirá la indemnización que se procederá a determinar en un 70%, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2357 del C.C. referido.

VI. Liquidación de perjuicios
13   Se observa que el extremo activo de esta litis solicitó en el escrito inicial, el pago de una indemnización pecuniaria por concepto de perjuicios morales en el equivalente a 600 smmlv a favor de cada uno de los demandantes, en sus calidades de padres y hermanos de la víctima.
13.1   Al respecto, la Sala tiene por demostradas las calidades invocadas en el presente asunto por los accionantes, esto es, que los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda son los padres del Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda (copia auténtica del registro de nacimiento del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda; f. 76, c. 1), y que Luis Alfredo Sepúlveda Sepúlveda, Marta Cecilia Sepúlveda Sepúlveda, Mary Luz Sepúlveda Sepúlveda, Edilma Sepúlveda Sepúlveda, Nelson Alfonso Sepúlveda Sepúlveda, Flor Elena Sepúlveda Sepúlveda y Hermina del Socorro Sepúlveda Sepúlveda son sus hermanos (copias de los registros civiles de nacimiento de dichos demandantes, f. 78-84, c. 1), así como también están acreditadas las relaciones de cariño y afecto que existían entre ellos según los testimonios de varios de sus allegados (declaraciones de Libardo Crespo C., Ludis Enit Seña López, Jesús Antonio Rengifo, Ramón Emilio Suga, entre otros; f. 68-70 c. 1), de tal forma que resulta evidente que su fallecimiento les produjo a los demandantes un intenso dolor y congoja, sufrimiento que debe ser resarcido por la parte demandada.
13.2   En consecuencia, comoquiera que se encuentra demostrada la causación de un daño moral a los integrantes de la parte demandante, el cual se deriva de la defunción del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, se condenará a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional a indemnizarlos en el equivalente al 20% del máximo jurisprudencial sugerido para dichos casos -muerte de un ser querido-
, teniendo en cuenta la deducción que corresponde al hecho concurrente de la víctima que se dilucidó.
13.3  De este modo, se debe tener en cuenta que en reciente pronunciamiento, la Sala Plena de esta sección unificó su jurisprudencia con el objeto de establecer los parámetros a tener en cuenta al momento de estimar la cuantía de la indemnización, en los siguientes términos:
Sea lo primero señalar, que procede la Sala a unificar la jurisprudencia en materia de reparación de perjuicios inmateriales; lo anterior, por cuanto la Sección considera necesario y oportuno determinar los criterios generales que se deben tener en cuenta para la liquidación del mencionado perjuicio.
La parte actora solicita el reconocimiento de perjuicios morales en el equivalente en moneda nacional a 2.000 gramos de oro fino, para cada uno de los demandantes o quien o quienes sus derechos representen.

Así las cosas, tenemos que el concepto de perjuicio moral se encuentra compuesto por el dolor, la aflicción y en general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra, etc., que invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo. 

En consecuencia, para la reparación del perjuicio moral en caso de muerte se han diseñado cinco niveles de cercanía afectiva entre la víctima directa y aquellos que acuden a la justicia calidad de perjudicados o víctimas indirectas, los cuales se distribuyen así:  

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes o estables). A este nivel corresponde el tope indemnizatorio de 100 SMLMV. 

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva propia del segundo grado de consanguinidad o civil (abuelos, hermanos y nietos). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 50% del tope indemnizatorio. 

Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 35% del tope indemnizatorio. 

Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 25% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 15% del tope indemnizatorio. 

(…) Así las cosas, para los niveles 1 y 2 se requerirá la prueba del estado civil o de la convivencia de los compañeros. Para los niveles 3 y 4, además, se requerirá la prueba de la relación afectiva, y finalmente, para el nivel 5 deberá ser probada la relación afectiva (subrayado del original)
.
13.4  En consecuencia, por concepto de perjuicios morales y con miramiento en los anteriores lineamientos, a los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda se les reconocerá el equivalente a 30 smmlv, para cada uno, y a los señores Luis Alfredo Sepúlveda Sepúlveda, Marta Cecilia Sepúlveda Sepúlveda, Mary Luz Sepúlveda Sepúlveda, Edilma Sepúlveda Sepúlveda, Nelson Alfonso Sepúlveda Sepúlveda, Flor Elena Sepúlveda Sepúlveda y Hermina del Socorro Sepúlveda Sepúlveda se les concederá la suma equivalente a 15 smmlv, en favor de cada uno. 

14   En cuanto a la indemnización de perjuicios materiales, los accionantes pidieron el resarcimiento del lucro cesante que los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda percibieron con ocasión de la muerte del señor Carlos Sepúlveda Sepúlveda (i) directamente, en consideración a que éste les colaboraba económicamente, y (ii) indirectamente, dado que a raíz de su fallecimiento sufrieron de estrés postraumático, de depresión y de un trauma emocional que les produjo una pérdida de capacidad laboral que les impidió retomar sus labores. 

14.1   Conviene aclarar que para efectos de indemnizar el perjuicio en estudio, es necesario que el interesado acredite su causación de conformidad con la carga probatoria que le asigna el ordenamiento jurídico. No obstante, en cuanto al primer tipo de lucro cesante solicitado en el sub judice, cuando no se demuestra la forma en que dicho detrimento se constituye, esta Corporación se ha fundamentado en reglas de la experiencia y de la lógica para inferir tanto su existencia como su cuantificación
.

14.2   Ciertamente, en los casos en los que se demanda la reparación de los perjuicios derivados de la muerte de una persona, cuando el solicitante no prueba que hubiese percibido una suma de dinero o una contribución económica específica de manera periódica proveniente de la persona que falleció, pero es posible deducir que ello ocurría debido al estado de necesidad de aquél y al correlativo deber de prestarle auxilio de éste, vínculo obligacional que es factible dilucidar a partir de ciertas relaciones familiares y para lo que se ha invocado el derecho de alimentos regulado por los artículos 411 y siguientes del Código Civil
, tal situación se deduce, siempre y cuando la aplicación de esas reglas y lucubraciones no se encuentre inhabilitada por elementos de prueba que obren en su contra. 

14.3   Al respecto, si el lucro cesante que pide un demandante consiste en haber dejado de percibir un ingreso económico que usualmente le era otorgado por una persona que murió, y no se allega medio probatorio alguno que acredite que esa circunstancia se presentaba continuamente de tal forma que se pudiera señalar que la misma se hubiese mantenido en el tiempo de estar viva la víctima
, es necesario que la inferencia de que ello ocurría y que se construye a partir de las reglas de la experiencia y de la lógica señaladas no tenga un medio probatorio que la desvirtúe, puesto que de ser así, el menoscabo en análisis sería inexistente y por lo tanto, no podría salir avante su indemnización.
14.4   Con observancia de lo anterior y de la importancia que adquieren los medios probatorios para efectos de poder establecer con certeza el perjuicio en comento, máxime cuando se está frente a la prolongación en el tiempo de una situación que si bien pudo existir cesó con ocasión del fallecimiento de la víctima, lo que hace difícil prever su extensión temporal ante las diferentes vicisitudes que se habrían podido presentar -ver nota 103-, esta Corporación ha colegido que cuando los padres demandan el perjuicio en comento a raíz de la defunción de uno de sus hijos, si bien es factible colegir que esa ayuda se prestaba, ello sólo es viable, en principio, desde el momento en que dicho hijo hubiera adquirido capacidad productiva hasta el cumplimiento de sus 25 años edad, toda vez que se ha estimado que en esa edad las personas usualmente deciden independizarse y formar un hogar aparte del de sus padres, haciéndoseles imposible continuar prestándoles ayuda.

14.5   Sin perjuicio de lo expuesto, se ha colegido que cuando se encuentre fehacientemente demostrado que la víctima ayudaba a sus ascendientes antes de la ocurrencia de su muerte, le es posible al operador judicial considerar que dicha situación se mantendría en el tiempo más allá de la edad mencionada, siempre que se encuentren demostradas circunstancias que permitan inferir que ello realmente habría sucedido de encontrarse aquél con vida, lo que ocurre a modo de ejemplo, cuando está probado el estado de necesidad o invalidez de dichos parientes. En este sentido, se ha señalado: 

En el sub lite, no se demostró que la víctima tenía a su cargo el sostenimiento económico de la demandante, quien actúa en calidad de madre del fallecido. Vale destacar que en relación con el reconocimiento del lucro cesante a favor de los padres, en jurisprudencia que ahora se reitera, se ha dicho que se presume que los hijos ayudan a sus padres hasta la edad de veinticinco años, en consideración “al hecho social de que a esa edad es normal que los colombianos hayan formado su propio hogar, realidad que normalmente impide atender las necesidades económicas en otros frentes familiares”
. Además, se ha considerado que cuando se prueba que los padres recibían ayuda económica de sus hijos antes del fallecimientos de éstos, la privación de ésta tendría un carácter cierto y se ha presumido que la misma habría de prolongarse en el tiempo, más allá de la edad referida de los hijos, a condición de que se reúnan algunas circunstancias que permitieran afirmar tal presunción como la necesidad de los padres, su situación de invalidez, la condición de hijo único
 
.
14.6  Respecto de los parámetros señalados para entender plausible la ayuda que el hijo difunto le proporcionaría a sus padres, aún luego de cumplir la edad de 25 años, esta Sala ha entendido que el hecho de que el occiso tenga otros hermanos que también puedan velar por aquéllos no conlleva a desconocer o a desvirtuar la prolongación en el tiempo de dicho apoyo económico, sino que solamente influye en el cálculo y el monto a indemnizar, puesto que se puede aseverar que a partir del momento en que los hermanos adquieren capacidad productiva, éstos también deben colaborar con el mantenimiento de sus progenitores necesitados, lo que ineludiblemente implica que la ayuda a la que estaba acostumbrado u obligado el occiso y de la cual se derivaría el monto del resarcimiento correspondiente, debe verse reducido. Así lo entendió esta Subsección, de la siguiente manera:

En lo que tiene que ver con los daños materiales por lucro cesante, en el litigio se demostró que el señor Manuel Edgardo Álvarez Silva prestaba ayuda económica a su madre –Ana Adelina Silva Díaz- y a su hermana menor –Kimberly Alejandra Álvarez Silva-, punto frente al cual son unívocos los testimonios cuya reseña se hizo en los párrafos 9.12 y 9.13 de los hechos probados. Por el contrario, en ninguno de los medios de prueba se señala que el occiso prestara apoyo monetario a su padre o a sus dos hermanos mayores respecto de quienes, en su condición de personas adultas y en edad laboral, se presume que podían procurarse el propio sostenimiento. En el proceso tampoco se demostró que el fallecido, antes de la ocurrencia del daño, ganara alguna suma concreta por la actividad económica que desempeñaba –ver párrafo 9.12 de los hechos probados-, razón por la cual será procedente efectuar el cálculo del lucro cesante, como si el difunto devengara el salario mínimo ($589 500)
, suma a la que debe adicionarse el 25% por las prestaciones sociales que debía percibir, hecho lo cual deberá sustraerse el 25% que se presume utilizaba para sus gastos personales, operación de la cual se obtiene la suma de $ 552 656,25, la cual se dividirá por mitades en atención a que son dos las causahabientes –madre y hermana- que se beneficiarán de la indemnización materia de estudio. Con ello que se obtiene como ingreso base de liquidación la suma de $276 328,125. La contribución económica del occiso –Manuel Edgardo Álvarez Silva- hacia su hermana y madre está limitada en función del aporte proporcional que les corresponde a los demás hermanos, equivalente a una tercera parte de sus ingresos, por tratarse de tres hermanos en edades productivas
, con lo cual se obtiene como renta liquidable la suma de $92 109,375
.

14.7 En el caso concreto, se encuentra acreditado que para el momento de fallecimiento del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, éste contaba con 29 años de edad -nació el 6 de abril de 1977 según la copia de su registro civil de nacimiento-, y según el dicho de los testigos allegados a su familia no se encontraba casado; todavía vivía con sus padres y hermanos -a pesar de que no señalaron cuáles de ellos vivían todavía en la casa paterna-, y le ayudaba a su padre con la finca de su propiedad y, en algunas ocasiones, le daba cierto aporte económico a partir de lo que ganaba realizando diferentes labores en el campo (declaraciones de Libardo Crespo C.
, Jesús Antonio Rengifo
, Ramón Emilio Suga
, Jorge Eleazar Bedoya
, Marula Guaca Murcia y Germani Tuberquia Valderrana; f. 68-70, 79-81, c. 1).

14.8   Adicionalmente, se demostró que para la fecha de defunción del referido señor Sepúlveda Sepúlveda, sus padres, los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, tenían 67 y 62 años de edad -nacieron el 16 de octubre de 1938 y el 9 de abril de 1944, según la copia del certificado de registro civil de nacimiento del primero, y la información relacionada en el dictamen psicológico practicado en el plenario, en el cual se confirma la fecha de nacimiento del señor Sepúlveda Osorio y se relaciona la de la señora Sepúlveda de Sepúlveda-, y sus hermanos ya habían cumplido la mayoría de edad, con excepción de Luis Alfredo Sepúlveda Sepúlveda, quien adquirió los 18 años de edad alrededor de un mes después de la defunción de Carlos Alberto -nació el 13 de junio de 1988, según la copia de su registro civil de nacimiento- (copias de los registros civiles de Carlo Antonio Sepúlveda Osorio, Luis Alfredo Sepúlveda Sepúlveda, Marta Cecilia Sepúlveda Sepúlveda, Mary Luz Sepúlveda Sepúlveda, Edilma Sepúlveda Sepúlveda, Nelson Alfonso Sepúlveda Sepúlveda, Flor Elena Sepúlveda Sepúlveda y Hermina del Socorro Sepúlveda Sepúlveda, y dictamen pericial practicado durante el trámite de la primera instancia; f. 77-84, 581-596, c. 1).
14.9   No obstante lo anterior, los demandantes Carlos Antonio y Ana Aminta, en un estudio psicológico que se les practicó durante el iter procesal, aseveraron que desde la muerte de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, Luis Alfredo lo remplazó en la colaboración que aquél le brindaba a su padre en las tareas del campo, y manifestaron que el resto de sus hijos ya se habían independizado, narración de sus circunstancias que se pueden valer como un confesión de que (i) el apoyo brindado por el señor Sepúlveda Sepúlveda fue asumido por su hermano menor justo después de su muerte; (ii) sólo Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda y Luis Alfredo Sepúlveda Sepúlveda convivían con sus padres, y (iii) sus hermanos no dependían del aquél -ver párrafos 7.6 a 7.8- (dictamen psicológico practicado en primera instancia: f. 581-590, c. 1)
.

14.10   Con observancia de todo lo expuesto, la Sala puede concluir que para el instante de su muerte, el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda le colaboraba con su trabajo y económicamente a sus padres y, teniendo en cuenta (i) su calidad de trabajador arduo; (ii) que todavía le ayudaba a sus progenitores pese a haber cumplido la edad de 25 años, especialmente porque vivía con ellos, y (iii) que ya entraban en una edad avanzada y vivían del campo, es posible colegir que dicha ayuda se habría extendido en el tiempo, de manera que se encuentra demostrada la causación del lucro cesante demandado.

14.11   Ahora bien, dado que no se probó el porcentaje de los ingresos en los que el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda distribuyó y seguiría destinando para colaborarles a los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, la Sala debe establecer dicho porcentaje en equidad y de conformidad con las reglas de la experiencia, para lo que se debe tener en cuenta que:

(i) la jurisprudencia de esta Corporación no ha fijado un criterio unívoco en los casos de ayuda monetaria de un hijo a sus padres, puesto que en ocasiones se reconoce que, inicialmente, esa colaboración versaría sobre un 75% de los ingresos del difunto, mientras que en otras se entiende que sería sobre un 50%
,

(ii) en el caso concreto, los padres del difunto no dependían totalmente de él, puesto que a pesar de que algunos testimonios indicaron que aquél los mantenía a todos -incluyendo a sus hermanos, a favor de quienes no se pidió el resarcimiento del perjuicio en análisis-, otros afirmaron que ello no era así, en tanto él simplemente le ayudaba a su padre con su finca y colaboraba esporádicamente con sus ingresos -sin determinar un quantum, lo que también fue admitido por los señores Sepúlveda Osorio y Sepúlveda de Sepúlveda-; 

(iii) no obstante el señor Carlos Alberto aún vivía con sus progenitores, lo cierto es que dicha situación habría podido variar en cualquier momento, dado que para el instante de su fallecimiento ya había sobrepasado una edad en la que jurisprudencialmente se entiende que las personas conforman su propio hogar -29 años de edad-, máxime cuando sus padres indicaron que tenía novia, y 

(iv) sin perjuicio de que en plenario no existen medios probatorios que den cuenta de los aportes de sus 8 hermanos al hogar de sus padres, no se puede soslayar que ello también era su obligación ante la avanzada edad de éstos, más aún cuando subsistían de la tierra.

14.12   Con fundamento en las anteriores razones y de conformidad con algún sector de la jurisprudencia, en el evento de que se considerara que el señor Sepúlveda Sepúlveda, en un principio, le debía otorgar inicialmente a sus padres el 75% de sus ingresos -quedándose para sí con un 25% de lo que percibiera-, no se debe olvidar que esa carga que se debía repartir entre sus hermanos de manera equitativa y, por consiguiente, a cada uno le correspondería el equivalente a un 8,3% de tales ingresos
. Sin embargo, teniendo en cuenta que se encuentra demostrado que el difunto velaba especialmente por sus padres, la Sala considera razonable establecer que el monto de dicha ayuda era superior al de sus hermanos y, por consiguiente, inferir que les continuaría otorgando un 15% de sus ingresos, porcentaje que será tenido en cuenta para determinar las sumas a indemnizar por el lucro cesante que les representó su muerte.

14.13   De otra parte, no obstante en la mayoría de los testimonios que se rindieron en el proceso se afirmó que el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda devengaba la suma de $12 000 diariamente, sus dichos al respecto no tiene la potencialidad de dar por acreditado esa circunstancia, pues la misma no les constaba y en cualquier caso, no se aportaron otros medios de prueba que soportara su meras aseveraciones, por lo que, para calcular el monto a resarcir, se utilizará el salario mínimo mensual legal vigente, el cual corresponde a la suma de $737 717, monto que se incrementará en un 25% correspondiente a las prestaciones sociales que debía percibir, de cuyo total solamente le daba a sus padres un 15%.
14.14   Ahora bien, para la liquidación de este monto indemnizatorio se tendrán en cuenta los criterios fijados en la reciente sentencia de unificación proferida el 22 de abril de 2015 por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en la que se dijo que “a los integrantes del grupo familiar que dejaron de percibir la ayuda económica del fallecido se les liquidará el lucro cesante con el acrecimiento al que tienen derecho, por el hecho de extinguirse la ocurrencia de cada uno de los demás miembros que limitaba la participación de los recursos destinados a la satisfacción de las necesidades del núcleo familiar”
, lo que implicó una variación de las reglas que venía utilizando la jurisprudencia para la liquidación del tipo de daño al que se alude en el presente acápite. La indemnización comprende, en todo caso, un periodo relacionado con el lucro cesante debido o consolidado, y otro atinente al lucro cesante futuro.
14.15   Al liquidarse el lucro cesante debido o consolidado y futuro debe tenerse en cuenta que para el 18 de julio de 2006, fecha de la muerte de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, dicha persona tenía 29 años. De ello se deduce que al antes nombrado le quedaban 47,20 años de vida probable; que a su padre Carlos Antonio Sepúlveda Osorio, que contaba con 67 años, le quedaban 14,61 años de vida; y que a su madre Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, quien tenía 62 años, le quedaban 19,20 años de vida probable
.
14.16   Siendo así, su madre habría recibido ayuda durante más largo tiempo, comoquiera que su expectativa de vida es mayor que la del padre del difunto. Entonces, el tiempo máximo (Tmax) a liquidar será de 19,20 años, o sea, 230,4 meses de vida probable de la madre del fallecido pues, desde un punto de vista probabilístico, habría vivido más que el padre de Carlos Alberto, pero menos que éste de no haberse concretado el hecho dañoso. De los 19,20 años ya se han consolidado (Tcons) 10,86 años -130,43 meses-, contados desde el 18 de julio de 2006 hasta la época de expedición del presente fallo en mayo del año 2017. Con ello quedan como futuros 99,97 meses.
14.17   Entonces, durante los primeros 10,86 años que corresponden al período consolidado del lucro cesante, esto es, mientras se expidió el presente fallo, se asignará la renta por partes iguales a los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda. Por su parte, en el lapso futuro del lucro cesante a indemnizar, se da un primer interregno de 3,75 años -45 meses- (Pd1), hasta la finalización de la época de vida de probable del señor Sepúlveda Osorio, cuyo resultado también se repartirá en partes iguales. Finalmente, durante los siguientes 4,58 años -55,06 meses-, hasta la fecha de terminación de la vida probable de la señora Sepúlveda Sepúlveda, ella recibirá la totalidad de la indemnización que se determine. 
14.18   Todo lo anterior se hará con fundamento en el porcentaje de los ingresos que el difunto le otorgaría a sus padres de continuar con vida, dado que se reitera, ya se encontraba en una edad en la que en cualquier momento podía formar otro hogar y que habían otros hermanos que debían ayudarle a sus padres. Asimismo, no se debe olvidar que luego de establecer las sumas que en principio deberían recibir los padres del occiso, se descontará el porcentaje que se determinó con ocasión de la configuración del hecho de la víctima.
14.19   De esta manera, se advierte que la suma que el señor Sepúlveda Sepúlveda destinaría a sus padres, de conformidad con el salario mínimo legal vigente aumentado en las prestaciones sociales respectiva, equivale a 138 321,93. 
14.20   Con este valor se calcula la renta dejada de percibir por el fallecido durante el tiempo consolidado, así:
Rc = Ra * [(1+i)n-1] ÷ i

Donde i = al interés mensual legal (0,004867); n = Tcons = 130,43 meses

Rc = 138 321,93 * [(1 + 0,004867)130,43-1] ÷ 0,004867 = $25 116 421, 89

14.21   Se tiene, entonces, que durante el tiempo consolidado (130,43 meses) los padres del fallecido dejaron de percibir una renta total de $25 116 421.
14.22   Por su parte, se calcula la renta dejada de percibir por los parientes del fallecido, si este viviese, durante el tiempo futuro, así:
Rf = Ra * [(1 + i)n - 1] ÷ [i * (1 + i)n] 

Donde: i = al interés mensual legal (0,004867) y n = (Tfut) = 99,97 meses.

Rf = 138 321,93 * [(1 + 0,004867)99,97 - 1] ÷ [0.004867 * (1 + 0,004867)99,97]

Rf = $10 928 566,47

14.23   O sea que durante el tiempo futuro (99,97 meses), los padres de la víctima dejaron de percibir una renta total de $10 928 566,47, que el fallecido, si viviese, les habría destinado.
14.24   Ahora bien, se procede al cálculo del lucro cesante con acrecimiento para cada uno de los actores beneficiarios, distribuyendo los valores de la renta calculada en los periodos de acrecimiento, tal como pasa a explicarse.
14.25   En el período consolidado a indemnizar, es decir, los primeros 10,86 meses, basta con repartir en partes iguales la renta total de ese período, correspondiente a $25 116 421, de tal forma que a cada uno de los señores Carlos Alberto Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, en un comienzo, se les debería reconocer la suma de $12 558 210,5 por concepto de lucro cesante consolidado.
14.26   De otro lado, al liquidarse el lucro cesante futuro, se tiene en cuenta el periodo entre la expedición del presente fallo y la fecha en que el señor Carlos Antonio Sepúlveda Osorio probabilísticamente llegará al límite de su vida probable, lo que como se advirtió, arroja como resultado un periodo (Pd1) de 45 meses. Por ese periodo, la renta (Vd) se determina así:
Vd = (Rf ÷ Tfut) * Pd1

Vd = ($10 928 566,47 ÷ 99,97) * 45

Vd = $4 919 330,71

14.27   El valor de la renta futura que se distribuiría en el primer periodo (Pd1), de 45 meses, es de $4 919 330,71, de los cuales se hace una división en partes iguales entre los progenitores de la víctima, por lo que a cada uno le correspondería, en principio, la suma de $2 459 665,35.
14.28   Finalmente, se impone abordar el lapso faltante hasta la fecha probable de muerte de la señora Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, lo que arroja como resultado un periodo (Pd2) de 55,06 meses. Por este periodo la renta (Vd) se determina así:
Vd = (Rf ÷ Tfut) * Pd1

Vd = ($10 928 566,47 ÷ 99,97) * 55,06

Vd = $6 019 074,42

14.29   El valor de la renta futura que se otorgaría en el segundo periodo, de 55,06 meses, es de $6 019 074,42, cifra que le correspondería en su totalidad a la madre de la víctima, esto es, a la señora Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda.
14.30   Ahora bien, la sumatoria de las indemnizaciones antes determinadas por concepto de lucro cesante -tanto consolidado como futuro- arrojaría como resultado a indemnizar, la suma de $15 017 875,85 a favor del señor Carlos Alberto Sepúlveda Osorio, y la cifra de 21 036 950,27 en beneficio de la señora Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda. 
14.31   Sin perjuicio de todo lo expuesto, se recuerda que por la intervención de la propia víctima en el daño que soportó, las anteriores cifras deber ser reducidas en un 70%, de manera que, por concepto de lucro cesante, al señor Carlos Alberto Sepúlveda Osorio sólo se le reconocerá la suma de $4 505 362,75, mientras que a la señora Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda únicamente se le indemnizará con la suma de $6 311 085,08. 

14.32   De otro lado, en cuanto a la indemnización del lucro cesante que dichos actores solicitaron con ocasión de que sufrieron una pérdida de capacidad laboral a raíz de la muerte de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, la Sala advierte que tales perjuicios no fueron acreditados adecuadamente y por consiguiente, no resulta factible ordenar su reparación.

14.33   Al respecto, no se debe olvidar que los accionantes referidos aseveraron que debido al fallecimiento de su hijo, sufrieron de diferentes enfermedades mentales consistentes, especialmente, en estrés postraumático y depresión, padecimientos que afectaron su capacidad de trabajo al punto que no pudieron retomar sus labores cotidianas y en consecuencia, solicitaron que dicha pérdida de capacidad laboral les fuese resarcida. 

14.34   Ahora bien, con el objeto de acreditar la causación de los detrimentos en cuestión, los demandantes solicitaron la práctica de un dictamen pericial de carácter psicológico (efectuado por un psicólogo y psicoterapeuta; f. 581-596, c.1), para determinar sus patologías y establecer si las mismas provenían del fallecimiento del señor Sepúlveda Sepúlveda. Sobre la valoración de este tipo de elementos de convicción, se ha establecido:

3.5.1 Ha dicho la Sala que para que el dictamen pericial pueda tener eficacia probatoria se requiere que: (i) el perito informe de manera razonada lo que de acuerdo con sus conocimientos especializados sepa de los hechos; (ii) su dictamen sea personal
 y contenga conceptos propios sobre las materias objeto de examen y no de otras personas por autorizadas que sean, sin perjuicio de que pueda utilizar auxiliares o solicitar por su cuenta el concurso de otros técnicos, bajo su dirección y responsabilidad; (iii) que el perito sea competente, es decir, un verdadero experto para el desempeño del cargo; (iv) que no exista un motivo serio para dudar de su imparcialidad; (v) que no se haya probado una objeción por error grave; (vi) que el dictamen esté debidamente fundamentado y sus conclusiones sean claras firmes y consecuencia de las razones expuestas; (vii) que sus conclusiones sean conducentes en relación con el hecho a probar; (viii) que se haya surtido la contradicción; (ix) que no exista retracto del mismo por parte del perito; (x) que otras pruebas no lo desvirtúen y (xi) que sea claro, preciso y detallado, es decir, que dé cuenta de los exámenes, experimentos e investigaciones efectuadas, lo mismo que de los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones
.

 El artículo 241 del C.P.C. señala que el juez al valorar o apreciar el dictamen de los peritos tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso. Con esto se quiere significar que el juez es autónomo para valorar el dictamen y verificar la lógica de sus fundamentos y resultados, toda vez que el perito es un auxiliar de la justicia, pero él no la imparte ni la administra, de manera que, como con acierto lo ha concluido la doctrina, el juez no está obligado a “…aceptar ciegamente las conclusiones de los peritos, pues si ello fuese así, estos serían falladores…”
. En suma, el juez está en el deber de estudiar bajo la sana crítica el dictamen pericial y en la libertad de valorar sus resultados; si lo encuentra ajustado y lo convence, puede tenerlo en cuenta total o parcialmente al momento de fallar; o desechar sensatamente y con razones los resultados de la peritación por encontrar sus fundamentos sin la firmeza, precisión y claridad que deben estar presentes en el dictamen para ilustrar y transmitir el conocimiento de la técnica, ciencia o arte de lo dicho
.
 
14.35   Se debe destacar que si bien en el estudio aludido se determinó que la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda le generó a sus padres, en especial a Carlos Antonio Sepúlveda Osorio, sendos trastornos adaptativos mixtos de angustia y estado de ánimo deprimido, dicho estudio (i) no fue concluyente en el sentido de que ello afectara sus capacidades laborales, puesto que inicialmente lo manifestó como una mera posibilidad al señalar que podía llegar a “afectar sus compromisos cotidianos”, para lo que sugirió que los accionantes mencionados recibieran un tratamiento psicológico, y (ii) no obstante ulteriormente y de forma contradictoria realizó una aseveración en ese sentido, de dicha deducción no se aportó soporte adicional alguno, y ni siquiera se abordó expresamente a lo largo del estudio. 

14.36   De otra parte, se debe tener en cuenta que señaló que ambos demandantes, de conformidad con su edad, tenían funciones mentales y cognitivas adecuadas, y si bien se mencionó que los trastornos referidos surgieron a partir de la muerte indicada, la Sala no pierde de vista que a lo largo de todo el informe se resaltó que la ansiedad y la depresión sufrida por los accionantes también tenían su fuente en sus experiencias personales anteriores, en el rol que le asignaron a su hijo Carlos Alberto mientras estuvo con vida, y en sus actuales condiciones económicas, dado que (i) crecieron en ambientes de muchas necesidades; (ii) el señor Sepúlveda Osorio le tenía un temor especial a los muertos y sufría de problemas de memoria no relacionados con la muerte de su hijo -al igual que algunos miembros de su familia-; (iii) la señora Sepúlveda de Sepúlveda perdió a su padre en una etapa temprana de su niñez, (iv) ambos consideran que tienen problemas económicos, especialmente el señor Sepúlveda Osorio, quien padece de temores en cuanto a la satisfacción de sus necesidades primarias derivadas de su situación económica en general y de su edad, y (v) veían al occiso como un apoyo irremplazable, lo que no necesariamente era cierto. 

14.37   De esta manera, en el análisis efectuado se tendió a señalar que a partir de las anteriores circunstancias, la muerte de Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda desató en los demandantes en comento los padecimientos de adaptación que presentaron, los que de continuar ampliando el rol del difunto sin hacer un duelo real por su muerte, se estarían viendo afectados en los diferentes aspectos de sus vidas como el familiar y el laboral -última conclusión que se itera, se realizó de manera general y sin abordar detalladamente y con fundamentos cada uno de esos ámbitos-. Al respecto, de la prueba en comento conviene destacar los siguientes apartes (dictamen pericial; f. 581-596, c. 1):

INFORME PSICOLÓGICO DEL SEÑOR CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO DE 71 AÑOS.

(…) Motivo de consulta personal: “Yo reclamo que nos puedan ayudar. Soy muy pobre”.
(…) Su infancia no fue muy buena como él mismo lo dice por la pobreza u las circunstancias: “sufrí mucho por la pobreza, papá y mamá, todos porque no había alimentos suficientes, por lo cual no estudié (…).

Malestares somáticos o psíquicos antes y durante su adolescencia:

El señor Carlos Antonio empezó su vida laboral antes de su adolescencia. La situación económica de sus padres lo obligó a abandonar la escuela al segundo año para contribuir a la manutención de sus hermanitos (…) Durante este tiempo tuvo algunas afecciones (enfermedades) ya relacionadas al principio como los nervios frente a un muerto, lo que le causaba desmayo por la sensación de pánico (…).

Puesto y rol que desempeñaba en el hogar el joven Carlos Alberto.

El hijo Carlos Alberto tenía el papel o rol de ayudar con su trabajo al sostenimiento de la casa, junto a su padre. Tal era la tradición familiar, inducida por el acoso de la pobreza, como se puede observar en los legados de los ancestros de esta familia y en general en las costumbres antioqueñas. Era el puesto y lugar que ocupaba este joven en la estructura familiar. Al romperse ésta por la muerte del joven Carlos Alberto, necesariamente ocurre la crisis que aún no se supera, como se observa en el siguiente aparte de Don Carlos padre: “A mí no se me olvidará nunca. Un hijo recto delante Dio y de uno, hacía lo que uno le dijera. En este momento el menor está ahí conmigo; él es querido, amable, pero nunca como el otro. Este tiene uno que estar diciéndole, el otro sabía lo que tenía que hacer. Este es joven, el otro experto en todo”. El menor al cual se refiere Don Carlos Antonio es su hijo le señor Luis Alfredo de 20 años, quien vive con ambos padres y trabaja “por ahí” sustituyendo al joven Carlos Alberto. (…) Como se observa esta familia ha entrado en un juego psicológico de roles donde el hijo difunto siempre será irremplazable, especialmente para el padre, según se colige del anterior párrafo. Dicho juego impide que otro miembro de la familia tome el lugar del difunto por esos de los papeles legados que se conservan aunque hayan muerto sus depositarios.
(…) Manifestaciones psicológicas que tuvieron lugar una vez se conoció la muerte del joven Carlos Alberto.

Como consecuencia de la noticia de la muerte del joven Carlos Alberto, la familia, especialmente los padres, en este caso Don Carlos Antonio, entraron a una fase de angustia, desesperanza y horror intenso característica de un estado de estrés post-traumático (…) Tal estado de angustia se ha mantenido posteriormente a los hechos, en el caso de Don Carlos Antonio, en un trastorno adaptativo mixto de angustia y estado de ánimo deprimido: “yo pensaba que por qué nos tenía que pasa eso; muy triste. Me puse a pedirle al señor que nos diera valor, que el primer hijo que le pasó ese cacho. Aún lo veo en la foto y me siento muy mal (llora)”.

En la actualidad: 

El señor Carlos Antonio Sepúlveda Osorio tiene como guía de vida sus compromisos religiosos tanto en su matrimonio, como en sus amistades o en sus diferentes actividades laborales. Ejerce aún el oficio de agricultor y jornalero. Está inquieto sobre su vejez ya que no gusta arrimarse a ningún hijo para que le ayuden sino buscar su propio sostén. Para ello le colabora su hijo menor, Luis Alfredo, de 20 años. Sin embargo continúa recordando al mayor Carlos Alberto de 28 año, porque él si era guapo y bueno para el trabajo y el que más le ayudaba y tenía experiencia.
(…) Resumen: (…) Mostró comportamiento normal adecuado a sus circunstancias personales.

- Se le encontró con atención adecuada, lenguaje normal en curso y contenido. Su examen mental revela una disminución de la memoria que no lo afecta en su desempeño laboral ni familiar, ni tampoco en su vida cotidiana, y que es posiblemente producto de la inadecuada alimentación, falta de vitaminas, y de su edad, pero no atribuible exclusivamente a un proceso de demencia. Es de advertir que estos síntomas tienen más de siete años como él mismo dice, o sea que empezaron a ocurrir antes de la muerte de su hijo (…) Es interesante una revisión neurológica. Dicha carencia se presenta igualmente en algunos de sus familiares. 

- Sin embargo si presenta actualmente un trastorno adaptativo mixto de angustia y estado de ánimo deprimido a raíz de la muerte de su hijo, que incluso puede influir en el rendimiento de su memoria y de sus compromisos cotidianos.
- Sobre todo se observa en el grupo familiar una disfunción producto del recuerdo que guardan del joven muerto (…) disfunción que es necesario corregir y tratar a nivel de terapia de duelo y familiar conjunta, junto a una reparación como rito simbólico de transición a nuevo ordenamiento” 

ANÁLISIS DE LAS PRUEBAS PRSICOLÓGICAS:

Test de la Figura Humana H.T.P.
(…) Se observa igualmente ansiedad, depresión frente a sus posibilidades humanas, e incluso laborales (región, piernas, manos)
(…) Cuestionario desiderativo C.D.

(…) De lo cual se desprende que el señor mantiene actualmente el uso de sus facultades mentales normales de acuerdo a su edad y condición social.

Test de Apercepción Temática TAT

(…) En esas historias se observa con nitidez la frustración entendida como obstáculo a la satisfacción libidinal de una persona sometida al hambre y al frío. Como no se pueden satisfacer las necesidades primarias dada la falta de recursos económicos, se recurre a una sublimación: la paciencia para que Dios recompense.
(…) INFORME PSICOLÓGICO DE LA SEÑORA ANA AMINTA SEPÚLVEDA GIRALDO DE 65 AÑOS DE EDAD.
(…) Motivo de consulta personal: 
“Yo reclamo que nos puedan ayudar. Soy muy pobre”. 

(…) Sobre la muerte de Carlos Alberto

La señora cuenta con algunas amigas, trabaja en su casita, y dice sufrir de dolores de cabeza, del estómago, de pesadillas y de tristeza sobre todo cuando recuerda la muerte de su hijo: “Yo no pude verlo (…) Lloramos todos, yo ni comía, no tenía aliento para nada. Pensaba ¿Por qué nos tenía que pasar esto? Muy triste, Me puse a pedirle al señor que nos diera valor; el primer hijo que le pasó ese cacho. Aún lo veo en la foto u me siento muy mal (llora)”. Lloro porque siento dolor, no como antes, pero siento”.
¿Proyectos? Seguir trabajando, pedirle a resignación a Dios.

Resumen: (…) Atención adecuada, lenguaje normal, pensamiento lógico y coherente. No se traslucen alteraciones de memoria, tiene conciencia de su propio yo y evalua adecuadamente la realidad. Por lo tanto no presenta actualmente signos de demencia o psicosis.

- En principio se observa que la señora tuvo una infancia difícil consecuencia de las privaciones económicas e incluso afectivas a raíz de la muerte de su padre, que en cierta forma templaron su yo en lo que ella llama resignación matizada de cristianismo.

- Sin embargo a pesar de esta fortaleza yoica, la señora presentó una crisis de angustia en el momento de la muerte de su hijo que con el tiempo devino en el trastorno adaptativo actual con estado de ánimo deprimido que ella ha tolerado, sublimando su tristeza esto es “pidiendo a Dios resignación”, de acuerdo a sus creencias tradicionales, resignación que sin embargo es indispensable tratar como se dijo en el informe sobre su esposo, de manera terapéutica para lograr un efectivo duelo y superar el rol asignado por el padre y la familia al joven muerto (…).

ANÁLISIS DE LAS PRUEBAS PSICOLÓGICAS:

(…) Cuestionario de Deseos C.D.
(…) Significa que la señora posee capacidad simbólica acorde al uso común tiene las palabras elegidas, los razonamientos son coherentes, con ideas directrices, que indican el buen funcionamiento del pensamiento a nivel de su condición socioeconómica.

(…) CONCLUSIONES
2. Se confirma como resultado de las pruebas psicológicas anotadas que la señora Ana Aminta Sepúlveda Giraldo no presenta actualmente procesos que indiquen demencia o alteraciones psicóticas (…)

3. Esas mismas pruebas confirman la presencia de un trastorno adaptativo mixto de angustia y depresión en la señora y de disfunción familiar a raíz de la muerte de su hijo el joven Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, de menor intensidad que el de su esposo el señor Carlos Antonio Sepúlveda Osorio (…).

(…) CONCLUSIONES GENERALES:

Se repite que las siguientes conclusiones son válidas si se ha estudiado todo el informe especialmente los resúmenes.

(…) 3. Ambos esposos y su familia pasaron por una conmoción emocional de angustia y desesperanza característica del estrés post-traumático, con ocasión del a muerte de su hijo el joven Carlos Alberto. Dicho estrés evolucionó con el tiempo a un trastorno adaptativo mixto de angustia y depresión, de mayor intensidad en el señor Carlos Antonio, que requiere de tratamiento psicoterapéutico, y que afecta indirectamente la vida familiar, laboral y de relaciones de la pareja e incluso de la familia al continuar ampliando el rol del difunto como miembro necesario en la familia, sin que haya un real duelo de pérdida.
4. Se hace necesario por lo tanto vehiculizar este obstáculo a través de un tratamiento psicoterapéutico cuya duración depende de diversos factores como la elección del terapeuta, puesta en marcha de una reparación simbólica, y la atención y reconstrucción de los roles familiares. Si ello no es posible, este malestar que es de carácter transitorio puede devenir en un estado de disfunción familiar permanente (se resalta). 

14.38   Con observancia de lo señalado, a partir de la prueba reseñada no resulta factible tener por probado que los demandantes Sepúlveda Osorio y Sepúlveda de Sepúlveda hubiesen visto mermada su capacidad laboral a raíz de la defunción del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, habida cuenta de que no obstante comenzaron a sufrir problemas de adaptación mezclado con un cuadro de depresión, en el mismo estudio psicológico desde un comienzo se señaló que aquélla consecuencia de sus patologías solo era una posibilidad. 

14.39   Igualmente, se debe tener en cuenta que si bien de manera contradictoria se concluyó posteriormente que las patologías aludidas podían estar acarreándoles a los actores afectaciones indirectas en varias esferas de sus vidas, en las que se incluyó la laboral, en tanto (i) siguieran aumentado el rol que tenía el occiso antes de morir y, (ii) no aceptaran verdaderamente su defunción, tales inferencias en relación con el impacto en la vida laboral de los demandantes no se abordaron en detalle, en la medida en que en ninguna parte del estudio psicológico se advirtió de manera concreta que ellos tuvieran algún problema en dicha área o un impedimento para laborar y por consiguiente, tampoco se aportaron elementos a partir de los cuales se hubiese llegado adecuada y lógicamente a esa ilación.

14.40   Por consiguiente, a la luz de la sana crítica, la Sala advierte que la aseveración señalada se trató de una estimación general de lo que le puede suceder a las personas que muestran trastornos adaptativos mixtos de ansiedad y depresión, sin que ello se encuentra verdaderamente acreditado respecto de los señores Sepúlveda Osorio y Sepúlveda de Sepúlveda, toda vez que se reitera, en el informe no se invocaron los fundamentos o los motivos que permitieran colegir que, específicamente, ellos padecieron o iban a padecer limitaciones de índole laboral, aspectos respecto de los que cabe agregar que no se aportaron otras pruebas y por consiguiente, no se podría acceder a la pretensión de la indemnización de su supuesta pérdida de capacidad laboral.

14.41   Finalmente, la Sala extraña que no se pidiera la intervención de la autoridad competente encargada, para determinar si los padecimientos aducidos realmente representaron una disminución de las facultades laborales de los actores, máxime cuando el perito no fue concluyente en ese sentido. Por las razones indicadas, la Sala advierte que denegará la indemnización de los perjuicios de lucro cesante aludidos, en tanto no se acreditó debidamente su causación. 

15   De otro lado, los accionantes solicitaron la indemnización de los perjuicios fisiológicos o de daños a la vida de relación que adujeron padecer como consecuencia de la muerte de su hijo y hermano Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, para lo que manifestaron que debido al profundo dolor que ello les causó, se afectó su manera de relacionarse en su entorno social y familiar, de tal forma que pidieron que a cada uno se les reconocerá la suma equivalente a 400 smmlv.

15.1   En cuanto a las pretensiones aludidas, la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación adoptó el criterio según el cual, cuando los daños relacionados con el goce de la vida o la relación con el mundo exterior provienen de una alteración de la salud -física o psicológica- de quien pide su reparación, ya no es procedente referirse al perjuicio fisiológico, al daño a la vida de relación o, incluso, a las alteraciones graves de las condiciones de existencia, sino que es pertinente hacer referencia a una nueva tipología de perjuicio denominada daño a la salud
, de tal forma que resulta diáfano que la petición indemnizatoria referida se encuadra dentro del detrimento en mención.
15.2   Ahora bien, se debe tener en cuenta que respecto del tipo menoscabo en comento, se sostuvo que tiene dos componentes: “i) uno objetivo determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) uno subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada proporción el primer valor, de conformidad con las consecuencias particulares y específicas de cada persona lesionada” 
. Por su parte, se indicó que se trata de cualquier afectación a la salud, sea física o mental, de manera que comprende, a modo de ejemplo, daños como el estético, el sexual o el psicológico
. Al respecto, se indicó:

Desde esa perspectiva, se insiste, el daño a la salud comprende toda la órbita psicofísica del sujeto. En consecuencia, la tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente manera: i) perjuicio moral; ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico); iii) cualquier otro bien, derecho o interés legítimo constitucional, jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de “daño corporal o afectación a la integridad psicofísica” y que merezca una valoración e indemnización a través de las tipologías tradicionales como el daño a la vida de relación o la alteración grave a las condiciones de existencia o mediante el reconocimiento individual o autónomo del daño (v.gr. el derecho al buen nombre, al honor o a la honra; el derecho a tener una familia, entre otros), siempre que esté acreditada en el proceso su concreción y sea preciso su resarcimiento, de conformidad con los lineamientos que fije en su momento esta Corporación
. 
15.3 Ahora bien, sobre la forma en la que debe ser tasado el daño a la salud, la Sala Plena de la Sección Tercera estableció que se pueden tener en cuenta diferentes variables, a saber (i) la pérdida o anormalidad de la estructura o función fisiológica o psicológica de la persona afectada; (ii) si dicha afectación fue temporal o permanente; (iii) su reversibilidad o irreversibilidad; (v) la restricción o limitación de la capacidad para realizar una actividad normal o rutinaria, o para desempeñar un rol determinado, entre otros aspectos que se demuestre dentro del proceso
. Adicionalmente, mediante la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014
, se acudió a la pérdida de capacidad laboral como parámetro para establecer la indemnización procedente, de la siguiente manera:
Para la reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos en las sentencias de unificación del 14 de septiembre de 2011, exps. 19031 y 38222, proferidas por esta misma Sala, en el sentido de que la regla en materia indemnizatoria, es de 10 a 100 SMMLV, sin embargo en casos de extrema gravedad y excepcionales se podrá aumentar hasta 400 SMMLV, siempre que esté debidamente motivado
. 

Lo anterior, en ejercicio del arbitrio iudice, para lo cual se tendrá en cuenta la gravedad y naturaleza de la lesión padecida, para tal efecto se utilizarán –a modo de parangón– los siguientes parámetros o baremos (se resalta): 

	GRAVEDAD DE LA LESIÓN

	Víctima

	Igual o superior al 50%
	100 SMMLV

	Igual o superior al 40% e inferior al 50%
	80 SMMLV

	Igual o superior al 30% e inferior al 40%
	60 SMMLV

	Igual o superior al 20% e inferior al 30%
	40 SMMLV

	Igual o superior al 10% e inferior al 20%
	20 SMMLV

	Igual o superior al 1% e inferior al 10%
	10 SMMLV


15.4   A pesar de que en el caso concreto no se acreditó que los demandantes hubiesen padecido una pérdida de capacidad laboral, no escapa a la Sala que sí se demostró que la defunción del señor Sepúlveda Sepúlveda contribuyó a que los accionantes Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, debido a sus vivencias como personas, desarrollaran sendos trastornos adaptativos mixtos de angustia y de estado de ánimo depresivo, los que en el dictamen pericial analizado se adujo que requerían de tratamientos psicoterapéuticos para su superación, de manera que es evidente que a ellos se les ocasionó sendos daños a la salud que les deben ser reparados por la parte demandada.

15.5   Ahora bien, conviene aclarar que el hecho de que quien sufra un daño a la salud no soporte o acredite la minoración de su capacidad laboral no significa que no se le pueda resarcir el daño en comento, para lo que la Sala, como ya lo ha hecho en otras ocasiones, acudirá a la equidad para establecer el monto de indemnización procedente
.
15.6   De esta manera, la Sala considera adecuado establecer que el daño a la salud soportado por los accionantes en comento es equiparable a aquellas lesiones que producen un porcentaje de pérdida de capacidad laboral entre un 1% y un 10%, por cuanto de conformidad con el dictamen pericial obrante en el plenario, sus patologías (i) en principio no eran graves, (ii) se trataban de trastornos temporales, y (iii) podían ser superados mediante el desarrollo de terapias psicológicas para reacomodar los roles familiares y para concretar un proceso de duelo adecuado, sin la necesidad de acudir a medicamentos
. En consecuencia, en principio correspondería otorgar a cada uno de los demandantes señalados el equivalente a 10 smmlv, sin embargo, se recuerda que por la configuración de la concausalidad con el hecho de la víctima, únicamente se les podrá reconocer la suma equivalente a 3,33 smmlv a cada uno.
15.7   En relación con los demás accionantes, se advierte que no se acreditó que soportaron el perjuicio en análisis, de tal forma que sus pretensiones en ese sentido serán denegadas. Igualmente, se observa que los accionantes tampoco acreditaron la vulneración de un derecho constitucional o convencionalmente protegido sufrida por ellos directamente -tipología con la que se eliminó completamente de la jurisprudencia contenciosa administrativa el tipo de perjuicio conocido como daño a la vida de relación-, de lo que se sigue que tampoco se les otorgará una indemnización de conformidad con los parámetros sentados por esta Corporación
. 

16   Sin embargo, debido a que el daño objeto de la demanda consistente en la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda se originó en vulneración del derecho internacional humanitario, específicamente en violación del principio de distinción con una munición que dejó de explotar en el marco del conflicto interno armado en Colombia, la Sala establecerá de oficio ciertas medidas para efectos de que se propenda por evitar situaciones como la acaecida en el sub lite.

16.1   De esta forma, en cumplimiento del deber de esta Corporación de prevenir el acaecimiento del daño antijurídico para garantizar que situaciones como la presente no se repitan, de conformidad con la finalidad de la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonales y sobre su destrucción -Convención de Ottawa-, la cual sirvió de fundamento para el documento Conpes n.° 3567 del 2009, relativo a la política nacional de acción integral contra minas antipersonales, municiones sin explotar y artefactos explosivos improvisados, y para el Decreto n.° 1019 de 2015, por medio del cual se adoptaron medidas para la descontaminación del territorio nacional de dichos artefactos, se ordenará que la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, en caso de que aún no lo hubiese hecho, que (i) adopte los protocolos y las medidas que sean necesarias para implementar o acelerar la implementación de los programas de descontaminación de los elementos peligrosos señalados, especialmente en zonas en los que el conflicto armado interno en Colombia hubiese sido exacerbado, claro está, dentro del marco normativo pertinente, y (ii) realice campañas de información mediante las cuales difunda un conocimiento apropiado en cuanto al riesgo de los artefactos señalados, y el comportamiento que deben asumir frente a los mismos los integrantes de la población civil.  
16.2   De otra parte, se dispondrá que se publique la presente sentencia en la página web de la entidad, en su segmento relacionado con el respeto a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. 
16.3   Asimismo, se ordenará remitir copia de esta providencia a la Procuraduría General de la Nación, a la cual le corresponderá hacer el seguimiento de lo ordenado en el párrafo precedente y verificar la efectividad de las medidas tomadas por la parte demandada y los organismos competentes para tal efecto.
VII. Costas

17   De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y como en este caso ninguna de aquellas actuó de esa forma, no se condenará en este sentido.

18  En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

FALLA

REVOCAR la sentencia del 24 de julio de 2013, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia y, en su lugar, se dispone:

PRIMERO: DECLARAR patrimonial y extracontractualmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, por los perjuicios causados a los demandantes con ocasión del fallecimiento del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda. 
SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional a indemnizar a los accionantes, de la siguiente manera:

A favor de los señores Carlos Antonio Sepúlveda Osorio y Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, el equivalente a 30 salarios mínimos mensuales legales vigentes a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, para cada uno, por concepto de perjuicios morales. 

A favor de Luis Alfredo Sepúlveda Sepúlveda, Marta Cecilia Sepúlveda Sepúlveda, Mary Luz Sepúlveda Sepúlveda, Edilma Sepúlveda Sepúlveda, Nelson Alfonso Sepúlveda Sepúlveda, Flor Elena Sepúlveda Sepúlveda y Hermina del Socorro Sepúlveda Sepúlveda, el equivalente a 15 salarios mínimos mensuales legales vigentes a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, para cada uno, por concepto de perjuicios morales.

A favor de Carlos Alberto Sepúlveda Osorio y de Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, las sumas de cuatro millones quinientos cinco mil trescientos sesenta y dos pesos, con setenta y cinco centavos ($4 505 362,75 m/cte) y de seis millones trescientos once mil ochenta y cinco pesos, con ocho centavos ($6 311 085,08 m/cte), respectivamente, por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante.
A favor de Carlos Alberto Sepúlveda Osorio y de Ana Aminta Sepúlveda de Sepúlveda, las sumas equivalentes a 3,33 salarios mínimos mensuales legales vigentes a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, para cada uno, por concepto de daño a la salud.
TERCERO: DENEGAR las restantes suplicas de la demanda.
CUARTO: Como medidas adicionales, ORDENAR que a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército-Nacional realice las siguientes actuaciones, de no haberlas realizado:
(i) Adopte los protocolos y las medidas que sean necesarias para implementar o acelerar la implementación de los programas de descontaminación de los elementos peligrosos señalados, especialmente en zonas en los que el conflicto armado interno en Colombia hubiese sido exacerbado, claro está, dentro del marco normativo pertinente.

(ii) Realice campañas de información mediante las cuales difunda un conocimiento apropiado en cuanto al riesgo de los artefactos señalados, y el comportamiento que deben asumir frente a los mismos los integrantes de la población civil.

(iii) Publique la presente sentencia en la página web de la entidad, en su segmento relacionado con el respeto a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. 

QUINTO: REMITIR copia de esta providencia a la Procuraduría General de la Nación, a la cual le corresponderá hacer el seguimiento de lo ordenado en el párrafo precedente y verificar la efectividad de las medidas tomadas por la parte demandada y los organismos competentes para tal efecto.
SEXTO: Todas las sumas aquí determinadas devengarán intereses comerciales moratorios a partir de la ejecutoria de la sentencia.
SÉPTIMO: CUMPLIR la sentencia en los términos de los artículos 176 a 178 del C.C.A.

OCTAVO: EXPEDIR, por Secretaría, copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y se entregarán a quien ha venido actuando como apoderado judicial.

NOVENO: En firme este fallo, DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
RAMIRO PAZOS GUERRERO

Presidente de la Sala de Subsección

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Magistrada
Salvo y aclaro voto

DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrado

EXPLOSICIÓN DE ARTEFACTO EXPLOSIVO ABANDONADO / Causa determinante de la muerte de civil / CONCURRENCIA DE CULPAS - Improcedente 
Sobre el particular debo precisar que acompaño la decisión en lo que respecta a la responsabilidad del Ejército Nacional, por cuanto el acervo probatorio así lo impone, esto es, la entidad demandada debe responder patrimonialmente por la muerte violenta del señor Sepúlveda Sepúlveda, ocurrida cuando manipulaba un artefacto explosivo abandonado en el predio rural donde se desempeñaba como jornalero. Sin embargo, a mi parecer, en el caso analizado no era procedente declarar la concurrencia de culpas, pues, si bien el occiso voluntariamente manipuló la granada de fragmentación, lo cierto es que no se le podía exigir una conducta diferente, con la fuerza suficiente de liberar de responsabilidad -así sea parcialmente– al Estado (…) En efecto, no puede exigírseles a los particulares que actúen con la técnica apropiada frente a un artefacto explosivo que desconocen, luego, no es posible esperar, como la mayoría, que el señor Sepúlveda Sepúlveda actuara como una persona con instrucción militar; de manera que en el sub-judice el comportamiento del occiso no fue una causa determinante de su muerte, sí lo fue la existencia de un artefacto explosivo abandonado en un sector rural, conocidamente escenario del conflicto armado (…) Tampoco debe perderse de vista el complejo mecanismo de activación de los artefactos explosivos, como minas antipersonales o municiones que por alguna razón se dejan abandonadas sin detonarse, luego, a las personas del común no se les puede reprochar su falta de conocimiento en el manejo debido, precisamente porque el conocimiento sobre ellos es restringido, al punto que eventualmente puedan saber que éstas representan un peligro, pero no que al manipularlas o tratar de abrirlas, como ocurrió en el sub judice, se accionen.
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SUBSECCION B
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 CARLOS ANTONIO SEPÚLVEDA OSORIO Y OTROS

Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-EJÉRCITO NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)

SALVAMENTO DE VOTO DE LA MAGISTRADA STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

A continuación expongo los motivos por los que me aparto parcialmente de la decisión adoptada por la Sala el 8 de junio de 2017, mediante la cual se confirmó la sentencia que negó las pretensiones encaminadas a declarar la responsabilidad del Ejército Nacional, por la muerte del señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda. Sostuvo la mayoría:

Sin embargo, la Sala no puede desconocer que en el caso concreto, el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda fue sumamente negligente al confiar que podía evitar el detrimento que sufrió, puesto que sin perjuicio de que no conociera exactamente la manera de detonar la granada de fragmentación de 40mm que encontró en la finca El Danubio, sí se puede inferir que sabía de su alta peligrosidad, de la que a su vez fue advertido por su cuñado, quien lo instó para que la dejara donde la encontró porque podía tratarse de una granada, y sin perjuicio de todo ello, hizo caso omiso de las recomendaciones de su familiar, procedió a tomarla y a mangonearla, y descuidadamente se expuso a sí mismo y a su cuñado al riesgo superlativo de que dicho objeto explotara y les produjera múltiples menoscabos, lo que terminó por concretarse únicamente en él.

11.57
  De esta manera, la Sala considera que el anterior marco situacional permite invocar la configuración de una concausalidad entre el hecho del Estado y el hecho de la víctima en el origen del daño demandado, puesto que se reitera, de una parte, la entidad demandada, a pesar de cumplir con las funciones que le son propias, le generó a los habitantes de las veredas del corregimiento de San José de Apartadó un riesgo con los combates que trabó en la zona, el cual le era previsible que se concretara incluso después de finalizado dichos enfrentamientos y, de otro lado, ese riesgo aumentó y terminó por realizarse en el señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda, debido a su comportamiento sumamente descuidado en la manipulación del artefacto explosivo que encontró, punto en el que si bien no se le podría haber exigido que supiera como se detonan ese tipo de elementos, si le era demandable que se alejara del mismo y pidiera la intervención de las autoridades.

12
  Como corolario de todo lo expuesto, si bien es posible imputar el daño objeto de la demanda a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, puesto que dicha entidad sometió al señor Carlos Alberto Sepúlveda Sepúlveda a un riesgo que no estaba obligado a soportar y que se materializó en su fallecimiento, lo cierto es que fue la propia conducta de la víctima la que mayoritariamente incidió en la producción del menoscabo que padeció y por consiguiente, la Sala declarará su responsabilidad patrimonial, pero reducirá la indemnización que se procederá a determinar en un 70%, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2357 del C.C. referido.

Sobre el particular debo precisar que acompaño la decisión en lo que respecta a la responsabilidad del Ejército Nacional, por cuanto el acervo probatorio así lo impone, esto es, la entidad demandada debe responder patrimonialmente por la muerte violenta del señor Sepúlveda Sepúlveda, ocurrida cuando manipulaba un artefacto explosivo abandonado en el predio rural donde se desempeñaba como jornalero. Sin embargo, a mi parecer, en el caso analizado no era procedente declarar la concurrencia de culpas, pues, si bien el occiso voluntariamente manipuló la granada de fragmentación, lo cierto es que no se le podía exigir una conducta diferente, con la fuerza suficiente de liberar de responsabilidad –así sea parcialmente– al Estado.

En efecto, no puede exigírseles a los particulares que actúen con la técnica apropiada frente a un artefacto explosivo que desconocen, luego, no es posible esperar, como la mayoría, que el señor Sepúlveda Sepúlveda actuara como una persona con instrucción militar; de manera que en el sub-judice el comportamiento del occiso no fue una causa determinante de su muerte, sí lo fue la existencia de un artefacto explosivo abandonado en un sector rural, conocidamente escenario del conflicto armado.

De otro lado, debe considerarse la legitima curiosidad del occiso y el hecho de que dicho objeto le pudo generar confianza en el sentido de que no podía estallar, “tal vez porque vio que se encontraba envejecido o porque no tenía la forma conocida de una granada y pudo pensar que le brindaba una mayor seguridad -confianza que en cualquier caso se derivó de su falta de cuidado-, no se podría exigir en este momento, tajantemente, que no hubiese intentado revisar su interior”
.

Tampoco debe perderse de vista el complejo mecanismo de activación de los artefactos explosivos, como minas antipersonales o municiones que por alguna razón se dejan abandonadas sin detonarse, luego, a las personas del común no se les puede reprochar su falta de conocimiento en el manejo debido, precisamente porque el conocimiento sobre ellos es restringido, al punto que eventualmente puedan saber que éstas representan un peligro, pero no que al manipularlas o tratar de abrirlas, como ocurrió en el sub judice, se accionen. 

En lo anteriores términos dejo expuesto mi salvamento parcial de voto en el asunto de la referencia.

Fecha ut supra.

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Magistrada
� Luego de la admisión de la demanda y durante el término de fijación en lista del presente asunto, mediante memorial del 19 de diciembre de 2007, los actores reformaron y adicionaron algunas pretensiones en los términos de la última parte de la transcripción citada, y solicitaron el aporte y la práctica de varios medios probatorios. La señalada reforma y adición de la demanda fue admitida por medio del auto del 4 de marzo de 2008, escrito al cual se le dio el trámite previsto en el artículo 207 del C.C.A. (f. 109-117, 118-120, c. 1).


� La sumatoria de las pretensiones estimadas en la demanda asciende a $3 180 166 895,8, cifra que fija la cuantía del proceso de acuerdo con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 20 del C.P.C. vigentes para el momento de interposición del recurso de apelación, esto es, para el 2 de septiembre de 2013 -último numeral del artículo que fue modificado por la Ley 1395 de 2010-. Con observancia de la fecha de la apelación, se aplica en este punto el artículo 42 de la Ley 446 de 1998, en virtud del cual, para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa sea de doble instancia ante esta Corporación, su cuantía debe superar los 500 smmlv considerados para la época de presentación de la demanda -2007-, los cuales, en el caso concreto equivalen al monto de $216 850 000, umbral que como se observa, es sobrepasado.


� “La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla. Sin embargo, cuando ambas partes hayan apelado o la que no apeló hubiere adherido al recurso, el superior resolverá sin limitaciones”. 


� “Ahora bien, en relación con la mencionada regla general, según la cual aquellos temas no propuestos en el recurso de alzada estarían llamados a excluirse del conocimiento del juez ad quem, conviene precisar que dicha regla general no es absoluta, puesto que la misma debe entenderse y admitirse junto con las excepciones que se derivan, por ejemplo, i) de las normas o los principios previstos en la Constitución Política; ii) de los compromisos vinculantes asumidos por el Estado a través de la celebración y consiguiente ratificación de Tratados Internacionales relacionados con la protección de los Derechos Humanos y la vigencia del Derecho Internacional Humanitario, o iii) de las normas legales de carácter imperativo, dentro de las cuales se encuentran, a título puramente ilustrativo, aquellos temas procesales que, de configurarse, el juez de la causa debe decretar de manera oficiosa, no obstante que no hubieren sido propuestos por la parte impugnante como fundamento de su inconformidad para con la decisión censurada.//En efecto, la Sección Tercera del Consejo de Estado en múltiples decisiones ha determinado la operancia del fenómeno jurídico procesal de la caducidad de la acción ejercida, así como también ha encontrado acreditada la existencia de la falta de legitimación en la causa –por activa o por pasiva– e incluso la ineptitud sustantiva de la demanda, casos en los cuales ha denegado las pretensiones de la demanda o se ha inhibido de fallar, según el caso, con independencia de si tales presupuestos o aspectos hubieren sido, o no, advertidos por el juez de primera instancia o por alguno de los sujetos procesales, incluido, claro está, aquel que hubiere impugnado la providencia del juez a quo”. Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia del 9 de febrero de 2012, exp. 50001-23-31-000-1997-06093 01 (21.060), C.P. Mauricio Fajardo Gómez


� [2] Sentencia de 9 de febrero de 2012, exp. 500012331000199706093-01 (21.060), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� [3] Sentencia de 4 de agosto de 2010, exp. 0500131030012002, M.P. Ruth Marina Díaz. 


� Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia del 9 de febrero de 2012, exp. 05001-23-26-000-1994-02321-01 (20104), C.P. Ruth Stella Correa Palacio, y sentencia del 9 de febrero de 2012, exp. 50001-23-31-000-1997-06093 01 (21.060), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Acta n.° 2 de la sesión del 26 de enero de 2017.


� Una síntesis de la evolución y estado actual de esta jurisprudencia puede verse en la sentencia del 11 de septiembre de 2013, Sala Plena de la Sección Tercera, Consejo de Estado, exp. 41001-23-31-000-1994-07654-01 (20601), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Sobre la posibilidad de valorar las pruebas trasladadas de los procesos penales o disciplinarios en los que la Nación, entendida como persona jurídica, participa en su práctica y valoración, puede consultarse la sentencia del 9 de febrero de 2011, exp. 16.934, C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� Puede consultarse al respecto la siguiente sentencia: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 13 de abril de 2000, exp. 11898, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� “Confesión judicial es la que se hace a un juez, en ejercicio de sus funciones; las demás son extrajudiciales. La confesión judicial puede ser provocada o espontánea. Es provocada la que hace una parte en virtud de interrogatorio de otra parte o del juez, con las formalidades establecidas en la ley, y espontánea la que se hace en la demanda y su contestación o en cualquier otro acto del proceso sin previo interrogatorio”.


� “La confesión requiere://1. Que el confesante tenga capacidad para hacerla y poder dispositivo sobre el derecho que resulte de lo confesado.//2. Que verse sobre hechos que produzcan consecuencias jurídicas adversas al confesante o que favorezcan a la parte contraria.//3. Que recaiga sobre hechos respecto de los cuales la ley no exija otro medio de prueba.//4. Que sea expresa, consciente y libre.//5. Que verse sobre hechos personales del confesante o de que tenga conocimiento.//6. Que se encuentre debidamente probada, si fuere extrajudicial o judicial trasladada”.


� Hernando Devis Echandía. Compendio de Derecho Procesal, Tomo II, Pruebas Judiciales, Quinta Edición, p. 187, 212, 213, 219.


� “Los artículo 213 a 232 del C. de P.C., son las disposiciones que regulan lo atinente al testimonio, modalidad probatoria que denomina ´Declaración de Terceros´, con lo cual se quiso dejar claro que es una especie del género probatorio que se llama ´declaración´, pues es lo cierto que son muchos los elementos comunes que existen con la ´declaración de parte´, porque al fin y al cabo de lo que se trata es de que personas naturales que no son parte dentro del proceso ilustren con sus relatos referentes a hechos que interesan al mismo, para efectos de llevar certeza al juez de las circunstancias que constituyen el objeto del proceso”. Hernán Fabio López Blanco, Procedimiento Civil, Tomo III, Pruebas, Dupre Editores, Bogotá D.C. Colombia, 2001, p. 159. 


� Sobre la imposibilidad de valorar, con otros fines distintos a la obtención de una confesión, las manifestaciones de las partes en los procesos contenciosos administrativos, consultar las siguientes sentencias de la subsección: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 26 de junio de 2014, exp. 27001-23-31-000-2001-01384-01(29408), sentencia del 5 de marzo de 2015, exp. 50001-23-31-000-1999-00008-01(29546), sentencia del 5 de marzo de 2015, exp. 63001-23-31-000-2001-00257-0130469), y sentencia del 2 de mayo de 2016, exp. 25000-23-26-000-2003-01310-01(37337), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 30 de octubre de 2013, exp. 25000-23-26-000-2001-00466-01(27916), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� “Son sospechosos para declarar las personas que en concepto del juez, se encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad, en razón de parentesco, dependencias, sentimientos o interés con relación a las partes o a sus apoderados, antecedentes personales u otras causas”.


� Sobre este tema ha dicho la Corte Suprema de Justicia, Sala Civil: “…el recelo o la severidad con que el fallador debe examinar esos testimonios, no lo habilita para desconocer a priori, su valor intrínseco, debido a que ‘la sospecha no descalifica de antemano…sino que simplemente se mira con cierta aprehensión a la hora de auscultar qué tanto crédito merece. Por suerte que bien puede ser que a pesar de la sospecha haya modo de atribuirle credibilidad a testigo semejante, si es que, primeramente, su relato carece de mayores objeciones dentro de un análisis crítico de la prueba, y, después -acaso lo más prominente- halla respaldo en el conjunto probatorio”, en sentencia de 19 de septiembre de 2001, exp. 6424. Consultar igualmente, Consejo de Estado, Sección Tercera, Subesección B, exp. 17001-23-31-000-1997-09019-01 (20412), actor: Alejandro Arboleda Montoya y otros, C.P. (E) Danilo Rojas Betancourth.


� En el mismo sentido, la Sala ha expuesto: “Debe advertirse que para acreditar los daños ocasionados a la vivienda se aportaron con la demanda unas fotografías (fls. 12-17, c. 1 y 177-185, c. de pruebas), las cuales, sin embargo, no tienen mérito probatorio porque no existe certeza de que correspondan a los daños causados al inmueble de que se trata en este proceso, es decir, sólo son prueba de que se registró una imagen, pero no es posible determinar su origen, ni el lugar y la época en que fueron tomadas, dado que no fueron reconocidas por los testigos ni cotejadas con otros medios de prueba dentro del proceso”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 5 de diciembre de 2006, exp. 19001-23-31-000-1999-02088-01 (28.459), C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� “(…) En el requerimiento se afirma que en el lugar en donde se produjo la detonación “meses antes había estado acantonado la Brigada XVII del Ejército Nacional”, presumo que con el propósito de insinuar -o asegurar- que el artefacto explosivo fue dejado por personal militar adscrito a la Decimoséptima Brigada. Sin embargo, estimo importante poner en conocimiento del Honorable Tribunal que, en el área general del corregimiento de San José de Apartadó, del cual La Linda es una de sus veredas, delinquen los frentes 5 y 58 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia -FARC- y excepcionalmente otros grupos criminales (…). 2. El corregimiento de San José de Apartadó, área rural del municipio de Apartadó, en el departamento de Antioquia, se encuentra bajo el control operacional del Batallón de Infantería No. 46 “Voltígeros”, adscrito a la Decimoséptima Brigada del Ejército, desde el siete (7) de agosto de dos mil cinco 2005” (f. 431-435, c. 1).


� “Sé que por allí pasan grupos armados pueden ser guerrilla, soldados o de esa otra gente que se llaman paracos (…) PREGUNTADO. Cuando fue la última vez que hubo enfrentamiento en ese sector. CONTESTÓ: En diciembre del año pasado, en la vereda La Cristalina, eso queda como a cinco minutos del lugar donde ocurrieron los hechos, cuando mataron a alias Carrasco” (f. 431-435, c. 1).


� “Las unidades a toda hora mantienen por allá andando, el conflicto armado siempre ha estado por allí ya sea la guerrilla, el Ejército, presencia más que todo es el militar el Ejército se mantiene por allí” (f. 386, c. 1).


� En el informe del 6 de marzo de 2007, rendido por el CTI ante la Fiscalía encargada de adelantar la investigación penal correspondiente, se señaló: “El 19 de julio de 2006, me desplacé hasta la vereda la Linda del municipio de San José de Apartadó, en compañía de (…). Iniciamos el ascenso a pie desde el corregimiento de San José de Apartadó, a eso de la 1:30 P.M., llegando al lugar de los hechos a las 3:30 P.M. aproximadamente. El Lugar de los hechos es en el interior de una casa de palma con paredes de tablas de la vereda La Linda, en la finca El Danubio, de propiedad del señor CARLOS SEPÚLVEDA, la cual está abandonada, y anteriormente habitada por el señor: DEIMAR ALBERTO ARIZA GUACA y su señora.//La casa quedó semidestruida al parecer por la onda explosiva y en su interior se encontró esparcimiento de partículas de tejido humano con un lago hemático en descomposición, al parecer donde quedó el cuerpo sin vida del señor SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA.//El lugar de los hechos se fijó fotográficamente, se anexa álbum al presente informe. (…) El personal de la SIJIN de Apartadó se encargó de fijar la escena planimétricamente.//Es de anotar que posteriormente al señor DEIMAR ALBERTO ARIZA GUACA, se le tomó declaración sobre los hechos, la cual se anexa al presente informe, ocho (08) folios entre originales y copia (…)”. Por su parte, en el álbum fotográfico anexado al aludido informe, frente a las fotografías se plasmaron las apreciaciones de los funcionarios del CTI, de la siguiente manera: “[foto de una mesa al lado de una pared demolida] FOTOGRAFÍA Nro. 005: DE PLANO MEDIO: Muestra la mesa donde la parecer el occiso señor: CARLOS ALBERTO SEPÚLVEDA SEPÚLVEDA, se puso a manipular el artefacto. (…) [fotografía a la mesa, en el que se percibe un cambio de textura en la misma] FOTOGRAFÍA N° 008 DE DETALLE: Muestra el rastro que al parecer dejó la onda explosiva. (…) [Fotografía de un pedazo de metal doblado] FOTOGRAFÍA Nro. 015 DETALLE: Muestra la forma cómo quedó el maquete (sic) con el que el occiso trató de abrir el artefacto explosivo” (f.428-430, 436-446, c. 1).


� “Granadas militares//Granada IMC 40MM H.E. (…). Se utiliza en lanzadores individuales de granadas de 40 mm, lanzados tipo M”03 y lanzadores múltiples para granadas de 40 mm (MGL o euivalente). (…) DIAMETRO EXTERIOR MÁX 	40mm// LONGITUD TOTAL 	103 mm (…)” Información consultada en la página de Industria Militar -Indumil- el 15 de mayo de 2017: https://www.indumil.gov.co/product/granada-imc-40mm-h-e/, información de público y libre acceso.


� “La vida diaria ofrece al observador más distraído el espectáculo de una serie múltiple y heterogénea de daños. Daño no significa más que nocimiento o perjuicio, es decir, aminoración o alteración de una situación favorable. (…) Por la facilidad con que puede apreciarse, el daño es objeto del conocimiento común. Pero además de ser un fenómeno físico, puede integrar un fenómeno jurídico, es decir, susceptible de ser jurídicamente calificado”. Adriano De Cupis, “El Daño, Teoría General de la Responsabilidad Civil”, ed. Bosch, 1996, p. 81.


� Corte Constitucional, sentencia C-333 del 1 de agosto de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 


� [11] Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencias de 8 de mayo de 1995, Exp. 8118, y 8163 de 13 de julio de 1993, C.P. Juan de Dios Montes Hernández.


� Consejo de Estado, sentencia del 6 de junio de 2007, exp. 25000-23-26-000-1990-06968-01(16460), C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 


� Consejo de Estado, sentencia del 11 de mayo de 2006, exp. 68001-23-15-000-1995-00935-01(14400), C.P. Ramiro Saavedra Becerra. En cuanto al concepto de daño antijurídico se ha precisado: “De allí que, esa circunstancia cierta y personal es constitutiva de una alteración negativa respecto de un estado de cosas, lo que determina la existencia del daño, mientras que la antijuricidad está dada por la inexistencia del deber jurídico de soportar esa afectación –la pérdida de la posesión material– respecto de unos terrenos sobre los cuales ejercían los derechos conferidos por la posesión efectiva de la herencia, ya que el ordenamiento jurídico no impone esa carga a los demandantes.// Como se aprecia, el daño antijurídico es el ingrediente jurídico sobre el cual se estructura la responsabilidad patrimonial de la administración pública, a la luz del artículo 90 de la Carta Política, entidad jurídica que requiere para su configuración de dos elementos: i) uno material o sustancial, que representa el núcleo interior y que consiste en el hecho o fenómeno físico o material (v.gr. la ocupación material de los inmuebles por una población específica) y ii) otro formal que proviene de la norma jurídica, en nuestro caso de la disposición constitucional mencionada”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 7 de noviembre de 2012, exp. 05001-23-31-000-2003-02308-01(37046), C.P. Enrique Gil Botero. 


� Corte Constitucional, sentencia C-038 del 1 de febrero de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� [5] Consejo de Estado. Sentencia del 13 de julio de 1993. Loc-cit. 


� Sobre el tema, consultar: Corte Constitucional, sentencia C-333 del 1 de agosto de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero; sentencia C-1149 del 31 de octubre de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería; sentencia C-918 del 29 de octubre de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynett; sentencia C-038 del 1 de febrero de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, entre otras.


� “Asimismo, se debe tener en cuenta que contrario a lo referido en la sentencia impugnada, para la Sala es indudable que la circunstancia de que la víctima hubiera propiciado su muerte no hace que tal menoscabo deje de ser antijurídico, así como lo ha considerado la jurisprudencia de esta Corporación en casos similares (nota n.° 11 del fallo en cita: “Ver al respecto: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 30 de noviembre del 2000, exp. 13329, actor: José Antonio Rincón Tobo, C.P. Ricardo Hoyos Duque; Sección Tercera, sentencia del 26 de mayo de 2010, exp. 66001-23-31-000-1998-00687-01(18380), actor: Hernando Elías Gómez Henao y otros, C.P. Mauricio Fajardo Gómez; Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 22 de junio del 2011, exp. 05001-23-25-000-1995-01938-01(20730), actor: Olga Lucía Jaramillo y otro, C.P. Enrique Gil Botero”), puesto que del suicidio no deviene de manera automática que la lesión al derecho fundamental a la vida deba ser ab initio soportada por la víctima o, en otras palabras, el ordenamiento jurídico no impone la carga de que una persona se encuentre en el deber de sufrir su muerte con ocasión de que sea quien concrete el hecho previo a su ocurrencia. En relación con lo expuesto, conviene aclarar que el suicidio como evento no se relaciona con la antijuridicidad del desmedro que de éste se desprende y que es sufrido por el titular del derecho a la vida, sino que tiene que ver con la posibilidad de la imputación de dicho daño -que en todo caso es antijurídico en consideración a que a nadie se le asigna la carga de soportar su muerte-, máxime cuando es evidente que en ocasiones, es posible que en ese suceso se vea comprometida la responsabilidad del Estado por su acción u omisión” (nota n.° 12 del fallo en cita: “ (…) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de julio de 2013, exp. 25000-23-26-000-2003-00714 01(20195), actor: Elizabeth Rojas Gómez y otros, C.P. Danilo Rojas Betancourth”)”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 27 de septiembre de 2013, exp. 41001-23-31-000-1997-09301-01(27611), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Preámbulo de la Constitución Política: “El Pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida (…)”. 


Artículo 11 de la Constitución Política: “El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte”. Además de la referida protección al derecho a la vida, el mismo fue igualmente reconocido en instrumentos de derecho internacional. Por ejemplo, el artículo 3 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, estableció: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”. Por su parte, en el artículo 4 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, se estableció: “ 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. (…) 3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencias del 27 de septiembre de 2013, exp. 41001-23-31-000-1997-09301-01(27611), y del 28 de mayo de 2015, exp. 25000-23-26-000-2004-00228-01(32665), C.P. Danilo Rojas Betancourth, entre otras.


� “En lo que se refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación.//.En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta sentencia”. Consejo de Estado, Sección Tercera-Sala Plena, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 19001-23-31-000-1999-00815-01 (21515), C.P. Hernán Andrade Rincón.


� “Entrando en materia, en la actualidad, cuando se trata de DAÑOS CAUSADOS CON ARMAS PELIGROSAS, el título de la falla presunta lo revaluó la jurisprudencia de esta Sección, enfocándose en el título de riesgo por la actividad peligrosa. Dicho giro ha tenido su origen en las diferencias y en el manejo que ambos títulos jurídicos implican, pues la falla presunta supone respecto de la conducta la sola demostración del hecho dañoso, y quien lo imputa no tiene el deber de acreditar la anomalía (punto diferenciador con la falla probada), pero sí los otros elementos para la configuración de la responsabilidad: daño y nexo causal.//Por contraste, el tratamiento de la responsabilidad desde el título objetivo de imputación jurídica, parte respecto de la conducta de su no evaluación o calificación, “tan sólo de la peligrosidad (la relación que existe entre el nexo causal de la actividad peligrosa y el daño)” (nota n.° 2 de la sentencia que se cita: DE CUPIS. Adriano. El daño. Ed. Bosch. Reimpresión por Imprenta Universitaria de Bogotá. 1996. Pág. 716.) ; dicho título se deriva en el origen del riesgo que asume quien, por voluntad o deber, se atreve a manejar elementos que en su estructura y/o en su actividad conllevan peligro” (resaltado del original). Consejo de estado, Sección Tercera, sentencia del 10 de agosto de 2005, exp. 73001-23-31-000-1997-04725-01(15127), C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� “La jurisprudencia reiterada de la Corporación ha sostenido que tratándose de la producción de daños originados en el despliegue –por parte de la entidad pública demandada o de sus agentes– de actividades peligrosas, (…) aquél a quien corresponda jurídicamente la guarda de la actividad quedará obligado a responder por los perjuicios que se ocasionen al realizarse el riesgo creado(…), con fundamento en el título del régimen objetivo, identificado como riesgo excepcional; así mismo, en cuanto al reparto de la carga de la prueba que tiene lugar en litigios en los cuales el aludido sea el asunto objeto de controversia, se ha advertido, en forma reiterada, que//“[A]l actor le bastará probar la existencia del daño y la relación de causalidad entre éste y el hecho de la administración, realizado en desarrollo de la actividad riesgosa. Y de nada le servirá al demandado demostrar la ausencia de falla; para exonerarse, deberá probar la existencia de una causa extraña, esto es, fuerza mayor, hecho exclusivo de un tercero o de la víctima”(…)”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 6 de junio de 2012, exp. 68001-23-15-000-1998-03426-01(22755), C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 15 de marzo de 2001, exp. n° 11222, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. Ver también Consejo de Estado, sentencias del 16 de febrero de 1996, exp. 10514, C.P. Daniel Suárez Hernández, 12 de diciembre de 1996, exp. n° 11221, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros, reiteradas en sentencia del 31 de agosto de 2006, exp. 16.238, C.P. Dra. Ruth Stella Correa P.


� Al respecto, la Sala ha dicho: “Ahora bien, es evidente que cuando las autoridades que tienen a su cargo el cuidado, custodia y vigilancia de los reclusos incurren en acciones u omisiones constitutivas de falla del servicio, la responsabilidad patrimonial del Estado tendrá que ser declarada con base en este título jurídico de imputación. Dicho en otros términos, en cualquier caso, será necesario determinar si las autoridades actuaron dentro del marco de sus obligaciones legales y constitucionales, más aún, con el fin de que la administración adopte los correctivos que sean del caso para evitar situaciones vulneradoras que comprometan su responsabilidad nuevamente (nota n.° 12 de la sentencia en cita: “Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 28 de abril de 2010, exp. 25000-23-26-000-1997-03365-01(18271), actor: Myriam Roa Duarte y otros, C.P. Mauricio Fajardo Gómez”.)”. Consejo de Estado, sección Tercera, Subsección B, sentencia del 31 de mayo de 2012, exp. 25000-23-26-000-2000-02130-01(24071), actor: Rosa Elena Herrera Carrillo y otros, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, exp. 0832-01 y exp. 1998-10363-01, M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo. Igualmente, consultar: sentencia C-865 del 7 de septiembre de 2004, M.P. Rofrigo Escobar Gil, sentencia C-790 del 20 de octubre de 2011, M.P. Nilson Pinilla Pinilla, entre otras.


� Así se ha pronunciado esta Subsección. Al respecto, consultar: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 31 de mayo de 2013, exp. 410001-23-31-000-1993-07422-01(31850), C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� En el sistema interamericano de protección de derechos humanos también se ha admitido la posibilidad de imputar responsabilidad al Estado por violaciones de derechos humanos cometidos por agentes no estatales.  En estos casos, el fundamento de la obligación de reparar se sustenta en el incumplimiento de las obligaciones de protección y garantía consignadas en el artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Sobre el particular, pueden consultarse, entre otras, las siguientes sentencias: caso de la masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, sentencia de 31 de enero de 2006, párr. 123; caso de la masacre de Mapiripán vs. Colombia, sentencia de 15 de septiembre de 2005, párr. 111. 


� Mediante la sentencia del 30 de julio de 1992, exp. 6828, C.P. Julio César Uribe Acosta, la Sección Tercera declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños materiales causados a un habitante de Bucaramanga por la explosión de un carro cargado con explosivos que iba dirigido contra el Comando de la Segunda División del Ejército con sede en esa ciudad. Similar decisión adoptó el 5 de julio de 1991, exp. 1082, C.P. Daniel Suárez Hernández, al resolver la acción de reparación directa presentada por los afectados por el ataque armado perpetrado por guerrilleros del M-19 contra la estación de policía del municipio de Herrera (Tolima).


� Como se ha puesto de presente en torno a la invocación del daño especial o del riesgo excepcional como fundamento de la responsabilidad del Estado por los daños causados por grupos insurgentes, la jurisprudencia de esta Corporación ha sido vacilante. Consejo de Estado, Sección Tercera, subsección B, sentencia de 29 de octubre de 2012, exp. 25000-23-23-000-1993-08632-01(18472), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� En las sentencias de 6 de octubre de 2005, exp. AG-00948, C.P. Ruth Stella Correa; de 4 de diciembre de 2006, exp. 15.571, C.P. Mauricio Fajardo; y de 5 de diciembre de 2006, exp. 28.459, C.P. Ruth Stella Correa, la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad extracontractual del Estado por los daños causados a los habitantes de distintos municipios del país durante enfrentamientos armados entre la guerrilla y las fuerzas armadas, suscitados en respuesta al ataque de los insurgentes contra cuarteles militares o estaciones de policía. De otra parte, en la sentencia de 28 de junio de 2006, exp. 16.630, C.P. Ruth Stella Correa, el Estado fue condenado a reparar los daños causados por la explosión de un artefacto dirigido contra el Comando de Policía de Bello (Antioquia), sin que se hubiera generado un enfrentamiento armado entre las fuerzas del orden y los responsables del ataque. Idéntica decisión se adoptó por el Consejo de Estado mediante la sentencia del 19 de abril de 2001, exp. 12.178, C.P. María Helena Giraldo, al resolver la acción de reparación directa por las víctimas de una bomba activada por la guerrilla de las FARC en una estación de gasolina en momentos en que los vehículos de la policía realizaban el tanqueo diario. 


� La Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados a dos habitantes del municipio de Ricaurte (Nariño) a raíz de la conflagración producida por la voladura de un tramo del oleoducto Trasandino, de propiedad de Ecopetrol. Dijo entonces la Sala: “(…) no hay razón para limitar la responsabilidad estatal a los eventos en los cuales el ataque terrorista se dirige contra un objetivo militar o policivo, sino que debe extenderse a todos aquellos casos en los que el blanco sea ‘un objeto claramente identificable como del Estado’, ya que la justificación para establecer el vínculo causal es la misma: el riesgo particular que se crea con una actividad que ha sido elegido por los terroristas como objetivo. Tal es el caso del oleoducto, como más adelante se verá”. Sentencia del 11 de diciembre de 2003, exp. 12.916 y 13.627, C.P. Ricardo Hoyos Duque. 


� “Ahora bien: si en ese enfrentamiento propiciado por los terroristas, contra la organización estatal, son sacrificados ciudadanos inocentes, y se vivencia que el OBJETO DIRECTO de la agresión fue UN ESTABLECIMIENTO MILITAR DEL GOBIERNO, UN CENTRO DE COMUNICACIONES, al servicio del mismo, o un personaje representativo de la cúpula administrativa, etc., se impone concluir que en medio de la lucha por el poder se ha sacrificado un inocente, y, por lo mismo, los damnificados no tienen por qué soportar solos el daño causado”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 23 de septiembre de 1994, exp. 8577, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, Consultar igualmente, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de julio de 2004, exp. 25000-23-26-000-1991-07584-01(14592), C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


�  No obstante, cabe señalar que esta postura no ha sido asumida de forma unánime por la Corporación. En efecto, en el salvamento de voto a la sentencia de 28 de junio de 2006, exp. 16.630, el Consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez señaló que es equivocado afirmar que la simple presencia de una estación de policía en medio de la comunidad genera un riesgo de naturaleza excepcional pues, es justamente, dicha presencia “la que surte el efecto disuasivo en la delincuencia y se traduce en mejores condiciones de seguridad”. Lo contrario conduce a una enorme paradoja pues “no se ve entonces cómo podría la institución modificar su conducta para no ser condenada, pues si no hace presencia y deja de cumplir sus funciones incurre en omisión, pero si las cumple y para ello se hace presente de modo permanente, entonces es responsable por haber creado un riesgo de naturaleza excepcional por el sólo hecho de acantonarse”. Posteriormente, el Consejero de Estado Ramiro Saavedra, en el salvamento de voto a la sentencia de 4 de diciembre de 2006, exp. 15.571, se manifestó de manera similar. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de junio de 2007, exp. 16.640, C.P. Ruth Stella Correa; sentencia del 21 de junio de 2007, exp. 25.627, C.P. Alier Eduardo Hernández.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 29 de octubre de 2012, exp. 25000-23-23-000-1993-08632-01(18472), C.P. Danilo Rojas Betancourth. Asimismo, revisar: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, exp. 18.536, C.P. Ruth Stella Correa. 


� [37] Según lo dispuesto en el artículo 52 del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, los ataques se limitarán exclusivamente a los objetivos militares, los cuales comprenden “aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida”.


� [40] Si bien el artículo 218 de la Constitución Política define a la Policía Nacional como “un cuerpo permanente de naturaleza civil”, en Colombia se trata de un cuerpo armado que materialmente cumple funciones de contrainsurgencia y ello lo ubica dentro de la categoría de población combatiente. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que, aunque desde una perspectiva conceptual puede afirmarse la conveniencia y necesidad de mantener la naturaleza civil de la policía, en la práctica esta división conceptual encuentra limitaciones derivadas del aumento de la violencia social, entre otros factores perturbadores del desarrollo institucional. En efecto, “[e]stas circunstancias han determinado la existencia de una especie de ‘zona gris’ o ‘fronteriza’ en la cual se superponen los criterios de seguridad y defensa. Una parte de la doctrina sostiene que la ambigüedad propia de esta zona límite, es el resultado de la realidad social impuesta por los grupos armados que operan contra el Estado. El fenómeno de la militarización de la policía –esto es, la adopción de armas y actitudes propias de la táctica bélica–, según este punto de vista, corresponde a la adaptación que dicho cuerpo debe sufrir para cumplir sus objetivos en condiciones de perturbación del orden público. Es la gravedad de los delitos y de las amenazas lo que determina el papel defensivo y no meramente preventivo de la policía”. Corte Constitucional, sentencia C-453 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.  


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 29 de octubre de 2012, exp. 25000-23-23-000-1993-08632-01(18472), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� “24. El título de imputación base para el análisis de la responsabilidad estatal, en eventos de daños causados a civiles, con ocasión de enfrentamientos armados entre la fuerza pública y grupos armados ilegales, ha sido el de riesgo excepcional. Éste, ha dicho la jurisprudencia de esta Corporación(…), se configura por cuanto los agentes del Estado participan y propician la causación del daño, es decir, en desarrollo de la actividad legítima de “defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional”(…) exponen a la comunidad a una situación de peligro que, una vez se concreta, genera responsabilidad en la administración, al ser una carga excesiva, grave y anormal que no tienen por qué asumir los ciudadanos.// 25. Así las cosas, el riesgo que se genera por la presencia de un establecimiento representativo del Estado en medio de un conflicto armado, y su concreción en la causación de un daño a una persona ajena a los grupos enfrentados, independientemente de quien haya ocasionado el daño, es la razón de la responsabilidad estatal”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 30 de enero de 2013, exp. 15001-23-31-000-1998-07597-01(22325), C.P. Danilo Rojas Betancourth. Consultar igualmente: Consejo de Estado, Sección tercera, Subsección B, sentencia del 30 de octubre de 2013, exp. 50001-23-31-000-1999-00152-01, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� “Ahora bien, en casos en que se discute la responsabilidad del Estado por los daños que sufren los civiles durante un enfrentamiento armado entre la Fuerza Pública y grupos al margen de la ley, la jurisprudencia de esta Corporación, con fundamento en el título jurídico del daño especial, ha declarado la responsabilidad del Estado, bajo el entendido de que dicha situación “excede en lo normal la afectación que están obligados a soportar los miembros de la sociedad civil”� y si bien el enfrentamiento entre la Fuerza Pública y grupos al margen de la ley puede resultar legítimo, las víctimas no están obligadas a soportar los perjuicios sufridos, independientemente de quien los haya causado; al respecto, ha manifestado: “(…) la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quien (sic) disparó el arma que lesionó a la menor. La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil (sic) por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía porqué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos (sic) y si bien es cierto aquellas (sic) actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos (sic) por esa carga excepcional que debió soportar”(…). También la jurisprudencia de esta Sección ha sostenido que, dada la necesidad de privilegiar los principios de solidaridad y equidad frente a las víctimas del conflicto armado interno que durante décadas ha soportado el país, surge para el Estado el deber de reparar los daños y perjuicios causados cuando los derechos e intereses de los particulares ajenos al conflicto resultan afectados, pues es a las autoridades públicas a las que se ha confiado la protección de la población”. Consejo de Estado, Sección tercera, Subsección A, sentencia del 10 de agosto de 2016, exp. 19001-23-31-000-2002-00266-01(35638)A, C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera.


� [21] “Sentencia de 14 de junio de 2001, exp. 12.696; Consejero Ponente: Alier E. Hernández Enríquez; sentencia de abril 27 de 2006, exp. 27.520; Consejero Ponente: Alier E. Hernández Enríquez”.


� [22] Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia de 21 de noviembre de 2013, exp. 1999-00144 (27082), C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� [23] “Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 3 de mayo de 2007; Exp. 16696”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 2 de marzo de 2017, exp. 73001-23-31-000-2009-00013-01(43905), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


�  Corte Constitucional, sentencia C-572 del 28 de octubre de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón.


� “En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes, cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones://1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable, basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna, o cualquier otro criterio análogo.//A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba mencionadas://a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios (…)”.


� “1. Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas, estén o no privadas de libertad, tienen derecho a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. Serán tratadas con humanidad en toda circunstancia, sin ninguna distinción de carácter desfavorable. Queda prohibido ordenar que no haya supervivientes.//2. Sin perjuicio del carácter general de las disposiciones que preceden, están y quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar con respecto a las personas a que se refiere el párrafo 1://a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas, en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las mutilacione s o toda forma de pena corporal (…)”.


� “1. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.//2. No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.//3. Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación”.


� Conviene aclarar que los cuatro convenios de Ginebra fueron aprobados mediante la Ley 5 de 1960. Por su parte el protocolo II fue aprobado mediante la Ley 171 de 1994.


� “Como se dijo, a diferencia del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, los Convenios de Ginebra y sus dos Protocolos adicionales solo son aplicables cuando existe un conflicto armado como el que vive Colombia. Sobre el punto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha explicado “que para efectos de la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, específicamente de las garantías provistas por el Artículo 3 común, es necesario que la situación en cuestión haya trascendido la magnitud de un mero disturbio interior o tensión interna(…), para constituir un conflicto armado de carácter no internacional”(…)”. Corte Constitucional, sentencia T-280ª del 27 de mayo de 2016, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Artículo 14 del Protocolo adicional II: “Queda prohibido, como método de combate, hacer padecer hambre a las personas civiles. En consecuencia, se prohíbe atacar, destruir, sustraer o inutilizar con ese fin los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil, tales como los artículos alimenticios y las zonas agrícolas que los producen, las cosechas, el ganado, las instalaciones y reservas de agua potable y las obras de riego”.


� Corte Constitucional, sentencia T-280ª del 27 de mayo de 2016, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Artículo 223 de la Constitución Política: “Sólo el Gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de guerra y explosivos. Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de la autoridad competente. Este permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de corporaciones públicas o asambleas, ya sea para actuar en ellas o para presenciarlas.//Los miembros de los organismos nacionales de seguridad y otros cuerpos oficiales armados, de carácter permanente, creados o autorizados por la ley, podrán portar armas bajo el control del Gobierno, de conformidad con los principios y procedimientos que aquella señale”. Artículo 2 del Decreto 2535 de 1993: “Sólo el Gobierno puede introducir al país, exportar, fabricar y comercializar armas, municiones, explosivos y las materias primas, maquinaria y artefactos para su fabricación y ejercer el control sobre tales actividades”. Artículo 3 ibídem: “Los particulares de manera excepcional, sólo podrán poseer o portar armas, sus partes, piezas, municiones, explosivos y sus accesorios, con permiso expendido con base en la potestad discrecional de la autoridad competente”. Por su parte, sobre el monopolio estatal de las armas, consultar: Sentencia C-1145 de 30 de agosto de 2000, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� “En casos como el que ocupa la atención de la Sala, no basta que se demuestre que varios días antes miembros de la fuerza pública transitaron por el sector donde posteriormente se halló el artefacto explosivo ni que la muerte fue consecuencia directa de la manipulación que las víctimas hubieran hecho de él, únicas circunstancias que se hubiesen podido acreditar eventualmente mediante la prueba testimonial negada. Debe establecerse además, de manera esencial, que en realidad se trataba de una granada de fragmentación asignada a la fuerza pública, pues no es suficiente el predicado general de que así debía ser en virtud del monopolio de las armas que constitucionalmente se radica en el gobierno, tanto menos en cuanto que del ilícito comercio internacional de ellas se benefician sin duda los grupos que al margen de la ley operan en el país”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de septiembre de 1997, exp. 10277, C.P. Ricardo Hoyos Duque. El referido criterio consistente en que el monopolio de las armas no era suficiente para evidenciar el nexo causal necesario para originar la responsabilidad patrimonial del Estado se reiteró posteriormente, en los siguientes términos: “Si bien es cierto que ese tipo de armamento es de uso exclusivo de las fuerzas militares en virtud del poder monopolizador de la coerción material en cabeza del Estado (art. 216 Superior)(…) -conforme al cual la seguridad individual y colectiva de los asociados se le confía a únicamente a éste (art. 2 C.P.) como rasgo esencial del poder público en un Estado de Derecho (Hauriou)(…) - no es procedente “presumir la propiedad del arma”�, toda vez que -ha dicho la Sala- aunque esas armas sean de uso exclusivo de las fuerzas armadas, la realidad del país indica que “también están en manos de grupos subversivos”(…)”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 31 de agosto de 2006, exp. 54001-23-31-000-1992-07564-01(16238). 


� Sentencia C-1145 de 30 de agosto de 2000, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 28 de febrero de 2013, exp. 19001-23-31-000-1999-01747-01(24691), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� “Dinámica reciente de confrontación armada en el Urabá antioqueño”, informe realizado por el Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, consultado el 15 de mayo de 2017 en: http://historico.derechoshumanos.gov.co/Observatorio/Publicaciones/documents/2010/Estu_Regionales/uraba.pdf. Lo anterior fue confirmado en el texto denominado “Diagnóstico Departamental Antioquia” efectuado por la Agencia de la ONU para los refugiados -ACNUR- y consultado en la fecha en comento, en: http://www.acnur.org/t3/uploads/media/COI_2161.pdf.


� [33] En febrero de 2010, el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Antioquia profirió sentencia anticipada, a 20 años de prisión, en contra del capitán del


Ejército Guillermo Armando Gordillo Sánchez, por los delitos de homicidio en persona


protegida, actos de barbarie y concierto para delinquir. Se espera igualmente la sentencia en contra de Rober Darío Muñoz Hernández. El 12 de marzo del 2010 se practicó la diligencia de Edinson Galindo Martínez y Francisco Javier Galindo Martínez, miembros de un grupo paramilitar que actuó en connivencia con los miembros del Ejército Nacional en el múltiple crimen. Véase: Fiscalía General de la Nación, Revista Huellas 71 (Bogotá: 2010, agosto): 27.


� “Basta Ya, Colombia: Memorias de Guerra y Dignidad”, informe general sobre los más 50 años de guerra en Colombia, rendido por el Centro de Memoria Histórica, consultado el 15 de mayo de 2017 en: http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2013/bastaYa/basta-ya-colombia-memorias-de-guerra-y-dignidad-2016.pdf.


� Sentencia C-1145 de 30 de agosto de 2000, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� “Ahora bien, lo anterior no implica que siempre que se esté en presencia de daños causados con armas de fuego, artefactos explosivos y demás elementos de uso privativo de la fuerza pública, estos puedan ser endilgados al Estado en razón del monopolio que constitucionalmente se ha establecido, pues ello supone un plano demasiado ideal que desborda la realidad y los límites con que se cuenta para la consecución de los fines esenciales estatales”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de abril de 2015, exp. 20001-23-31-000-2001-12111-01(34437), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. Se advierte que si bien en el caso en cita se declaró la responsabilidad del Estado por el daño ocasionado con un artefacto explosivo, ello no se derivó de la relación de la entidad demandada con éste, sino de su omisión en evitar que ese menoscabo se concretara.


� Artículo 177 del C.P.C.: “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. Con fundamento en la norma descrita, esta Corporación ha señalado: “La referida norma legal desarrolla el tradicional aforismo de acuerdo con el cual quien afirma un hecho debe probarlo: “incumbit probatio qui dicit non qui negat”. Ello se traduce, en los procesos que cursan ante el Juez de lo Contencioso Administrativo, en que quien pretende determinado efecto jurídico debe acreditar los supuestos de hecho de las normas en que se ampara, luego, en general, corresponde la carga de la prueba de los hechos que sustentan sus pretensiones, en principio, al demandante, al paso que concierne al demandado demostrar los sucesos fácticos en los cuales basa sus excepciones o su estrategia de defensa. Si aquél no cumple con su onus probandi, la consecuencia que habrá de asumir será la desestimación, en la sentencia, de su causa petendi; si es éste, en cambio, quien no satisface la exigencia probatoria en punto de los supuestos fácticos de las normas cuya aplicación conduciría a la estimación de sus excepciones o de los argumentos de su defensa, deberá asumir, consiguientemente, una fallo adverso a sus intereses.//Los planteamientos expuestos son, entonces, los que han de ilustrar el proceder del Juez ante la falta o la insuficiencia de los elementos demostrativos de los hechos que constituyen el thema probandum del proceso (es decir, aquellos respecto de los cuales se predica la necesidad de su demostración(, pues la autoridad judicial, en cualquier caso, no puede declinar su responsabilidad de resolver el fondo del asunto, de suerte que las anotadas reglas de la carga de la prueba indicarán si procede despachar favorablemente las pretensiones del actor o, por el contrario, si lo que se impone es acceder a la oposición formulada por la parte demandada”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 4 de febrero de 2010, 70001-23-31-000-1995-05072-01(17720), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� La carga de la prueba de los demandantes en algunos casos puede generar una sensación de injusticia, para lo cual se ha tratado de alivianarla (i) en materia procesal, con la introducción normativa al ordenamiento jurídico colombiano de la carga dinámica de la prueba -artículo 167 del Código General del Proceso, cuerpo legal que no rige el presente asunto-, y (ii) en el ámbito de la responsabilidad patrimonial y ante la incerteza de un nexo causal, con figuras como la pérdida de oportunidad -cuando no se tiene certeza pero sí una probabilidad razonable de que el actuar del demandado causó el daño-. Sobre pérdida de oportunidad, se ha señalado: Desde una perspectiva general, la admisión de una doctrina sobre la pérdida de un chance obedeció a razones de equidad, ya que la injusticia del nexo de causalidad del todo o nada (Karcher, p. 90) dejaba sin indemnización muchos casos que eran dignos de ser indemnizados. En este sentido, la teoría de la pérdida de oportunidad procuraba “una solución equilibrada acorde con los dictados de la justicia a la que repugna que se exonere al agente (posiblemente) dañoso por las dificultades probatorias, pero también que se le obligue a reparar la totalidad de un daño que pudo no haber causado”. Samuel Yong & Camilo Rodríguez Yong, “Pérdida de Oportunidad”, Revista virtual Via Inveniendi et Iudicandi, 2011, p.6. Sobre la materia, también se ha dicho: “Sin perjuicio de lo anterior, y de los varios argumentos que existen en contra de la teoría de la pérdida de oportunidad provenientes de los mismos parámetros tradicionales de la responsabilidad patrimonial -ver título 3.1-, se observa que su alto índice de empleo y la proliferación de criterios que se han desarrollado para justificar su utilización en el derecho de daños, puede explicarse en que con ella se ha intentado dar respuestas a diferentes eventos en los que parecería injusto que no se indemnice a quien pierde definitivamente una oportunidad, por el simple hecho de que, debido a las limitaciones del conocimiento de la realidad que no le son imputables, no pueda demostrar que ésta se iba a concretar en el beneficio que esperaba -ver subtítulo 1.1.2-.(…)Al respecto, se considera que sería injusto denegarle la reparación a una persona que muy probablemente habría recibido un beneficio debido a la existencia de una duda causal que no pudo disipar, puesto que ello implicaría imponerle el peso de esa duda únicamente a él, sin tener en cuenta que esa incertidumbre también debería recaer sobre el sujeto que perdió la oportunidad, puesto que en cualquier caso, fue su actuación lo que impidió conocer el desenlace de esa ocasión.//A su vez, tampoco parece adecuado negar la procedencia de la reparación en esos casos sólo porque ello se ajuste a las reglas tradiciones de invisibilidad de la causalidad y del “todo o nada”, toda vez que tal como se estudió, dichas premisas no son infalibles o perfectas y por consiguiente, no tienen por qué constituirse en el único modelo capaz de explicar el surgimiento de la responsabilidad patrimonial”. Luis Carlos Plata Prince, “La Naturaleza de la Pérdida de Oportunidad y Su Teoría Jurídica en el Derecho de Daños” -tesis de maestría-, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia, 2016, p. 185-187.


� Artículo 4 del Decreto 2535 del 1993: “El permiso concedido a los particulares para la tenencia o porte de las armas, sus partes, piezas, municiones, explosivos y accesorios se expedirá bajo la responsabilidad absoluta del titular del permiso y no compromete la responsabilidad del Estado, por el uso que de ellas se haga”.


� [3] Los factores que se tienen en cuenta al hablar de la intensidad de la confrontación son por una parte las acciones de los grupos armados irregulares, que incluyen actos de terrorismo, asaltos a poblaciones, ataques a instalaciones de la Fuerza Pública, emboscadas, hostigamientos y piratería terrestre. Por otro lado, se toman en cuenta los contactos armados desarrollados por iniciativa de la Fuerza Pública contra los grupos armados ilegales.  


� [4] Con relación con los cultivos ilícitos, Unodoc afirma que entre 1999 y 2002, el área sembrada con cultivos de coca se mantenía en un promedio de 3.000 hectáreas en Antioquia. Sin embargo, a partir de 2002 comenzó a incrementarse, al pasar de 3.030 hectáreas en ese año a 6.157 hectáreas en 2006. Esta tendencia de los últimos cuatro años se presentó, a pesar del incremento en la aspersión aérea de 3.300 hectáreas en 2002, de 16.800 hectáreas en 2005 y 18.000 hectáreas en 2006, además de la erradicación manual de 3.146 hectáreas.  


� “Diagnóstico Departamental Antioquia” efectuado por la Agencia de la ONU para los refugiados -ACNUR- y consultado el 15 de mayo de 2015, en: http://www.acnur.org/t3/uploads/media/COI_2161.pdf.


� Sentencia del 30 de noviembre de 2000, exp. 13329, actor: José Antonio Rincón Tobo, C.P. Ricardo Hoyos Duque. En similar sentido ver sentencia del 11 de abril de 2002, exp. 73001-23-31-000-1995-2129-01(13122), actor: Jorge Avelino Torres Parra y otros, C.P. Alier Enríquez Hernández; sentencia del 30 de agosto de 2007, exp. 07001-23-31-000-1995-00004-01(15635), actor: Luz Marina Serrano Navas, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de agosto de 2010, exp. 25000-23-26-000-1995-01957-01(18886), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� “De manera que no estando probados los hechos a partir de los cuales el Tribunal a quo configuró la culpa exclusiva de la víctima, resulta no menos que contradictoria su decisión de exonerar de responsabilidad a la entidad pública demandada por virtud de esa causa extraña, toda vez que la falta de prueba de esos hechos no permite cosa distinta que concluir la inexistencia del supuesto fáctico alegado, así como la imposibilidad de verificar las condiciones de irresistibilidad e imprevisibilidad en las que habría podido encontrarse la entidad pública demanda[da] respecto de la forma en la cual el señor ALBERTO DE JESÚS RAMÍREZ ZAPATA condujo la volqueta y, por ende, desde este punto de vista le asiste razón a los apelantes”. Sentencia del 16 de julio de 2008, exp. 66001-23-31-000-1995-03079-01(16344), C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Luis Josserand, Derecho Civil, Tomo II, Vol. I; Ed. Bosh y cia, Buenos Aires, 1950, pág. 341


� Henri y León Mazeaud, Jean Mazeaud. Lecciones de Derecho Civil. Parte Segunda. Ediciones Jurídicas Europa América. Buenos Aires. 1960, pags. 332 y 333.


� Sobre la teoría de la causalidad adecuada dentro del marco de la responsabilidad patrimonial extracontractual, la doctrina jurídica ha señalado: “a) Gravitación de la teoría. La doctrina de la “causa adecuada” adquirió gran predicamento y se la considera en la actualidad la posición dominante en la doctrina comparada en materia de relación causal, tanto en el campo penal como en el civil. (…)// b) Su mecánica. La “prognosis póstuma”. Dicha teoría aquilata la adecuación de la causa en función de la posibilidad y probabilidad de un resultado, atendiendo a lo que corrientemente acaece según lo indica la experiencia diaria en orden al curso ordinario de los acontecimientos id quos plerumque accidit.(…)// El concepto de causalidad adecuada implica, pues, el de regularidad, apreciada de conformidad con lo que acostumbra suceder en la vida misma. Es decir, para que exista relación causal, según la interpretación que comentamos, la acción tiene que ser idónea para producir el efecto operado, tiene que determinarlo normalmente (65). (…)// A fin de establecer la vinculación de causa efecto entre dos sucesos, es menester realizar un juicio retrospectivo de probabilidad, cuya formulación es la siguiente: ¿la acción u omisión que se juzga era per se apta o adecuada para provocar normalmente esa consecuencia?(…)// Este juicio de idoneidad o cálculo de probabilidades tiene que plantearse en abstracto, o en general, con prescindencia de lo efectivamente sucedido, atendiendo a lo que usualmente ocurre; y no en concreto o en particular, es decir, como se han producido realmente las cosas.// La determinación del fenómeno causal constituye de este modo el resultado de un proceso de abstracción y generalización que da relevancia a una de las condiciones del caso concreto, elevándola a la categoría de “causa” del evento.(…)// d) Fractura del nexo causal. La operatividad de la teoría que nos ocupa se condiciona a que todos los eslabones de la cadena sean adecuados, la regularidad debe existir en cada etapa del iter causal. Como bien lo señala ORGAZ “no basta establecer que la acción era en general idónea para producir el daño, sino que es además necesario que las circunstancias intermedias hayan sucedido también normalmente, sin la intervención de factores anómalos o extraordinarios.//Precisamente, la concurrencia de esos eventos disociantes interfieren el curso ordinario del proceso, interrumpiéndolo; se produce entonces la fractura del nexo causal. En tales hipótesis queda excluida la imputatio facti entre el resultado final y el suceso desencadenante de la trama de acontecimientos (73).// Nos hallamos ante lo que se denomina “proceso atípico o inadecuado”: los efectos anormales no se atribuyen ya al agente, pues no se consideran causado por su acción, aunque en concreto ese obrar haya constituido una condictio sine qua non del desmedro resultante (74).(…)// En otras hipótesis el proceso puede verse alterado o desviado de su curso normal por circunstancias anteriores o concomitantes que concurren a la producción del efecto”. Isodoro Goldenberg. “La Relación de Causalidad en la Responsabilidad Civil”, segunda edición ampliada y con actualización jurisprudencial, editorial La Ley, Buenos Aires, 2000, p. 22-27.


� “La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”.


� Si bien el nivel cultural y de conocimiento de armas varía en cada persona, la Sala ha considerado que a diferencia de los niños, por regla general, los adultos tienen cierta consciencia sobre el riesgo que representan las armas y los objetos explosivos. Al respecto, se ha señalado: “Pasa por alto la entidad que la limitada capacidad de los menores les impide prever, como sí a los adultos, especialmente a los conocedores, el peligro que representa una granada como tampoco calcular las consecuencias posibles y previsibles que su manipulación desencadena. En esa medida, no es posible atribuir a las víctimas responsabilidad alguna porque las mismas encontraron un artefacto abandonado y, accidentalmente, lo activaron” Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 28 de febrero de 2013, exp. 19001-23-31-000-1999-01747-01(24691), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 


� [1] Para el presente informe utilizaremos las definiciones del Centro Nacional Contra Artefactos Explosivos y Minas (CENAM) del Ejército Nacional de Colombia. Por Mina Antipersonal “se entiende toda mina concebida para que explosione por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona, y que en caso de explosionar tenga la potencialidad de incapacitar, herir y/o matar a unas o más personas” (CENAM, s.f.). Por Remanente Explosivo de Guerra se entiende “las municiones abandonadas o municiones usadas sin explosionar” (CENAM s.f.) que pueden ser granadas, morteros, balas, municiones de fabricación improvisada, entre otros. Estos Remanentes Explosivos de Guerra suelen ser denominados, por las propias víctimas y por organizaciones vinculadas a la Acción Integral Contra Minas Antipersonal, como Municiones Sin Explotar (MUSE). Es por esta razón que se encontrará en el informe algunos testimonios o nombres de organizaciones donde el término empleado sea este último. Los Artefactos Explosivos Improvisados (AEI) son “activados por una tercera persona – por el victimario” (CENAM, s.f. página 5), y no por la propia víctima como ocurre con las MAP o los REG. Por esta razón no se hará referencia a los AEI en el presente informe.


� [2] Aunque se firma en 1997, el Tratado de Ottawa entra en vigor el 1 de marzo de 1999 a nivel internacional.


� [3] “El Derecho Internacional Humanitario (DIH) es un conjunto de normas que, por razones humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Protege a las personas que no participan en los combates y limita los medios y métodos de hacer la guerra. El DIH suele llamarse también “derecho de la guerra” o “derecho de los conflictos armados” (CICR, 2004).


� Centro Nacional de Memoria Histórica, “La guerra escondida”, publicación consultada el 15 de mayo de 2017, en la página web: http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/informes/informes-2017/la-guerra-escondida. 


� “Se afirma, entonces, la independencia del juez contencioso administrativo para fijar, en cada caso, con sustento en las pruebas del proceso y según su prudente juicio, el valor de la indemnización del perjuicio moral. Establecido, por lo demás, el carácter inadecuado del recurso al precio del oro, la Sala fijará el quantum de las respectivas condenas, en moneda legal colombiana, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo. Considerando que el salario mínimo mensual en Colombia se fija atendiendo fundamentalmente la variación del índice de precios al consumidor, se considera que el valor del perjuicio moral, en los casos en que éste cobre su mayor intensidad, puede fijarse en la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales (…)”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, exp. 66001-23-31-000-1996-3160-01(13232-15646), actor: Belén González y otros - William Alberto González y otra, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia del 28 de agosto de 2014, exp. 66001-23-31-000-2001-00731-01(26251), actor: Ana Rita Alarcón Vda. De Gutiérrez y otros, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� “De las anteriores pruebas no se puede deducir el monto exacto de los ingresos del occiso y menos aún el porcentaje que de estos dedicaba a gastos personales y familiares, por lo tanto es necesario aplicar las reglas de la experiencia, como tradicionalmente ha venido haciéndolo la Corporación. En efecto, aplicando dichas reglas, no se puede afirmar que la víctima dedicaba todos sus ingresos a la sobreviviente, pues el sentido común indica que debía dedicar algún porcentaje de ellos a la propia subsistencia”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 11 de abril de 2002, exp. 66001-23-31-000-1995-2807-01(13227), C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� “En cuanto al lucro cesante en cabeza de los menores de edad, de la existencia de la obligación alimentaria se infiere el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante. En efecto, los artículos 411 y 422 del Código Civil establecen que se deben alimentos, entre otros, a los hijos hasta el día anterior al cumplimiento de la mayoría de edad. En consecuencia, si bien el derecho a la reparación de los perjuicios morales y materiales que se cause a una persona por la muerte de otra no se deriva de su condición de heredero sino de damnificado, cuando existe la obligación alimentaria se infiere que la existencia del perjuicio material, dará derecho al titular del mismo a la indemnización de tal perjuicio por el término de la obligación (nota n.º 176 de la providencia en cita: “Consejo de Estado, sentencias de 21 de febrero de 2002, Exp. 12.999; de 12 de febrero de 2004, Exp. 14636; de 14 de julio de 2005, Exp: 15544; sentencia de 1° de marzo de 2006, Exp. 15.997”). Con este criterio la Corporación, inicialmente, fijó el lucro cesante futuro para los hijos menores de edad, en casos como el que aquí se estudia, hasta la edad de 18 años”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 12 de junio de 2014, exp. 68001-23-15-000-2001-02730-01(29501), actor: Alonso Duarte Martínez, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Al respecto, la doctrina jurídica ha señalado: “En estos casos el juez no califica la probabilidad de la situación, pues esta existe ya en el momento de la operación intelectual. Lo único que el juez hará será juzgar la certeza de su prolongación en el tiempo.//Esta hipótesis supone que la situación se haya, en efecto, creada por el hecho dañino. La situación que expresa el daño, como puede ser la muerte de una persona que le colaboraba económicamente a otra o la pérdida de una suma de dinero que se tenían, o aun la concreción de un lucro cesante, debe existir para que pueda hacerse la proyección hacia el futuro, so pena de que el daño sea calificado de eventual. En efecto, en las hipótesis estudiadas el juez considerará cierto el perjuicio presente y lo extenderá hacia el futuro, porque hay elementos que le permiten afirmar que el perjuicio continuará. (…) Se puede entonces afirmar que el perjuicio es cierto cuando la situación sobre la cual el juez va a pronunciarse le permite inferir que se extenderá hacia el futuro, y que es eventual cuando la situación que refleja “el perjuicio” no existe ni se presentara luego. (…) Pero el caso típico de la hipótesis que se estudia es el de la pérdida de ingresos para aquellos con quienes la persona fallecida colaboraba, cuando no se alega un cambio de la situación económica que se presentaba al momento del fallecimiento. Es decir, en el presente caso las personas que pierden la colaboración solicitan indemnización teniendo en cuenta lo que devengaba el fallecido, sin pretender que su situación iba a mejorar económicamente. En relación con tal evento la jurisprudencia reconoce el perjuicio consistente en la pérdida de los ingresos que hubieren podido percibir las personas si la muerte de quien les ayudaba económicamente no se hubiere presentado. El juez prolonga hacia el futuro una situación real en el momento del hecho dañino. (…) Lo importante, entonces, en esta hipótesis consiste en demostrar que la persona fallecida ayudaba económicamente al demandante”. Juan Carlos Henao, “El Daño, Análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado en Derecho Colombiano y Francés”, edición Universidad Externado de Colombia, Bogotá, Colombia. 2007, p. 137, 139,140, y 142.


� [3] Ver, por ejemplo, sentencia del 12 de julio de 1990, exp: 5666.


� [4] Ver, entre otras, sentencias de: 11 de agosto de 1994, exp: 9546; 8 de septiembre de 1994, exp: 9407; 16 de junio de 1995, exp: 9166, 8 de agosto de 2002, exp. 10.952 y de 20 de febrero de 2003, exp: 14.515.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de marzo de 2010, exp. 25000-23-26-000-1996-02057-01(17047), C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Asimismo, consultar: Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 30 de abril de 2014, exp. 50001-23-31-000-1999-10250-01(29145), C.P. Mauricio Fajardo Gómez, y Subsección B, sentencia del 30 de enero de 2012, exp. 08001-23-31-000-1997-01925-01(22318), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo, entre otras.


� [75] Aquí se aclara que se utilizará como punto de referencia el salario mínimo actualmente vigente ($589 500) en atención a que, si se actualizara a valor presente el salario mínimo que regía en el año 1999 ($263 438), se obtendría una suma inferior la cual, de aplicarse para la liquidación, implicaría un trato inequitativo para los demandantes.


� [76] Al tomar la décima parte de sus salarios como el criterio proporcional para fijar la cuantía de la ayuda debida a sus padres, se presume, con base en el principio de equidad, que cada uno debe aportar en la medida de su solvencia económica. Revisar al respecto las siguientes sentencias de la subsección “B” de la Sección Tercera: sentencia del 29 de agosto de 2012, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.° 27001-23-31-000-1999-00698-01(24453), actor: Pascual Rentería Buenaños y otros, demandado: Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional; sentencia del 29 de octubre de 2012, C.P. Stella Conto Diaz del Castillo, radicación n.° 19001-23-31-000-2000-2345-01(23672), actor: Francisco Javier Santacruz Guerra y otros, demandado: La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 5 de abril de 2013, exp. 25000-23-26-000-2001-00242-01 (27281), C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� “Si él colaboraba, porque él vivía trabajando y dándole al papá (…) tenía mucho cariño al papá y a la mamá, se apoyaban en trabajo porque el trabajaba con el papá y le ayudaba”.


� “el muchacho era simplemente un trabajador, era el único que le ayudaba al papá (…) lo distinguí como agricultor no salía de la casa del lado de los padres siempre (…) él era el único que más metía la mano por la familia de manera económica”.


� “él se dedicaba a la agricultura (…) él era un muchacho muy colaborador con sus padres era el que sostenía la familia padres, hermanos”.


� “era muy allegado a su familia, él era el de todo de la casa él era la mano derecha de la familia respondía por todo somos una familia muy unida, y sentimos mucha falta del hombre en la casa (…) a las labores de la finca y cuando le tocaba jornaleaba para dar el sostén de los viejos en la casa, el ganaba un promedio de $12.000 diarios (…) era él era la mano derecha de la casa porque ayudaba con todo lo que conseguía era para ayudarle a todos tanto hermanos como padres”. 


� “Familia nuclear: La señora Ana Aminta se casó por matrimonio católico con el señor Carlos Antonio Sepúlveda Osorio, en el municipio de Giraldo, Antioquia, como queda dicho en el anterior informe. De esta unión nacieron ocho hijos cuyos nombres son: Edilma de 41 años, casa con Jorge Eliécer Bedoya, y siete hijos vivos; son bastante pobres, él jornalea donde le den trabajo. Herminia del Socorro de 39 años, casada, viuda por asesinato de su esposo, con cuatro hijos estudiantes; vive en Córdoba y el esposo le dejó una tiendecita. Flor Elena de 37 años, viuda por muerte del esposo, se volvió a casar con Rafael Gaviria; tiene tres hijos. Martha de 35, casada con Albeiro Guzmán jornalero, tiene dos niñas. Carlos Alberto, muerto a los 28 años como se dirá más adelante, soltero pero con novia, y según su padre, guapo para el trabajo porque él le ayudaba. Nelsón de 29, vive en Carepa con Matrha; convive con la señora Lucila, es jornalero. Mary Luz de 24 años, desmemoriada, no hace nada, salió de segundo grado, convive con un muchacho y tiene dos hijos pequeñitos (sin embargo estuvo en las entrevistas y su expresión y dialogo aparentan normalidad), Luis Alfredo de 20 años, vive con nosotros los padres, remplazó a Carlos Alberto para trabajar, sólo hizo tercero de primaria. Quería estudiar pero no pudo por la muerte del hermano”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de marzo de 2010, exp. 25000-23-26-000-1996-02057-01(17047), C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Asimismo, consultar: Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 30 de abril de 2014, exp. 50001-23-31-000-1999-10250-01(29145), C.P. Mauricio Fajardo Gómez, y Subsección B, sentencia del 30 de enero de 2012, exp. 08001-23-31-000-1997-01925-01(22318), C.P. Stella Conto Díaz del Castillo, entre otras.


� Con parámetros similares a los expuesto ya ha liquidado esta Subsección la indemnización del perjuicio de lucro cesnate ocasionado a padres. Al respecto, consultar: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 11 de junio de 2015, exp. 2500-23


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –en pleno–, sentencia del 22 de abril de 2015, exp. 15001-23-31-000-2000-03838-01 (19146), C.P. Stella Conto Diaz del Castillo.


� Para el cálculo de la vida probable se tienen en cuenta las tablas de mortalidad consignadas en la resolución n.º 0497 del 20 de mayo de 1997 proferida por la Superintendencia Bancaria, que era la norma vigente para la época en que ocurrió el daño demandado.


� [12] Devis Echandía, Hernando, Compendio de Derecho Procesal, Tomo II, Pruebas Judiciales, Editorial ABC, 1984, págs. 339 y ss.


� [13] Consejo de Estado, sentencia de 16 de abril de 2007, exp. AG-250002325000200200025-02, C. P. Ruth Stella Correa Palacio.


� [14] Parra Quinjano, Jairo, Manual de Derecho Probatorio, Librería Ediciones del Profesional Ltda., 2004, Pág. 649.  


� [15] Consejo de Estado, op. cit., pág. 96.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 22 de junio de 2011, exp. 05001232400019950167301 (20543), actor: Hernán Arango Serna, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Consejo de Estado, Sección Tercera-Sala Plena-, sentencia del 14 de septiembre de 2011, exp. 05001-23-31-000-2007-00139-01(38222), C.P. Enrique Gil Botero.


� Ibídem.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 28 de agosto de 2014, Exp. n.º 31.170, M.P. Enrique Gil Botero.


� Consejo de Estado, Sección Tercera-Sala Plena-, sentencia del 14 de septiembre de 2011, exp. 05001-23-31-000-2007-00139-01(38222), C.P. Enrique Gil Botero.


� Consultar sentencias del 28 de agosto de 2014, Exp. 28.832, M.P. Dr. Danilo Rojas Betancourth; Exp. 31.170, M.P. Dr. Enrique Gil Botero; Exp. 28.804, M.P. Dra. Stella Conto Díaz del Castillo; Exp. 31.172, M.P. Dra. Olga Mélida Valle de De la Hoz.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, exp. 105001-23-31-000-1997-01172(31170), C.P. Enrique Gil Botero.


� [458] “Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación del 27 de agosto de 2014, exp. 31172, M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 11 de agosto de 2010, exp. 18.593, del 25 de agosto de 2011, exp. 19.718, del 7 de julio de 2011, exp. 20.139, del 21 de marzo de 2012, exp. 22.017, todas con ponencia del consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez.


� En similar sentido se pronunció la Sección Tercera en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, exp. 28.832, C.P. Danilo Rojas Betancourth, frente a un daño de carácter transitorio como el del sub judice. Igualmente, se puede consultar la sentencia de esa misma fecha, exp. 28.804. M.P. Dra. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia del 28 de agosto de 2014, exp. 05001-23-25-000-1999-01063-01(32988), actor: Félix Antonio Zapata González, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.


� Folio 72 de la providencia.





